
ACTA DE LA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA POR EL AYUNTAMIENTO 

PLENO DE PÁJARA EL DÍA 20 DE FEBRERO DE 2020 

 
 

ASISTENTES 

 

ALCALDE PRESIDENTE 

 

Grupo Municipal NCa-AMF 
Pedro Armas Romero    
 

CONCEJALES 

 

Grupo Municipal PSOE 
Rafael Perdomo Betancor 
Kathaisa Rodríguez Pérez 
María Soledad Placeres Hierro 
Farés Roque Sosa Rodríguez 
Lucia Darriba Folgueira     
Manuel Alba Santana   
Evangelina Sánchez Díaz 
 

Grupo Municipal CCa-PNC    

Miguel Ángel Graffigna Alemán             
Alexis Alonso Rodríguez 
José Manuel Díaz Rodríguez 
Basilisa Rodríguez Saavedra 
Davinia Díaz Fernández 
Felipe Rodríguez Alonso 
María Leticia Cabrera Hernández   
  
Grupo Municipal NCa-AMF 

Sonia del Carmen Mendoza Roger  
Juan Valentín Déniz Francés  
 
Grupo Mixto 
Dunia Esther Alvaro Soler 
Alejandro Cacharrón Gómez 
Luis Rodrigo Berdullas Álvarez 
 
AUSENTES 

Grupo Municipal PSOE 
Raimundo Dacosta Calviño, excusado 
  

SECRETARIA  

Catalina Lourdes Soto Velázquez 
 
 

 En Pájara y en el Salón de Sesiones de la Casa Consistorial, siendo las diez 
horas del día veinte de febrero de dos mil veinte,  se reúne el Pleno de la Corporación 
Municipal bajo la Presidencia del Sr. Alcalde titular, don Pedro Armas Romero  y con 
la asistencia de los Señores Concejales que al margen se expresan, al objeto de 
celebrar sesión ordinaria  y en primera convocatoria, para la que habían sido 
convocados previa y reglamentariamente por Decreto de la Alcaldía nº 781/2020, de  
17 de  febrero. 
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 Actúa de Secretaria la Accidental de la Corporación, doña Catalina Lourdes 
Soto Velázquez, que da fe del acto. 
 

Actúa de Interventor el titular Accidental de la Corporación, Don Antonio 
Domínguez Aguiar. 
 
 A efectos de votación, se hace constar que la Corporación está integrada por 
veintiún miembros de hecho y de derecho, incluido el Alcalde Presidente. 
 
 Válidamente constituida y abierta la sesión por la Presidencia, seguidamente 
se entra a conocer los asuntos incluidos en el Orden del Día: 
 

A)  PARTE DECISORIA 

 
PRIMERO.- LECTURA Y APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL BORRADOR DEL 

ACTA DE LA SESIÓN CELEBRADA EL DÍA 17 DE ENERO DE 2020, DE CARÁCTER 

ORDINARIO. 
 
 Se trae para su aprobación el borrador del acta correspondiente a la sesión del 
Ayuntamiento Pleno celebrada el día 17 de enero de 2020, de carácter ordinario. 
 
 Formulada por la Presidencia la pregunta de si algún miembro de la 
Corporación tiene que formular alguna observación al borrador del acta en cuestión, y 
no habiéndose formulado ninguna, se considera aprobada de conformidad con el 
artículo 91.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de 
las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre. 
 
 
 SEGUNDO.- DACIÓN DE CUENTA DE LOS CONVENIOS DE COLABORACIÓN 

APROBADOS POR LA JUNTA DE GOBIERNO LOCAL: 
 
Por la Presidencia se da cuenta al Pleno de la Corporación de que la Junta de 

Gobierno Local, por delegación del propio Pleno, ha aprobado el siguientes Convenio 
de Colaboración: 
 
 CONVENIOS DE COLABORACIÓN ENTRE EL  CABILDO INSULAR DE 
FUERTEVENTURA Y EL AYUNTAMIENTO DE PÁJARA PARA LAS ENCOMIENDAS DE 
LA EVALUACIÓN AMBIENTAL DE PLANES Y PROGRAMAS, DE UNA PARTE, ASÍ 
COMO DE PROYECTOS DE OBRA, IMPULSADOS A INICIATIVA PÚBLICA O PRIVADA 
EN SUELOS UBICADOS EN EL MUNICIPIO DE PÁJARA. APROBACIÓN.  
 
 El Pleno toma conocimiento del convenio de colaboración aludido, aprobado 
por la Junta de Gobierno Local de fecha 17 de enero de 2019. 

 
 

TERCERO.- APROBACION INICIAL DE LA MODIFICACIÓN DE LA 

ORDENANZA MUNICIPAL REGULADORA DEL SERVICIO  DE TRANSPORTE EN 
TAXI.  

 
Dada cuenta de la Propuesta de la Concejalía Delegada de Transporte, de fecha  

3 de febrero de 2020, que se transcribe literalmente: 
 

 “INFORME PROPUESTA DE LA CONCEJALÍA DELEGADA DE TRANSPORTES 

Dada cuenta de la Memoria  emitida por quien suscribe la presente con fecha 16 
de diciembre de 2019, mediante la que se incoa el procedimiento para la modificación de 
la Ordenanza Municipal Reguladora del Servicio de Transporte en Taxi, de acuerdo con 
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las conversaciones mantenidas por esta Concejalía Delegada con los representantes del 
sector. 

 
Visto el Informe jurídico emitido por el Técnico de Administración General de este 

Ayuntamiento, Sr. Medina Manrique, en relación con el procedimiento y la legislación 
aplicable para proceder a la modificación de la Ordenanza Municipal reguladora de la 
Prestación del Servicio Público de Transporte en Taxi en el Municipio de Pájara. 

 
Visto que si bien durante la consulta pública de la misma, formalizada en el 

portal web de esta Corporación Local por plazo reglamentario; concretamente entre los 
días 7 a 20 de enero de 2020, ambos inclusive, no se han presentado proposiciones ni 
sugerencias, pero que, sin embargo, fuera de dicho plazo, sí  han sido presentadas, con 
R.E. nº 681/2020 y 1277*/2020, de fechas, respectivamente, 15 y 27 de enero, y que 

han sido tenidas en cuenta, analizadas e informadas jurídicamente. 
 
Visto el proyecto de Ordenanza elaborado por los Servicios Jurídicos 

Municipales, que obra en el expediente y en el que han sido tenidas en cuenta las 
sugerencias formuladas por la Cooperativa de Taxistas de Pájara, (COTAP).  

 
Dada cuenta de los Informes Jurídicos obrantes en el expediente que dictaminan 

favorablemente las modificaciones planteadas e introducidas en el texto del Proyecto de 
esta Ordenanza Municipal. 

 
Dado que corresponde el Pleno de la Corporación la aprobación de la referida 

Ordenanza previo Dictamen de la Comisión Informativa Permanente Residual de 
Asuntos Plenarios, se eleva a la misma la siguiente 

 

PROPUESTA DE ACUERDO: 
 
Primero.- Realizada la tramitación legalmente establecida, dictaminar 

favorablemente el proyecto de Ordenanza Municipal reguladora del Servicio de 
Transporte en Taxi en el Municipio de Pájara. 

 
 
Segundo.- En virtud de los artículos 22.2.d) y 49 de la Ley 7/1985, de 2 de 

abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, se eleva al órgano competente, esto 
es al Pleno Municipal la adopción del siguiente, ACUERDO: 

 
Primero.-Aprobar inicialmente la Ordenanza Municipal reguladora de  del 

Servicio de Transporte en Taxi  en el Municipio de Pájara en los términos en que figuran 
en el expediente. 

 
Segundo.-Someter dicha Ordenanza Municipal a información pública y audiencia 

de los interesados, con publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Las Palmas, 
Tablón de Anuncios y portal web del Ayuntamiento de forma simultánea, por el plazo de 
treinta días para que puedan presentar reclamaciones o sugerencias, que serán 
resueltas por la Corporación y con indicaciones además de que de no presentarse éstas 
en el mencionado plazo, se considerará aprobada definitivamente sin necesidad de 
acuerdo expreso por el Pleno Municipal. 

 
Tercero.-Facultar al Sr. Alcalde-Presidente para suscribir y firmar toda clase de 

documentos relacionados con este asunto. 
 
 En Pájara,  en la fecha de la firma digital, la Concejala de Economía, Hacienda, 
Transportes y Atención al Ciudadano.” 

 

D
oc

um
en

to
 F

ir
m

ad
o 

E
le

ct
ró

ni
ca

m
en

te
 - 

C
SV

:6
2F

BA
03

4-
C

7A
A

-4
D

50
-8

78
3-

97
C

1B
74

6E
8F

5-
11

06
74

1
A

ut
en

tif
ic

ac
ió

n 
Ve

rif
ic

ab
le

 m
ed

ia
nt

e 
el

 C
ód

ig
o 

Se
gu

ro
 d

e V
er

ifi
ca

ci
ón

 (C
SV

), 
qu

e 
po

dr
á 

va
lid

ar
 e

n 
ht

tp
s:

\\s
ed

e.
pa

ja
ra

.e
s



Sometida a votación la propuesta de acuerdo previamente transcrita,  la misma 
se aprueba por unanimidad. 

 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/79 
 
 
CUARTO.- CONTRATO DE CONCESIÓN DE OBRAS PARA LA EJECUCIÓN, 

CONSERVACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE UN SPA, UN BEACH CLUB  Y UNA SERIE DE 

INSTALACIONES DEPORTIVAS EN COSTA CALMA. 
 
Dada cuenta de la Propuesta de la Alcaldía Presidencia, de fecha 7 de febrero 

de 2020, que se transcribe literalmente: 
 

 “INFORME PROPUESTA DE LA ALCALDIA PRESIDENCIA DEL 
AYUNTAMIENTO DE PAJARA 

 
El municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus 

competencias, puede promover toda clase de actividades y prestar cuantos servicios 
públicos contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad 
vecinal. 

 
El artículo 25.2.h) y l)  de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 

de Régimen Local, establece que entre los servicios que deben prestar en el ámbito de 
sus competencias los municipios se encuentra la información y promoción de la 
actividad turística de interés y ámbito local y la promoción del deporte e instalaciones 
deportivas y de ocupación del tiempo libre. 
 

No cabe duda de que el turismo es uno de los principales motores del desarrollo 

económico de Canarias en general y de Fuerteventura en particular; la actividad 
turística genera empleo, es un factor clave en la balanza de pagos, crea oportunidades 
económicas en las regiones menos desarrolladas, fomenta las inversiones en 
infraestructuras y genera ingresos sustanciales. 
 
 Es importante tener en cuenta, que en el caso de Fuerteventura, el turismo 
cuenta con una gran importancia para el desarrollo, tanto económico como social dado 
que es el principal recurso económico de la isla. 
 
 El Ayuntamiento de Pájara se plantea la necesidad de proponer una serie de 
medidas orientadas a la creación, incentivación, promoción, mantenimiento, y protección 
de las políticas en materia Turística, principalmente, potenciando eventos ya existentes, 
además de la creación por medio de la investigación y desarrollo de nuevas opciones de 
ocio que se mimeticen con el entorno y que resulten apetecibles para el turista que nos 
visita. 

 
Los promotores y gestores turísticos, siempre han buscado evolucionar mediante 

la especialización o diversificación y personalización de servicios y productos, con la 
finalidad de dar respuesta a las más dispares demandas que plantea el cliente. 
 

El tradicional mercado de sol y playa, aunque sigue constituyendo un básico 
vacacional, está cambiando, fruto de los cambios producidos en las hábitos de los 
clientes y la diversificación de las ofertas.  

 
En la actualidad la fórmula que combina turismo y deporte, se está 

constituyendo como uno de los atractivos más importantes en la nueva oferta turística, 
ya que es un mercado en expansión y ofrece grandes beneficios económicos a nivel 
local, autonómico y nacional. En este tipo de turismo, la actividad deportiva y recreativa 
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constituye una parte fundamental, así como el  escenario natural donde se proyecta, ya 
que cada vez más, el turista desea realizar unas vacaciones activamente. 

 
Además de los beneficios sociales, culturales, etc., las actividades de turismo 

activo, generan grandes impactos económicos, ya que el gasto realizado por un turista 
activo, repercute mucho más en la renta y el empleo locales, que ese mismo gasto 
realizado por un turista tradicional. 

 
En este sentido el pasado día 20 de diciembre de 2019 por la mercantil SLR 

TURISMO ESPAÑA S.L. ha presentado en esta Corporación estudio de viabilidad para el 
desarrollo del proyecto consistente en el diseño, construcción, financiación y 
mantenimiento de una serie de instalaciones de ocio (SPA, Beach Club y canchas 
deportivas), bajo régimen de concesión de obra, en la zona de servidumbre de protección 

del Dominio Público Marítimo Terrestre (DPMT) situada en la Parcela 0 del plan Parcial 
“El Granillo”. 

 
Que la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público en su 

artículo 247 establece: 
 
“Artículo 247. Estudio de viabilidad. 
 
1. Con carácter previo a la decisión de construir y explotar en régimen de 

concesión unas obras, el órgano que corresponda de la Administración concedente 
acordará la realización de un estudio de viabilidad de las mismas. 

 
2. El estudio de viabilidad deberá contener, al menos, los datos, análisis, 

informes o estudios que procedan sobre los puntos siguientes: 
 

a) Finalidad y justificación de las obras, así como definición de sus 
características esenciales. 

 
b) Justificación de las ventajas cuantitativas y cualitativas que aconsejan la 

utilización del contrato de concesión de obras frente a otros tipos contractuales, con 
indicación de los niveles de calidad que resulta necesario cumplir, la estructura 
administrativa necesaria para verificar la prestación, así como las variables en relación 
con el impacto de la concesión en la estabilidad presupuestaria. 

 
c) Previsiones sobre la demanda de uso e incidencia económica y social de las 

obras en su área de influencia y sobre la rentabilidad de la concesión. 
 
d) Valoración de los datos e informes existentes que hagan referencia al 

planeamiento sectorial, territorial o urbanístico. 
 

e) Estudio de impacto ambiental cuando este sea preceptivo de acuerdo con la 
legislación vigente. En los restantes casos, un análisis ambiental de las alternativas y 
las correspondientes medidas correctoras y protectoras necesarias. 

 
f) Justificación de la solución elegida, indicando, entre las alternativas 

consideradas si se tratara de infraestructuras viarias o lineales, las características de 
su trazado. 

 
g) Riesgos operativos y tecnológicos en la construcción y explotación de las 

obras. 
 
h) Coste de la inversión a realizar, así como el sistema de financiación propuesto 

para la construcción de las obras con la justificación, asimismo, de la procedencia de 
esta. 
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i) Estudio de seguridad y salud o, en su caso, estudio básico de seguridad y 

salud, en los términos previstos en las disposiciones mínimas de seguridad y salud en 
obras de construcción. 

 
j) El valor actual neto de todas las inversiones, costes e ingresos del 

concesionario, a efectos de la evaluación del riesgo operacional, así como los criterios 
que sean precisos para valorar la tasa de descuento. 

 
k) Existencia de una posible ayuda de Estado y compatibilidad de la misma con 

el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, en los casos en que para la 
viabilidad de la concesión se contemplen ayudas a la construcción o explotación de la 
misma. 

 
3. La Administración concedente someterá el estudio de viabilidad a información 

pública por el plazo de un mes, prorrogable por idéntico plazo en razón de la 
complejidad del mismo y dará traslado del mismo para informe a los órganos de la 
Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y Entidades Locales 
afectados cuando la obra no figure en el correspondiente planeamiento urbanístico, que 
deberán emitirlo en el plazo de un mes. 

 
4. El trámite de información pública previsto en el apartado anterior servirá 

también para cumplimentar el concerniente al estudio de impacto ambiental, en los 
casos en que la declaración de impacto ambiental resulte preceptiva. 

 
5. Se admitirá la iniciativa privada en la presentación de estudios de viabilidad 

de eventuales concesiones. Presentado el estudio será elevado al órgano competente 
para que en el plazo de tres meses comunique al particular la decisión de tramitar o no 

tramitar el mismo o fije un plazo mayor para su estudio que, en ningún caso, será 
superior a seis meses. El silencio de la Administración o de la entidad que corresponda 
equivaldrá a la no aceptación del estudio. 

 
En el supuesto de que el estudio de viabilidad culminara en el otorgamiento de la 

correspondiente concesión, salvo que dicho estudio hubiera resultado insuficiente de 
acuerdo con su propia finalidad, su autor tendrá derecho en la correspondiente licitación 
a 5 puntos porcentuales adicionales a los obtenidos por aplicación de los criterios de 
adjudicación establecidos en el correspondiente pliego de cláusulas administrativas 
particulares. Para el caso de que no haya resultado adjudicatario tendrá derecho al 
resarcimiento de los gastos efectuados para su elaboración, incrementados en un 5 por 
cien como compensación, gastos que podrán imponerse al concesionario como condición 
contractual en el correspondiente pliego de cláusulas administrativas particulares. El 
importe de los gastos será determinado en función de los que resulten justificados por 
quien haya presentado el estudio. 

 
6. La Administración concedente podrá acordar motivadamente la sustitución del 

estudio de viabilidad a que se refieren los apartados anteriores por un estudio de 
viabilidad económico-financiera cuando por la naturaleza y finalidad de las obras o por 
la cuantía de la inversión requerida considerara que este es suficiente. En estos 
supuestos la Administración elaborará además, antes de licitar la concesión, el 
correspondiente anteproyecto o proyecto para asegurar los trámites establecidos en los 
apartados 3 y 4 del artículo siguiente. 

 
7. El órgano que corresponda de la Administración concedente deberá aprobar el 

estudio de viabilidad o, en su caso, adoptar la decisión de sustitución mencionada en el 
apartado anterior, y publicar estas decisiones en el correspondiente perfil del 
contratante”. 
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Por lo expuesto, y siendo posible la iniciativa privada en este tipo de proyectos, 
quien suscribe eleva al Pleno municipal la siguiente: 

 
PROPUESTA DE ACUERDO: 
 
Primero.- Tomar conocimiento del estudio de viabilidad presentado por la SLR 

TURISMO ESPAÑA S.L. asumiendo la iniciativa de tramitar el mismo en los términos 
legalmente establecidos. 

 
Segundo.- Someter el estudio de viabilidad a información pública por el plazo de 

dos meses, debido a la naturaleza y finalidad de las obras. 
 
Tercero.- Dar traslado del estudio de viabilidad a los servicios técnicos 

competentes, para que emitan informe sobre el mismo. 
 
Cuarto.- Dar traslado del estudio de viabilidad a la Demarcación de Costas de 

Canarias, a la Dirección General de Ordenación del Territorio y a al Cabildo Insular de 
Fuerteventura, a los efectos de recabar pronunciamiento al respecto en el marco de sus 
competencias.” 

 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/301 
 
Sometida a votación la propuesta de acuerdo previamente transcrita,  la misma 

se aprueba con el siguiente resultado:  
 
VOTOS A FAVOR: 18 (7 PSOE, 7 CCa-PNC, 3 NCa-AMF, 1 Grupo Mixto- 

 PODEMOS) 
VOTOS EN CONTRA: 0 
ABSTENCIONES: 2 Grupo Mixto-PP 
 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/602 
 
 
QUINTO.- TOMA DE CONOCIMIENTO DEL INFORME DE TESORERÍA 

CORRESPONDIENTE A LA MOROSIDAD DEL CUARTO TRIMESTRE DE 2019 DEL 

AYUNTAMIENTO DE PÁJARA Y DE LAS ENTIDADES DEPENDIENTES DE 
CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY 15/2010, DE 05 DE JULIO. 

 
El Pleno, toma conocimiento del informe de Tesorería correspondiente a la 

morosidad del cuarto trimestre de 2019 del Ayuntamiento de Pájara y de las 
Entidades dependientes de conformidad con el artículo 4 de la Ley 15/2010 de 5 de 
julio. 

 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/625 
 

 SEXTO.- TOMA DE RAZÓN DE PERIODO MEDIO DE PAGO DEL 

AYUNTAMIENTO DE PÁJARA Y DE LAS ENTIDADES DEPENDIENTES, DE 
CONFORMIDAD CON EL REAL DECRETO 635/2014, DE 25 DE JULIO, 

PERTENECIENTE AL CUARTO TRIMESTRE DE 2019. 
 
El Pleno, toma conocimiento del periodo medio de pago del Ayuntamiento de 

Pájara y de las entidades dependientes, de conformidad con el Real Decreto 635/2014, 
de 25 de julio, perteneciente al cuarto trimestre de 2019. 

 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/695 
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 SÉPTIMO.- TOMA DE RAZÓN DE LA INFORMACIÓN A COMUNICAR PARA 

EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES CONTEMPLADAS EN LA ORDEN 
HAP/2105/2012, DE 1 DE OCTUBRE, POR LA QUE SE DESARROLLAN LAS 

OBLIGACIONES DE SUMINISTRO DE INFORMACIÓN PREVISTAS EN LA LEY 

ORGÁNICA 2/2012, DE 27 DE ABRIL, DE SOSTENIBILIDAD FINANCIERA, 

PERTENECIENTE AL CUARTO TRIMESTRE DE 2019. 
 
El Pleno, toma conocimiento de la información a comunicar para el 

cumplimiento de las obligaciones contempladas en la orden HAP/2105/2012, de 1 de 
octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de suministro de información 
previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de sostenibilidad financiera, 
perteneciente al cuarto trimestre de 2019. 

 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/717 
 
 

 OCTAVO.- DESIGNACIÓN DE LAS DOS FIESTAS LOCALES 

CORRESPONDIENTES AL MUNICIPIO DE PÁJARA AÑO 2021.  
 

Dada cuenta de la Propuesta de la Alcaldía Presidencia, de fecha 5 de febrero 
de 2020, que se transcribe literalmente: 

 
“PROPUESTA DE LA ALCALDÍA 

 
 Siendo preciso proceder a la designación de las Fiestas Locales para el próximo 
año 2021, esta Alcaldía, en uso de las facultades que me confiere la vigente normativa 
legal, PROPONGO: 

  
 
 Primero.- Designar los días 2 de julio (Festividad de Nuestra Señora de Regla) y 
16 de julio (Festividad de Nuestra Señora del Carmen) como las dos Fiestas Locales 
para el año 2021. 
 
 
 Segundo.- Dar traslado de la presente a la Dirección General de Trabajo del 
Gobierno de Canarias.” 

 
Sometida a votación la propuesta de acuerdo previamente transcrita,  la misma 

se aprueba por unanimidad. 
 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/747 
 

 
 NOVENO.- CORRECCIÓN DE LA ORDENANZA FISCAL GENERAL DE 

GESTIÓN, INSPECCIÓN Y RECAUDACIÓN MUNICIPAL.  
 

Dada cuenta de la Propuesta de la Concejalía Delegada de Economía y 
Hacienda, de fecha 6 de febrero de 2020, que se transcribe literalmente: 

 
PROPUESTA DE ACUERDO AL PLENO 

Primero.- El pasado día 21 de noviembre de 2019, el Pleno Municipal aprobó 
inicialmente la Ordenanza  Fiscal General, eliminando, por los motivos que obran en el 
expediente tramitado con referencia ORD/4/2019, el apartado 2 del artículo 113 que 
figuraba en el Borrador de ordenanza confeccionado por la Tesorera, que igualmente 
obra en el citado expediente. El apartado en cuestión rezaba literalmente: “No obstante 
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lo anterior, no se exigirá interés de demora en los fraccionamientos y aplazamientos de 
concesión automática del artículo 109”    

 
Segundo.- Según el posterior informe de la tesorera accidental, incorporado al 

expediente el pasado 21 de enero de 2020, la modificación introducida en la redacción 
del artículo 113 tiene como consecuencia la imposibilidad de conceder a aquellos 
contribuyentes del municipio que lo soliciten y reúnan los requisitos exigidos, los 
fraccionamientos sin intereses previstos en el artículo 10 del Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales. Esta clase de fraccionamientos, más conocidos como 
Sistemas Especiales de Pago, no sólo se utiliza por las administraciones tributarias de 
toda España por tratarse de un sistema ágil y eficiente de gestión recaudatoria, sino 
que para las familias supone una gran facilidad en el pago de sus tributos municipales. 

En el caso del Ayuntamiento de Pájara, este fraccionamiento sin intereses se encuentra 
consolidado en su uso en el pago del IBI, único tributo municipal que puede fraccionarse 
sin intereses por estar previsto en su ordenanza reguladora. La finalidad de incluir el 
apartado suprimido, según la tesorera, no es otra que ampliar al resto de tributos 
periódicos municipales (vehículos basura etc.) las ventajas de los llamados sistemas 
especiales, además de ampliar para los contribuyentes las opciones cómodas de pago 
de los tributos (pago fácil 10).  

 
Tercero.- Visto el texto de la Ordenanza Fiscal General de Gestión Inspección y 

Recaudación Municipal, aprobado por el Pleno de la Corporación el pasado día 29 de 
noviembre  que eliminaba el apartado 2 del artículo 113 del borrador propuesto por la 
Tesorera Accidental con fecha 3 de noviembre de 2019; de conformidad con las 
facultades que me han sido conferidas por el ordenamiento jurídico, elevo al Pleno la 
siguiente: 

PROPUESTA DE ACUERDO 

 
Primero.- Modificar la Ordenanza Fiscal General de Gestión Inspección y 

Recaudación Municipal (apartado 2 del artículo 113), que quedará redactada en los 
términos del borrador inicial confeccionado por la Sra. Tesorera de fecha 3 de 
noviembre, según se transcribe a continuación: 

 
“CAPITULO I - . DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1. CARÁCTER DE LA ORDENANZA 

1.- La presente Ordenanza Fiscal General se dicta al amparo de lo que dispone el artículo 106.2 

de la Ley 7/85 de Bases de Régimen Local, en desarrollo del establecido en el RDL 2/2004 por lo 

que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y la Ley 

58/200, de 17 de diciembre, General Tributaria, sus reglamentos de desarrollo y demás normas 

concordantes. 

2.- La presente Ordenanza Fiscal General contiene los principios básicos y las normas generales 

de gestión, inspección, recaudación y revisión aplicables a todos los tributos municipales.  Con 

carácter general, cabe considerar estos principios y normas como partes integrantes de las 

ordenanzas fiscales reguladoras de cada uno de los tributos en todo lo que no regulen 

expresamente. 

3.- Sin perjuicio de lo establecido en su normativa específica y en lo que resulte pertinente, las 

disposiciones de la presente Ordenanza serán así mismo de aplicación supletoria a aquellos otros 

ingresos de derecho público del Ayuntamiento no regulados en el la Ley General Presupuestaria y 

el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, con especial referencia a los 

cánones y a las multas y sanciones pecuniarias impuestas en el ámbito de sus competencias por 

infracción de lo establecido en las leyes sectoriales y en ordenanzas municipales. 

ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. 

1. Las ordenanzas fiscales son de aplicación en el término municipal de Pájara desde el momento 

de su entrada en vigor hasta su derogación o modificación, debiendo aplicarse con criterios de 

residencia efectiva y/o territorialidad, a toda persona física o jurídica así como a aquellos 
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obligados tributarios a los que la normativa impone el cumplimiento de obligaciones tributarias a 

que hace referencia el artículo 35 de la Ley General Tributaria. 

2. La administración tributaria municipal está integrada por los órganos municipales que, en el 

ámbito de sus competencias, desarrollan las funciones de aplicación de los tributos, de gestión 

tributaria, de inspección, de recaudación, de sanciones tributarias y revisión de actos tributarios. 

ARTÍCULO 3.- INTERPRETACIÓN. 

1. Las normas contenidas en la presente ordenanza se interpretan conforme a lo dispuesto en el 

apartado 1 del artículo 3 del Código Civil. 

2. En tanto no se definan por la normativa tributaria, los términos empleados en sus normas se 

entenderán conforme a su sentido jurídico, técnico o usual, según proceda. 

3. No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho 

imponible, de las exenciones y demás beneficios o incentivos fiscales. 

4. Por decreto de Alcaldía, difundido al público mediante su  inserción en el Boletín Oficial de la 

Provincia, se pueden emitir disposiciones interpretativas y esclarecedoras con respecto a esta 

Ordenanza y a las Ordenanzas reguladoras de los tributos municipales que serán de obligada 

aplicación por parte de la Administración tributaria municipal. 

5. Las exenciones, bonificaciones y reducciones se interpretarán en sentido restrictivo y no se 

aplicarán a más personas, solo por sus obligaciones tributarias propias y directas que 

taxativamente estén previstas, ni se extenderán a más supuestos que los señalados 

específicamente. 

CAPITULO II. LOS TRIBUTOS 

SECCIÓN 1. CONCEPTO, FINALIDAD Y CLASES DE TRIBUTOS 

ARTÍCULO 4.-CONCEPTO 

Los tributos municipales son los ingresos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por 

la Administración tributaria municipal como consecuencia de la realización del supuesto de hecho 

al que la ley vincula el deber de contribuir. 

ARTÍCULO 5.- FINALIDAD 

La finalidad de los tributos es obtener los recursos necesarios para el sostenimiento de los gastos 

públicos. También pueden utilizarse como instrumentos de la política económica municipal. 

ARTÍCULO 6.- CLASES 

Los tributos propios se clasifican en tasas, contribuciones especiales e impuestos y los recargos 

exigibles sobre los impuestos de las Comunidades Autónomas o de otras entidades locales. 

ARTÍCULO 7.-APLICACIÓN DEL SISTEMA TRIBUTARIO 

La aplicación del sistema tributario municipal se basa en los principios de proporcionalidad, 

eficacia y limitación de costes indirectos derivados del cumplimiento de obligaciones formales y 

debe asegurar el respeto de los derechos y garantías de los obligados tributarios 

SECCIÓN 2. LA RELACIÓN JURÍDICO TRIBUTARIA 

ARTÍCULO 8.- CONCEPTO 

La relación jurídico- tributaria es el conjunto de obligaciones y deberes, derechos y potestades 

originados por la aplicación de los tributos. 

ARTÍCULO 9.-  PACTOS ENTRE PARTICULARES 

Los elementos de la obligación tributaria no pueden ser alterados por actos o convenios de los 

particulares, que no producen efectos ante la Administración, sin perjuicio de sus consecuencias 

jurídico- privadas. 

ARTÍCULO 10.- CONVENIOS Y PACTOS MUNICIPALES 

Los convenios o pactos municipales no pueden incluir beneficios fiscales y, en ningún caso, 

pueden alterar las obligaciones tributarias que se deriven de la ley o de las ordenanzas fiscales. 
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SECCIÓN 3. LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS  

Subsección 3.1 OBLIGACIÓN TRIBUTARIA PRINCIPAL 

ARTÍCULO 11.- CONCEPTO 

La obligación tributaria principal consiste en el pago de la cuota tributaria 

ARTÍCULO 12.- HECHO IMPONIBLE. 

El hecho imponible es el presupuesto fijado por la ley y la ordenanza correspondiente para 

configurar cada tributo. La  realización del hecho imponible origina el nacimiento de la obligación 

tributaria principal. 

ARTÍCULO 13.- NO SUJECIÓN 

La Ordenanza fiscal de cada tributo municipal podrá completar la delimitación del hecho 

imponible mediante la mención de los supuestos de no sujeción recogidos en la Ley. 

ARTÍCULO 14.- SIMULACIÓN. 

En los actos o negocios en los que exista simulación, el hecho imponible gravado será el 

efectivamente realizado por las partes. 

La existencia de simulación será declarada por la Administración tributaria en el correspondiente 

acto de liquidación, sin que dicha calificación produzca otros efectos que los exclusivamente 

tributarios. 

En la regularización que proceda como consecuencia de la existencia de simulación se exigirán 

intereses de demora y, en su caso, la sanción pertinente. 

ARTÍCULO 15.- DEVENGO   

El   devengo es el momento en que se entiende realizado el hecho imponible y en el que se produce 

el nacimiento de la obligación tributaria principal. 

La fecha de devengo determina las circunstancias relevantes para la configuración de la 

obligación tributaria, a menos que la ordenanza reguladora de cada tributo municipal disponga 

otra cosa. 

ARTÍCULO 16.- EXIGIBILIDAD 

La ordenanza de cada tributo establecerá, cuando lo disponga la ley, la exigencia del pago de la 

cuota, o de parte de ella, en momento distinto del devengo. 

ARTÍCULO 17.- EXENCIONES 

Son supuestos de exención aquellos en los que, a pesar de realizarse el hecho imponible, la 

ordenanza exime del pago de la cuota tributaria. 

Subsección 3.2 OBLIGACIONES TRIBUTARIAS ACCESORIAS 

ARTÍCULO 18.- CONCEPTO 

Son obligaciones tributarias accesorias las prestaciones pecuniarias que deben satisfacerse a la 

Administración tributaria municipal y cuya exigencia se impone en relación con otra obligación 

tributaria. 

ARTÍCULO 19.- CLASES 

Tienen naturaleza de accesorias las obligaciones de satisfacer el interés de demora, los recargos 

por declaración extemporánea, los recargos del periodo ejecutivo y otras impuestas por  ley. 

ARTÍCULO 20.- INTERÉS DE DEMORA 

1.- El interés de demora es una prestación accesoria que se exigirá a los obligados tributarios y a 

los sujetos infractores como consecuencia de: 

a) la realización de un pago fuera de plazo  

b) la presentación de una autoliquidación o declaración con resultado a ingresar, una vez 

finalizado el plazo establecido por la Ordenanza reguladora del tributo.  

c) el cobro de una devolución improcedente, 

d) el resto de casos previstos en la normativa tributaria. 

D
oc

um
en

to
 F

ir
m

ad
o 

E
le

ct
ró

ni
ca

m
en

te
 - 

C
SV

:6
2F

BA
03

4-
C

7A
A

-4
D

50
-8

78
3-

97
C

1B
74

6E
8F

5-
11

06
74

1
A

ut
en

tif
ic

ac
ió

n 
Ve

rif
ic

ab
le

 m
ed

ia
nt

e 
el

 C
ód

ig
o 

Se
gu

ro
 d

e V
er

ifi
ca

ci
ón

 (C
SV

), 
qu

e 
po

dr
á 

va
lid

ar
 e

n 
ht

tp
s:

\\s
ed

e.
pa

ja
ra

.e
s



2.- La exigencia del interés de demora tributario no requiere la advertencia previa de la 

administración ni un retraso culpable en el obligado y se exige, entre otros, en los siguientes 

casos: 

a) Cuando finalice el plazo de pago en periodo voluntario de una liquidación o de una sanción 

sin que se haya  realizado el ingreso 

b) Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o de una 

declaración sin que haya sido presentada o haya sido presentada incorrectamente, con las 

excepciones establecidas en el artículo123.3 de esta ordenanza.  

c) Cuando se suspenda la ejecución del acto, excepto en el caso de recursos contra sanciones, 

durante el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en periodo 

voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa. 

d) Cuando se inicie el periodo ejecutivo, salvo cuando sea exigible el recargo ejecutivo o el 

recargo de apremio reducido 

e) Cuando el obligado tributario haya obtenido una devolución improcedente 

f) Cuando se proceda al aplazamiento o fraccionamiento de la deuda 

g) En particular, en otros supuestos previstos en las ordenanzas fiscales de cada tributo 

3.- El interés de demora se calcula sobre el importe no ingresado en plazo o sobre la cuantía de la 

devolución cobrada improcedentemente y resulta exigible durante el tiempo a que se extienda el 

retraso del obligado. 

4.- El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del período en que ese 

interés resulte exigible, incrementado en un 25% excepto que la Ley de Presupuestos Generales 

del Estado establezca otro diferente. 

No obstante, en los casos de aplazamiento, fraccionamiento o suspensión de deudas garantizadas 

en su totalidad mediante un aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca 

o mediante seguro de caución, el interés de demora exigible es el interés legal 

5. Con carácter general, los intereses de demora se cobrarán junto con el principal; si el deudor se 

negara a satisfacer los intereses de demora en el momento de pagar el principal, se practicará 

liquidación que deberá ser notificada y en la que se indiquen los plazos de pago. 

6. Si se embarga dinero en efectivo o en cuentas, podrán calcularse y retenerse los intereses en el 

momento del embargo si el dinero disponible fuera superior a la deuda perseguida. Si el líquido 

obtenido había sido inferior, se practicará posteriormente liquidación de los intereses devengados. 

7. No se practicará liquidación por intereses de demora cuándo el importe resultante sea inferior a 

5 euros. 

8.- No se exigirán intereses de demora o serán exigidos por plazo distinto del establecido en el 

párrafo 2 de este artículo, en los supuestos regulados en los apartados 4 y 5 del artículo 26 de la 

Ley 58/2003 General Tributaria. 

ARTÍCULO 21.- RECARGO POR DECLARACIÓN EXTEMPORÁNEA 

Los recargos por declaración extemporánea son prestaciones accesorias que deben satisfacer los 

obligados tributarios como consecuencia de la presentación de autoliquidaciones o declaraciones 

fuera de plazo sin requerimiento previo de la Administración tributaria. 

A los efectos de este artículo, se considera requerimiento previo cualquier actuación administrativa 

realizada con conocimiento formal del obligado tributario conducente al reconocimiento, 

regularización, comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación de la deuda tributaria. 

Los recargos por declaración extemporánea se regulan en el artículo 123 de esta Ordenanza. 

ARTÍCULO 22.- RECARGOS DEL PERIODO EJECUTIVO 

Los recargos del período ejecutivo se devengan con el inicio de dicho período de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 124 de esta Ordenanza. 

Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo ejecutivo, recargo de apremio reducido 

y recargo de apremio ordinario. 

Dichos recargos son incompatibles entre sí y se calculan sobre la totalidad de la deuda no 

ingresada en período voluntario. 
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Subsección 3.3 OBLIGACIONES TRIBUTARIAS FORMALES 

ARTÍCULO 23.- OBLIGACIONES TRIBUTARIAS FORMALES. 

1. Son obligaciones tributarias formales aquellas que, sin tener carácter pecuniario son impuestas 

por la normativa tributaria a los obligados tributarios, deudores o no del tributo, y cuyo  

cumplimiento está relacionado con el desarrollo de actuaciones o procedimientos tributarios. 

2. Entre otras que puedan ser establecidas legalmente, en sus relaciones con la Administración 

tributaria municipal, los obligados tributarios deben cumplir las siguientes obligaciones: 

a) Utilizar el número de identificación fiscal en las relaciones de naturaleza o trascendencia 

tributaria, que deben haber solicitado en los términos establecidos en el artículo 23 del 

Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección 

tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de 

los tributos. 

b) Presentar declaración del domicilio fiscal y de sus cambios o modificaciones 

c) Presentar declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones. 

d) Aportar a la Administración tributaria libros, registros, cuentas anuales, balances, 

documentos o información que el obligado deba conservar en relación con el cumplimiento 

de las obligaciones propias o de terceros, así como cualquier dato, informe, antecedente y 

justificante con trascendencia tributaria, a requerimiento de la Administración o en 

declaraciones periódicas. Cuando la información exigida se conserve en soporte 

informático, debe suministrarse en dicho soporte cuando así se requiera. 

e) Llevar y conservar libros de contabilidad y registros, así como los programas, ficheros y 

archivos informáticos de apoyo y los sistemas de codificación utilizados que permitan la 

interpretación de los datos cuando la obligación se cumpla con utilización de sistemas 

informáticos. En todo caso, se tiene que facilitar la conversión de estos datos a formato 

legible cuando su lectura o interpretación no sea posible porque estén encriptados o 

codificados. 

f) Facilitar inspecciones y comprobaciones administrativas.  

SECCIÓN 4. DERECHOS Y GARANTÍAS DE LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS 

ARTÍCULO 24.- DERECHOS Y GARANTÍAS DE LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS 

Constituyen derechos de los obligados tributarios, entre otros, los siguientes: 

a) Derecho a ser informado y asistido por la Administración tributaria sobre el ejercicio de 

sus derechos y el cumplimiento de sus deberes tributarios. 

b) Derecho a obtener, en los términos previstos en la Ley General Tributaria y en esta 

Ordenanza, las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo y las 

devoluciones de ingresos indebidos que procedan, con pago del interés legal de demora 

previsto en el artículo 26 de la Ley General Tributaria y sin necesidad de efectuar 

requerimiento a la Administración tributaria municipal. 

c) Derecho a ser  reembolsado, en la forma fijada en la ley general tributaria, del coste de 

los avales y otras garantías entregadas  para suspender la  ejecución de un acto o para 

aplazar o  fraccionar el pago de una deuda, si el acto o la deuda es declarado total o  

parcialmente  improcedente por sentencia o resolución  administrativa firme, con  pago de 

interés legal, sin  

d) necesidad de efectuar  requerimiento, así como a la reducción proporcional de la garantía 

adjunta en los supuestos de estimación parcial del recurso o de la  reclamación 

interpuesta.  

e) Derecho a conocer el estado de tramitación de los procedimientos en que sea parte. 

f) Derecho a conocer la identidad de las autoridades y personal al servicio de la 

Administración tributaria bajo cuya responsabilidad se tramitan las actuaciones y 

procedimientos tributarios en los que tenga la condición de interesado. 

g) Derecho a solicitar certificación y copia de las declaraciones por él presentadas, así como 

derecho a obtener copia sellada de los documentos presentados ante la Administración, 

siempre que se entreguen junto a los originales para su cotejo, y derecho a la devolución 

de los originales de dichos documentos en caso de que no deban constar en el expediente. 

h) Derecho a no presentar aquellos documentos ya presentados por ellos mismos y que se 
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encuentren en poder de esta Administración siempre que el obligado tributario indique el 

día y procedimiento en que los presentó. 

i) Derecho en los términos legalmente previstos,al carácter reservado de los datos, informes 

o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria, que solo podrán ser utilizados 

para la aplicación de los tributos o recursos de los que tenga encomendada la gestión y 

para la imposición de sanciones, sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, 

excepto supuestos previstos en las leyes. 

j) Derecho a ser tratado con el debido respeto y consideración por el personal al servicio de 

la Administración tributaria. 

k) Derecho a que las actuaciones de la Administración tributaria que requieran su 

intervención se lleven a cabo en la forma en que le resulte menos gravosa, siempre que 

eso no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 

l) Derecho a formular alegaciones y a entregar documentos que serán tenidos en cuenta por 

los a los órganos competentes a la hora de redactar la propuesta de resolución. 

m) Derecho a ser oído en el trámite de audiencia con carácter previo a la propuesta de 

resolución. Se puede prescindir de este trámite cuando se suscriban actos con acuerdo o 

cuando en la norma reguladora del procedimiento esté previsto un trámite de alegaciones 

posterior a la mencionada propuesta. En este último caso, el expediente se pondrá de 

manifiesto en el trámite de alegaciones que no podrá tener una duración inferior a 10 días 

ni superior a 15. 

n) Derecho a ser informado de los valores de los bienes inmuebles que vayan a ser objeto de 

adquisición o transmisión. 

o) Derecho a ser informado, al inicio de las actuaciones de comprobación o inspección, sobre 

la naturaleza y alcance de ellas, así como de sus derechos y deberes en el curso de tales 

actuaciones y a que estas se desarrollen en los plazos previstos en la ley. 

p) Derecho al reconocimiento de los beneficios o regímenes fiscales que resulten aplicables. 

q) Derecho a formular quejas y sugerencias en relación con el funcionamiento de la 

Administración tributaria. 

r) Derecho a que las manifestaciones con importancia tributaria de los obligados se recojan 

en las diligencias redactadas en los procedimientos tributarios. 

s) Derecho de los obligados a presentar ante la Administración tributaria la documentación 

que estimen conveniente y que pueda ser relevante para la resolución del procedimiento 

tributario que esté a desarrollar. 

t) Derecho a obtener copia a su costa de los documentos que integren el expediente 

administrativo en el trámite de puesta de manifiesto de este en los términos previstos en 

la Ley General Tributaria. Este derecho se podrá ejercer en cualquier momento del 

procedimiento de apremio. 

SECCIÓN 5. LAS OBLIGACIONES Y DEBERES DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 

MUNICIPAL 

ARTÍCULO 25.- OBLIGACIONES Y DEBERES DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. 

1. La Administración tributaria municipal está sujeta a las siguientes obligaciones de 

contenido económico: realizar las devoluciones derivadas de la ordenanza de cada 

tributo, devolver los ingresos indebidos, reembolsar el coste de las garantías y satisfacer 

intereses de demora. 

2. La Administración tributaria municipal está sujeta también, a los deberes establecidos en 

la Ley General Tributaria y en la presente ordenanza en relación con el desarrollo de los 

procedimientos tributarios y con el resto del ordenamiento jurídico. 

CAPITULO III. LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS. 

SECCIÓN 1. CLASIFICACIÓN DE LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS 

ARTÍCULO 26.- OBLIGADOS TRIBUTARIOS. 

1. Son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que las 

Ordenanzas fiscales imponen el cumplimiento de obligaciones tributarias. 
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2. Con respecto a los tributos municipales, entre otros, son obligados tributarios: 

 a) Los sujetos pasivos: contribuyentes y sustitutos del contribuyente. 

 b) Los beneficiarios de supuestos de exención, devolución o bonificaciones tributarias, cuando no 

sean sujetos pasivos 

 c) Los obligados a realizar pagos fraccionados. 

 d) Los sucesores. 

3. También tendrán el carácter de obligados tributarios aquellos a los que la normativa tributaria 

impone el cumplimiento de obligaciones formales. 

4. Tienen consideración de obligados tributarios, las herencias yacentes, comunidades de bienes 

y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o 

un patrimonio separado susceptible de imposición. 

5. Tienen el carácter de obligados tributarios los responsables a los que se refiere el artículo 33  

de esta ordenanza 

6. La concurrencia de varios obligados tributarios en un mismo presupuesto de una obligación 

determina que queden solidariamente obligados ante la Administración tributaria municipal al 

cumplimiento de todas las prestaciones, salvo que por ley se disponga expresamente otra cosa. 

Cuando la administración solo conozca la identidad de un titular, debe practicar y notificar las 

liquidaciones tributarias a nombre de este titular, quien está obligado a satisfacerlas si no solicita 

su división. A este efecto, para que proceda la división, el solicitante facilitará los datos 

personales y el domicilio de los demás obligados al pago así como la proporción en la que cada 

uno de ellos participe en el dominio o derecho transmitido. 

ARTÍCULO 27.- SUJETOS PASIVOS: CONTRIBUYENTE Y SUSTITUTO DEL CONTRIBUYENTE 

Es sujeto pasivo el obligado tributario que, según la ordenanza, debe cumplir la obligación 

tributaria principal así como las obligaciones formales inherentes a aquella, sea cómo 

contribuyente o como sustituto de este. 

ARTÍCULO 28.- CONTRIBUYENTE 

Es contribuyente el sujeto pasivo que realiza el hecho imponible. 

ARTÍCULO 29.- SUSTITUTO DEL CONTRIBUYENTE 

Es sustituto del contribuyente el sujeto pasivo, que, por imposición de la ordenanza está obligado 

a cumplir, en lugar del contribuyente, la obligación tributaria principal, es decir, el pago de la 

cuota tributaria a la Administración tributaria municipal, así como las obligaciones formales que le 

son inherentes. 

 El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de las obligaciones tributarias satisfechas. 

ARTÍCULO 30.- OBLIGADOS A REALIZAR PAGOS FRACCIONADOS. 

Es obligado a realizar pagos fraccionados el contribuyente a quien la ley de cada tributo impone 

la obligación de ingresar cantidades a cuenta de la obligación tributaria principal con anterioridad 

a que esta resulte exigible 

SECCIÓN 2. SUCESORES 

ARTÍCULO 31.- SUCESORES DE PERSONAS FÍSICAS. 

1. Muertos los obligados tributarios, las obligaciones tributarias pendientes deben transmitirse a 

los herederos, sin perjuicio de lo que establece la legislación civil en cuanto a la adquisición de la 

herencia. 

Las referidas obligaciones tributarias se transmitirán a los legatarios en iguales condiciones que 

las establecidas para los herederos cuando la herencia se distribuya a través de legados y en los 

supuestos en se instituyan legados de parte alícuota. 

En ningún caso se transmitirán las sanciones. Tampoco se transmitirá el deber del responsable 

salvo que se hubiese notificado el acuerdo de derivación de responsabilidad antes del 

fallecimiento. 

2. No impedirá la transmisión a los sucesores de las obligaciones tributarias devengadas el hecho 

de que, en la fecha de la muerte del causante, la deuda tributaria no estaba liquidada, en cuyo 

caso las actuaciones se entenderán con cualquiera de los sucesores, debiéndose notificar la 
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liquidación que resulte de dichas actuaciones a todos los interesados que consten en el 

expediente. 

3. Mientras la herencia se encuentra yacente, el cumplimiento de las obligaciones tributarias del 

causante corresponderá al representante de la herencia yacente. 

Las actuaciones administrativas que tengan por objeto la cuantificación, determinación y 

liquidación de las obligaciones tributarias del causante deberán realizarse o continuarse con el 

representante de la herencia yacente. Si al término del procedimiento no se conociesen los 

herederos, las liquidaciones se realizarán a nombre de la herencia yacente. 

Las obligaciones tributarias a que se refiere el párrafo anterior y las que fueran transmisibles por 

causa de muerte podrán satisfacerse con cargo a los bienes de la herencia yacente. 

4. El procedimiento para la recaudación ante los sucesores mortis causa es el establecido en el 

artículo 177.1º de la Ley General Tributaria y 127 del Reglamento General de Recaudación 

ARTÍCULO 32.- SUCESORES DE PERSONAS JURÍDICAS Y DE ENTIDADES SIN 

PERSONALIDAD. 

1. Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades con personalidad 

jurídica disueltas y liquidadas en las que la Ley limita la responsabilidad patrimonial de los 

socios, partícipes o cotitulares se transmitirán a estos, que quedarán obligados solidariamente 

hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que les corresponda y otras percepciones 

patrimoniales recibidas por ellos en los dos años anteriores a la fecha de disolución que minoren 

el patrimonio social que debería responder de dichas obligaciones sin perjuicio de lo que prevé el 

artículo 42.2 a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades con personalidad jurídica 

disueltas y liquidadas en las que la Ley no limita la responsabilidad patrimonial de los socios, 

partícipes o cotitulares se transmitirán íntegramente a estos, que quedarán obligados 

solidariamente a su cumplimiento. 

2. El hecho de que la deuda tributaria no estuviese liquidada en el momento de producirse la 

extinción de la personalidad jurídica de la sociedad o entidad no impedirá la transmisión de las 

obligaciones tributarias devengadas a los sucesores, pudiéndose entender las actuaciones con 

cualquiera de ellas. 

3. En los supuestos de extinción o disolución sin liquidación de sociedades mercantiles, las 

obligaciones tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a las personas o entidades que 

sucedan o que sean beneficiarias de la correspondiente operación. Esta norma también será 

aplicable el cualquier supuesto de cesión global del activo y pasivo de una sociedad y  entidad 

con personalidad jurídica. 

4. En el caso de disolución de fundaciones o entidades que, sin personalidad jurídica, constituyan 

una entidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición, las obligaciones 

tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a los destinatarios de los bienes y derechos 

de las fundaciones o a los partícipes o cotitulares de dichas entidades. 

5. Las sanciones que se hubiesen producido por las infracciones cometidas por las sociedades y 

entidades a las que se refiere este artículo serán exigibles a sus sucesores, en los términos 

establecidos en los apartados anteriores, hasta el límite del valor de la cuota de la liquidación que 

les corresponda. 

6. El procedimiento para la recaudación ante los sucesores mortis causa es el establecido en el 

artículo 177.2º de la Ley General Tributaria y 127 del Reglamento General de Recaudación 

SECCIÓN 3. LOS RESPONSABLES 

ARTÍCULO 33.- RESPONSABILIDAD TRIBUTARIA. 

1. De acuerdo con la ley, las ordenanzas respectivas pueden declarar responsables solidarios o 

subsidiarios de la deuda tributaria junto con los deudores principales, a otras personas o 

entidades. 

2. Excepto precepto expreso en contrario, la responsabilidad será siempre subsidiaria. 

3. La responsabilidad alcanzará a la totalidad de la deuda tributaria exigida en período 

voluntario. 

 Cuando haya transcurrido el plazo voluntario de pago y no se efectúe el ingreso por el 

responsable, se iniciará el período ejecutivo y se exigirán los recargos e intereses que procedan. 
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4. La responsabilidad no incluye las sanciones salvo que la ley establezca una excepción.  

En los supuestos en los que la responsabilidad incluya las sanciones, cuando el deudor principal 

haya tenido derecho a la reducción que prevé el artículo 188.1.b) de la Ley 58/2003, de 17 de 

diciembre, general tributaria, la deuda derivada debe ser el importe que sea procedente sin 

aplicar la reducción correspondiente, en su caso, al deudor principal, y se dará trámite de 

conformidad al responsable en la propuesta de declaración de responsabilidad.  

La reducción por conformidad es la que prevé el artículo 188.1.b) de la Ley general tributaria. La 

reducción obtenida por el responsable se le exigirá sin más trámite en caso de que presente 

cualquier recurso o reclamación contra el acuerdo de declaración de responsabilidad, fundado en 

la procedencia de la derivación o en las liquidaciones derivadas.  

A los responsables de la deuda tributaria les es aplicable la reducción que prevé el artículo 188.3 

de la Ley general tributaria. 

Las reducciones previstas en este apartado no son aplicables a los supuestos de responsabilidad 

por el pago de deudas del artículo 42.2 de la Ley general tributaria. 

5. Excepto norma con rango de buena ley que disponga otra cosa, la derivación de la acción 

administrativa para exigir el pago de la deuda tributaria a los responsables requerirá un acto 

administrativo en el que, previa audiencia de los interesados, se declare la responsabilidad y se 

determine su alcance. Este acto les será notificado con expresión de los elementos esenciales de 

la liquidación, y se les conferirán desde ese instante todos los derechos y deberes del deudor 

principal. 

Con anterioridad a la declaración de responsabilidad, la Administración tributaria podrá adoptar 

las medidas cautelares y realizar las actuaciones de investigación con las faculatades previstas 

en la Ley. 

La derivación de la acción administrativa a los responsables subsidiarios requiere la declaración 

previa de fallido del deudor principal y de los responsables solidarios. 

6. Cuando sean dos o más los responsables solidarios o subsidiarios de una misma deuda, esta  

se le exigirá íntegramente a cualquiera de ellos en los términos previstos en la legislación civil. 

7. Los responsables tienen derecho de reembolso ante el deudor principal en los términos 

previstos en la legislación civil. 

8. Serán responsables solidarios o subsidiarios, además de los que establecen otras normas con 

rango de buena ley, los declarados expresamente en los artículos 42 y 43 de la Ley 58/2003 

General Tributaria. 

9. El procedimiento para exigir la responsabilidad es el establecido en los artículos 174 a 176 de 

la Ley general tributaria. 

SECCIÓN 4. CAPACIDAD DE ACTUAR Y REPRESENTACIÓN 

ARTÍCULO 34.- CAPACIDAD DE ACTUAR. 

Con respecto a los tributos municipales, tienen capacidad de actuar, además de las personas a 

quienes corresponde de acuerdo con las normas del derecho, los menores de edad y los 

incapacitados en las relaciones tributarias derivadas de las actividades cuyo ejercicio les esté 

permitido por el ordenamiento jurídico, sin asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, 

la tutela, la curatela o la defensa judicial. Se exceptúa el supuesto de los menores de edad 

incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los 

derechos e intereses de que se trate. 

ARTÍCULO 35.-REPRESENTACIÓN LEGAL 

1. Para las personas que no tengan capacidad de actuar, deben actuar en su nombre sus 

representantes legales. 

2. Por las personas jurídicas actuarán las personas que ostenten, en el momento en que se 

produzcan las actuaciones tributarias correspondientes, la titularidad de los órganos a los que 

corresponda su representación por disposición de la ley o por un acuerdo válidamente adoptado.  

3. Por las entidades, asociaciones, herencias yacentes y comunidades de bienes que, sin 

personalidad jurídica, constituyen una unidad económica o un patrimonio separado susceptibles 

de imposición; actuará en su representación la persona que la ostente siempre que la acredite 

fehacientemente. En caso de que no se haya designado ningún representante, hay que considerar 
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como tal a quien aparentemente ejerza la gestión o la dirección y, si no lo hubiera, cualquiera de 

los miembros o partícipes que integran o componen la entidad o comunidad. 

ARTÍCULO 36.- REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA. 

1.El obligado tributario con capacidad de actuar puede hacerlo mediante un representante, que 

puede ser un asesor fiscal, con quien deben llevarse a cabo las actuaciones administrativas 

sucesivas, salvo que se produzca manifestación expresa en contra.  

2.. Para interponer recursos o reclamaciones, desistir, renunciar a derechos, asumir o reconocer 

obligaciones en nombre del obligado tributario, solicitar devoluciones de ingresos indebidos o 

reembolsos y en los restantes supuestos en los que sea necesaria la firma del obligado tributario, 

debe acreditarse la representación con poder suficiente, mediante un documento público o privado 

con la firma legitimada notarialmente o mediante declaración por comparecencia personal ante el 

órgano administrativo competente.  

A este efecto son válidos los documentos normalizados de representación que apruebe la 

Administración tributaria municipal.  

3. Para los actos de simple trámite, se presume concedida la representación.  

4. Cuando se presente por medios telemáticos cualquier documento ante la Administración 

tributaria, el presentador debe actuar con la representación que sea necesaria en cada caso.  

5. Cuando concurran varios titulares en una misma obligación tributaria, se presume otorgada la 

representación a cualquiera de ellos, salvo manifestación expresa en contrario. La liquidación que 

resulte de las mencionadas actuaciones se debe notificar a todos los titulares de la obligación.  

6. La falta o la insuficiencia del apoderamiento no impide considerar realizado el acto del que se 

trate, siempre que se aporte el apoderamiento o se corrija el defecto en el plazo de 10 días, que el 

órgano administrativo competente tiene que conceder con esta finalidad.  

ARTÍCULO 37.- NO RESIDENTES 

A efectos de sus relaciones con la Administración tributaria municipal, los obligados tributarios no 

residentes en España deben designar a un representante con domicilio en territorio español, 

cuando operen a través de un establecimiento permanente, cuando lo establezca expresamente la 

normativa tributaria o cuando, por las características de la operación o actividad realizada o por 

la cuantía de la renta obtenida, así lo requiera la Administración tributaria. 

ARTÍCULO 38.- DOMICILIO FISCAL. 

1. El domicilio fiscal es el lugar de localización del obligado tributario en sus relaciones con la 

administración tributaria. 

2. Para las personas físicas, el domicilio fiscal será el lugar donde tengan su residencia habitual y 

deberá coincidir con la dirección de empadronamiento, salvo prueba en contrario. 

3. Para las personas físicas que desarrollen principalmente actividades económicas, además del 

lugar de residencia habitual, la Administración tributaria municipal puede considerar como 

domicilio fiscal el lugar donde esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y la 

dirección de las actividades desarrolladas. Si no se puede determinar dicho lugar, aquel donde 

radique el mayor valor del inmovilizado en el que se realicen las actividades económicas 

4. Para las personas jurídicas, el domicilio fiscal será su domicilio social siempre que en él esté 

efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro caso 

se atenderá el lugar en el que efectivamente se realice dicha gestión o dirección. Si no se puede 

determinar dicho lugar, prevalecerá aquel donde radique el mayor valor del inmovilizado en el que 

se realicen las actividades económicas 

5. Para las herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de 

personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o patrimonio susceptible de imposición,  

el domicilio fiscal será su domicilio social siempre que en él esté efectivamente centralizada su 

gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro caso se atenderá el lugar en el que 

efectivamente se realice dicha gestión o dirección. 

6. Para las personas o entidades no residentes en España, el domicilio fiscal es el que determine 

la normativa reguladora de cada tributo. En defecto de regulación, el domicilio es el del 

representante al que hace referencia el artículo 37 de la presente ordenanza.  

Sin embargo, las personas o entidades residentes en el extranjero que ejerzan actividades en el 

término municipal de Pájara tienen su domicilio fiscal en el lugar donde lleven a cabo la gestión 
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administrativa efectiva y la dirección de sus negocios. Si no se pudiera determinar dicho lugar, 

prevalecerá aquel donde radique el valor más elevado del inmovilizado. 

ARTÍCULO 39.- COMUNICACIÓN DE CAMBIO DE DOMICILIO FISCAL. 

 1. Los obligados tributarios, así como sus representantes, administradores o apoderados, deben 

comunicar mediante declaración expresa, a la Administración tributaria municipal, tanto su 

domicilio fiscal como los cambios que se produzcan. A este efecto, el plazo de presentación de la 

comunicación del cambio de domicilio es de 3 meses a partir de que se produzca el cambio 

referido. 

2. La comunicación del nuevo domicilio fiscal tiene plena validez ante la Administración tributaria 

municipal desde su presentación.  

3. La Administración municipal puede rectificar el domicilio fiscal de los obligados mediante la 

comprobación pertinente.  

4. La declaración de cambio de domicilio a otros efectos administrativos, como puede ser el 

padrón de habitantes, no sustituirá la declaración tributaria expresa de cambio de domicilio fiscal.  

5. El incumplimiento del deber de comunicar el domicilio fiscal o su cambio podrá constituir 

infracción tributaria.  

6. Los obligados tributarios, para su comodidad, podrán comunicar al Ayuntamiento, además del 

domicilio fiscal otros domicilios para los efectos de notificación. 

 

CAPITULO IV. ELEMENTOS DE CUANTIFICACIÓN DE LA OBLIGACION TRIBUTARIA 

PRINCIPAL Y DEL DEBER DE REALIZAR PAGOS A CUENTA. 

 

ARTÍCULO 40.- BASE IMPONIBLE: MÉTODOS DE DETERMINACIÓN. 

1. La base imponible es la magnitud dineraria o de otra naturaleza que resulta de la medición o 

valoración del hecho imponible. 

2. La ordenanza de cada tributo establecerá el método para determinar la base imponible dentro 

de los siguientes: 

 a) Estimación directa. 

 b) Estimación objetiva. 

 c) Estimación indirecta. 

3. Con carácter general, las bases imponibles se determinarán por el método de estimación 

directa. Por ley se establecerán los supuestos en que, con carácter voluntario pueda aplicarse una 

estimación objetiva. El método de estimación indirecta se aplicará cuando la Administración 

tributaria no pueda disponer de los datos necesarios para la determinación de la base imponible. 

ARTÍCULO 41.- BASE LIQUIDABLE. 

La base liquidable es la magnitud resultante de practicar, en su caso, en la base imponible, las 

reducciones establecidas en la ordenanza fiscal. 

ARTÍCULO 42.- TIPO DE GRAVAMEN. 

El tipo de gravamen es la cifra, coeficiente o porcentaje que se aplica a la base liquidable para 

obtener la cuota íntegra. 

ARTÍCULO 43.- CUOTA TRIBUTARIA: CUOTA INTEGRA, LIQUIDA Y DIFERENCIAL. 

1. La cuota íntegra es la resultante de aplicar a la base liquidable al tipo de gravamen o bien una 

cantidad fija establecida en la ordenanza fiscal. 

2. La cuota líquida es el resultado de aplicar sobre la cuota íntegra las deducciones, 

bonificaciones y coeficientes correctores que se establezcan en la ordenanza fiscal. 

3. La cuota diferencial es el resultado de aminorar la cuota líquida en el importe de los ingresos a 

cuenta realizados si estos fueran establecidos en la ordenanza fiscal. 
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CAPITULO V. LA DEUDA TRIBUTARIA. 

SECCIÓN 1.CONCEPTO 

ARTÍCULO 44.- DEUDA TRIBUTARIA. 

1. La deuda tributaria estará constituida por la cuota o cantidad a ingresar que resulte de la 

obligación tributaria principal o de la obligación de realizar pagos a cuenta, determinada conforme 

a la ley en las ordenanzas de cada tributo. 

2. Además, la deuda tributaria estará integrada, en su caso, por 

 a) Intereses de demora.  

 b) Recargos sobre los ingresos correspondientes a las autoliquidaciones, declaraciones- 

liquidaciones y declaraciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo. 

 c)  Recargos del período ejecutivo. 

 d) Otros recargos exigibles legalmente. 

3. Las sanciones tributarias que puedan imponerse de acuerdo con lo dispuesto en esta 

Ordenanza no formarán parte de la deuda tributaria, pero en su recaudación se aplicarán las 

normas incluidas en el Capítulo IX de esta Ordenanza. 

SECCIÓN 2.EXTINCIÓN DE LA DEUDA TRIBUTARIA 

ARTÍCULO 45.- FORMAS DE EXTINCIÓN. 

1. Las deudas podrán extinguirse por  

a) pago 

b) prescripción 

c) compensación  

d) deducción sobre transferencias  

e) condonación  

f) por los demás medios previstos en las leyes. 

2. El pago, la compensación, la deducción sobre transferencias o la condonación de la deuda 

tributaria tienen los efectos liberatorios exclusivamente por el importe pagado, compensado, 

deducido o condonado. 

3. Las deudas solo pueden ser objeto de condonación, rebaja o perdón en virtud de ley, en la 

cuantía y con los efectos que, en su caso, esta determine. 

4. El pago en especie solo se admitirá cuando la ley lo permite y, en todo caso, restringido a los 

bienes del patrimonio histórico- artístico 

ARTÍCULO 46.- EL PAGO. 

1.  La deuda tributaria se debe satisfacer en los plazos y en la forma que preceptúe cada 

ordenanza fiscal y, si no está previsto, según esta ordenanza fiscal general.  

Los medios de pago son los recogidos en el artículo 101 de esta Ordenanza 

2.  Se entiende que una deuda tributaria se ha pagado en efectivo cuando se ha ingresado su 

importe en las cajas de la oficina de recaudación o en las entidades colaboradoras.  

ARTÍCULO 47.-PLAZOS DE PAGO 

Los plazos de pago son los siguientes: 

1. El pago de cuotas de tributos de cobro periódico en periodo voluntario debe realizarse en el 

plazo de 2 meses de acuerdo con el calendario de cobros que para cada año apruebe el 

Ayuntamiento a propuesta de la Tesorería Municipal.  

2. El pago en periodo voluntario de cuotas resultantes de liquidaciones debe realizarse  en los 

plazos siguientes:  

-Si la notificación de la liquidación se efectúa entre los días 1 y 15 de cada mes, desde la fecha de 

recepción de la notificación hasta el día 20 del mes posterior o, si ese día no fuera hábil, hasta el 

inmediato hábil siguiente.  

- Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y el último de cada mes, desde la 

fecha de recepción de la notificación hasta el día 5 del segundo mes posterior o, si ese día no 

fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente  
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3. el pago en periodo voluntario de las cuotas resultantes de las autoliquidaciones, en el plazo de 

un mes a contar desde el día en que se produce el devengo 

4. El pago en periodo voluntario de tasas por la utilización privativa o el aprovechamiento especial 

del dominio público municipal, así como por la prestación de servicios públicos o la realización de 

actividades administrativas de competencia local se realizará en el mismo momento de la 

utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público municipal o la prestación 

del servicio o la actividad, o bien en los plazos establecidos por la ordenanza respectiva. 

5. Las deudas impagadas en el periodo voluntario se recaudarán por la vía de apremio. Iniciado el 

periodo ejecutivo y notificada la providencia de apremio, el pago de la deuda se debe efectuar en 

los siguientes plazos: 

- Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 1 y 15 de cada mes, desde la fecha 

de recepción de la notificación hasta el día 20 del mencionado mes o, si ese día no fuera hábil, 

hasta el inmediato hábil siguiente.  

- Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y el último de cada mes, desde la 

fecha de recepción de la notificación hasta el día 5 del mes siguiente o, si ese día no fuera hábil, 

hasta el inmediato hábil siguiente 

6. En el supuesto de que se haya concedido un aplazamiento o fraccionamiento del pago hay que 

atenerse a lo fijado en esta ordenanza en lo que respecta a la regulación de los mismos. 

7. El plazo para el pago de cánones y resto de ingresos no tributarios de naturaleza pública será 

el establecido en su propia normativa. En caso de que no exista, hay que atenerse a los plazos 

fijados en el punto 3 de este artículo. 

ARTÍCULO 48.- PERSONA QUE PUEDE EFECTUAR EL PAGO 

1. Puede efectuar el pago de la deuda, en periodo voluntario o ejecutivo, cualquier persona, tanto 

si tiene interés en el cumplimiento de la obligación como si no lo tiene y tanto si el deudor lo 

conoce y lo aprueba como si lo ignora.  

2. En ningún caso, el tercero que pague la deuda está legitimado para ejercer ante la 

Administración los derechos que correspondan a la persona obligada a efectuar el pago, ni 

siquiera  solicitar la devolución del ingreso efectuado si lo considera indebido, 

independientemente de las acciones de repetición que sean procedentes de acuerdo con el derecho 

privado. 

ARTÍCULO 49.-IMPUTACIÓN DE PAGOS 

1. Las deudas tributarias son autónomas.  

2. La imputación de pagos realizados en el procedimiento de recaudación debe regirse por las 

siguientes reglas: 

a) Pago efectuado en periodo voluntario: se aplicará al principal de la deuda que libremente 

se determine por el deudor, y podrá ser un pago total o parcial de la misma. Si el pago es 

parcial, continuará el procedimiento por la cantidad no satisfecha. De no realizarse 

elección por el deudor, se imputará el pago efectuado a la deuda pendiente de cobro con 

fecha de devengo más antigua. 

b) Si este pago se realiza iniciado ya el periodo ejecutivo, se aplicará a la deuda/s que:: 

b.1) libremente determine el obligado si el pago se produce espontáneamente y dentro 

de ella, si el pago es parcial: 

  - primero a las costas, en su caso. 

- segundo al importe principal de la deuda, 

- tercero a los recargos 

                           -  y por último a los intereses de demora devengados, en su caso 

 En caso de pago parcial, continuará el procedimiento por la cantidad no satisfecha.  

b.2) En los supuestos de cobro mediante embargo y ejecución del patrimonio dentro del 

procedimiento de apremio por la administración, en el caso de cobros parciales, se 

aplicará: 

-  En el caso de deudas que no han sido acumuladas en un expediente, 

entendiendo por expediente la actuación de embargo que engloba unos determinados 
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débitos, se aplicarán los mismos criterios anteriores  (deuda más antigua y dentro de 

ella: costas, principal, recargo e intereses de la deuda, por este orden). 

- Si el expediente incluyese varios débitos acumulados, una vez aplicado el 

importe obtenido a la cancelación de las costas de todo el expediente, se seguirá 

el orden establecido en los apartados anteriores, esto es, deuda más antigua y dentro 

de ella, principal, recargos y finalmente intereses. 

3. El cobro de una deuda de vencimiento posterior no extingue el derecho de la Administración a 

percibir las anteriores que estén pendientes 

SECCIÓN 3. LA PRESCRIPCIÓN 

ARTÍCULO 50.- PRESCRIPCIÓN. 

1. Prescribirána los cuatro años los siguientes derechos: 

a) El derecho del Ayuntamiento para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna 

liquidación. 

 b) El derecho del Ayuntamiento a exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y 

autoliquidadas.  

 c) El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de las ordenanzas de cada tributo, las 

devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías. 

d) El derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las 

devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías 

ARTÍCULO 51.- CÓMPUTO DE LOS PLAZOS DE PRESCRIPCIÓN 

 El plazo de prescripción se empieza a computar, en los diferentes supuestos del artículo anterior, 

de la manera siguiente: 

- El derecho del Ayuntamiento para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna 

liquidación, desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario para 

presentar la correspondiente declaración o autoliquidación. 

- En los tributos de cobro periódico con recibo, cuando para determinar la deuda tributaria 

mediante la oportuna liquidación no sea necesaria la presentación de declaración o 

autoliquidación, el plazo de prescripción empezará el día de devengo del tributo. 

- El derecho del Ayuntamiento a exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y 

autoliquidadas, desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo de pago voluntario. 

- El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la ordenanza de cada tributo, las 

devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías, desde el día 

siguiente a aquel en que finalice el plazo para solicitar la devolución o; en defecto de dicho 

plazo ,desde el día siguiente a aquel en que la devolución se pudo solicitar; desde el día 

siguiente a la fecha en que se realizó el ingreso indebido o desde el día siguiente a la 

finalización del plazo para presentar la autoliquidación, si el ingreso indebido se realizó 

dentro de este plazo; o desde el día siguiente a aquel en que sea firme la sentencia o 

resolución administrativa que declare total o parcialmente improcedente el acto impugnado. 

- El derecho a obtener las devoluciones derivadas de la ordenanza del tributo, las devoluciones 

de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías, desde el día siguiente a aquel 

en que finalicen los plazos para efectuar las devoluciones derivadas de la normativa de cada 

tributo o, desde el día siguiente a la fecha de notificación del acuerdo de reconocimiento del 

derecho a percibir la devolución o el reembolso del coste de las garantías. 

ARTÍCULO 52.-INTERRUPCIÓN DE LOS PLAZOS DE PRESCRIPCIÓN 

Los plazos de prescripción a los que se refiere el artículo anterior se interrumpen por actuaciones 

de la administración tributaria así como, de los obligados tributarios en los términos regulados en 

el artículo 68 de la Ley 58/2003 General Tributaria. 

ARTÍCULO 53.- EXTENSIÓN Y EFECTOS DE LA PRESCRIPCIÓN 

1. La prescripción ganada beneficia por igual a todos los obligados al pago de la deuda tributaria, 

salvo lo dispuesto en el apartado 8 del artículo 68 de la Ley 58/2003 General Tributaria.  

2.  La prescripción ganada extingue la deuda tributaria. 
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3. La prescripción se aplicará de oficio, incluso en los casos en los que estuviese pagada la deuda, 

sin necesidad de que la invoque o exceptúe el obligado del pago. 

4. Las obligaciones formales vinculadas a otras obligaciones tributarias del obligado tributario 

únicamente podrán exigirse mientras no haya expirado el plazo de prescripción del derecho para 

determinar estas últimas 

SECCIÓN 4. OTRAS FORMAS DE EXTINCIÓN 

ARTÍCULO 54.- NORMAS GENERALES DE COMPENSACIÓN. 

1. Las deudas con la Hacienda Municipal podrán extinguirse total o parcialmente por 

compensación, tanto en período voluntario cómo ejecutivo con los créditos reconocidos por la 

misma a favor del deudor. 

2. La compensación puede ser de oficio o a instancia de parte 

ARTÍCULO 55.- COMPENSACIÓN DE OFICIO  

1. La Administración tributaria municipal debe compensar de oficio las deudas tributarias 

vencidas, líquidas y exigibles que se encuentren en periodo ejecutivo. La extinción de la deuda 

tributaria se producirá en el momento de inicio del periodo ejecutivo o cuando se cumplan los 

requisitos exigidos por las deudas y los créditos si ese momento fuera posterior. El acuerdo de 

compensación declarará la extinción.  

 

2. Asimismo, durante el plazo de ingreso en periodo voluntario, deben compensarse de oficio las 

cantidades a ingresar y a devolver que resulten de un mismo procedimiento de comprobación 

limitada o de inspección o de una nueva liquidación por haber sido anulada otra anterior por 

resolución administrativa o judicial.  

3. Son compensables de oficio, una vez transcurrido el plazo de ingreso en periodo voluntario, las 

deudas tributarias vencidas, líquidas y exigibles que los entes de derecho público tengan con el 

Ayuntamiento de Pájara. 

4. La deuda compensable de oficio incluirá los recargos del periodo ejecutivo que procedan 

ARTÍCULO 56.-COMPENSACIÓN A INSTANCIA DEL OBLIGADO TRIBUTARIO 

1. El obligado tributario puede solicitar la compensación de las deudas tributarias que estén tanto 

en periodo voluntario como en periodo ejecutivo de pago. La solicitud de compensación debe 

recoger los datos siguientes:  

a) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número de identificación fiscal y 

domicilio fiscal del obligado al pago y, en su caso, de la persona que lo represente.  

b) Identificación de la deuda tributaria, cuya compensación se solicita, con indicación de al menos 

el importe, concepto y fecha de vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario. 

c) Identificación del crédito reconocido por la Administración tributaria municipal a favor del 

solicitante, cuya compensación se solicita indicando al menos el importe y la naturaleza de este 

crédito.  

d) Declaración expresa de no haber cedido el crédito.  

e) Lugar, fecha y firma del solicitante.  

2. En la solicitud de compensación, deben adjuntarse los documentos siguientes:  

a) Si la deuda tributaria cuya compensación se solicita ha estado determinada mediante 

autoliquidación, su modelo oficial debidamente cumplimentado, o bien, en su defecto, la indicación 

de la identificación del documento y fecha de pago.  

b) Justificación de haber solicitado una certificación en la que se refleje la existencia del crédito 

reconocido pendiente de pago, la fecha de su reconocimiento y la suspensión, a instancia del 

interesado, de los trámites para su abono mientras no se comunique la resolución del 

procedimiento de compensación.  

Si el crédito reconocido ofrecido en compensación deriva de un ingreso indebido, o de una 

devolución derivada de la normativa de cada tributo, en lugar de la certificación se deberá 

adjuntar una copia del acto, resolución o sentencia que lo reconozca.  

3. Si la solicitud de compensación se presenta en periodo voluntario y al acabar este plazo está 

pendiente de resolución, no se iniciará el periodo ejecutivo de la deuda que concurre con el crédito 
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ofrecido. Sin embargo, se devengará el interés de demora que pueda corresponder, en su caso, 

hasta la fecha del reconocimiento del crédito.  

Si la solicitud se presenta en periodo ejecutivo, se suspenderán cautelarmente las actuaciones de 

cobro hasta la resolución de la solicitud.  

4. La extinción de la deuda tributaria se produce en el momento de la presentación de la solicitud 

o cuando se cumplan los requisitos exigidos para las deudas y créditos, si este momento fuera 

posterior a esta presentación. El acuerdo de compensación debe declarar la mencionada extinción.  

5. Si la solicitud de compensación no reúne los requisitos previstos o no se adjuntan los 

documentos indicados en el apartado 2 de este artículo, se requerirá al solicitante para que, en un 

plazo de 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación del requerimiento, 

enmiende el defecto o aporte los documentos preceptivos, con la indicación de que, si no lo hace 

así, se tendrá por no presentada la solicitud y se archivará sin más trámite.  

En particular, si la solicitud se ha presentado en el periodo voluntario de ingreso, se le advertirá 

que, si el plazo de ingreso ha transcurrido al acabar el plazo señalado en el párrafo anterior sin 

que se haya efectuado el pago ni aportado los documentos, se exigirá la deuda por la vía de 

apremio, con los recargos e intereses correspondientes.  

Cuando el requerimiento de subsanación se haya contestado dentro de plazo por parte el 

interesado, pero no se entiendan enmendados los defectos observados, procederá la denegación 

de la solicitud de compensación.  

Este requerimiento no se efectuará cuando, examinada la solicitud y contrastados los datos que 

se indiquen, con los datos que constan en la Administración tributaria municipal, quede 

acreditada la inexistencia del crédito pretendido o, en el caso de una devolución tributaria, se 

acredite la inexistencia de la solicitud de devolución. En este supuesto, se tendrá por no 

presentada la solicitud de compensación y se procederá al archivo sin más trámite.  

6. Si la compensación se deniega y esta se ha solicitado en periodo voluntario, la deuda se tiene 

que satisfacer en el plazo establecido en el artículo 47 de la presente Ordenanza, junto con los 

intereses de demora devengados desde el día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 

periodo voluntario. Una vez acabado el plazo mencionado, si no se produce el ingreso, se exigirá 

la deuda pendiente por la vía de apremio. Si la compensación se ha solicitado en periodo ejecutivo 

y es denegada, se iniciará o se continuará el procedimiento de apremio.  

7. La solicitud de compensación no impide la solicitud de aplazamientos o fraccionamientos de la 

deuda restante.  

8. La resolución de las solicitudes de compensación se tiene que notificar en el plazo de 6 meses a 

contar desde el día de presentación de la solicitud en el Registro General.  

Transcurrido este plazo sin que se haya dictado ninguna resolución, la solicitud se podrá 

considerar desestimada a los efectos de interponer el recurso correspondiente o esperar la 

resolución expresa. 

ARTÍCULO 57.- COBRO DE DEUDAS DE ENTIDADES PÚBLICAS 

1. Cuando no fuera posible aplicar la compensación de oficio como medio de extinción de las 

deudas de las Entidades Públicas, por no ostentar los mismos créditos ninguno contra el 

Ayuntamiento, el Tesorero/a solicitará a la Intervención o al correspondiente departamento del 

Ente deudor, certificado acreditativo del reconocimiento de la obligación de pagar al 

Ayuntamiento. 

2. Una vez efectuado el trámite previsto en el número anterior, y después de examinar la 

naturaleza de la deuda del deudor y el desarrollo de las actuaciones realizadas en el expediente, 

se elaborará propuesta de actuación, que puede ser una de las siguientes: 

a) Si no está reconocida la deuda por parte del Ente deudor, solicitará certificación del 

reconocimiento de la obligación y de la existencia de crédito presupuestario. 

 b) Si de la certificación expedida se hubiera deducido la insuficiencia de crédito presupuestario 

para atender el pago, se comunicará al ente deudor que el procedimiento se suspende durante 

tres meses, a los efectos de que pueda tramitarse la modificación presupuestaria pertinente. 

 c) Cuando la deuda haya quedado firme, esté reconocida la obligación y exista crédito 

presupuestario, se instará el cumplimiento de la obligación en el plazo de un mes. 

3. Cuando la Tesorería valore la extrema dificultad de realizar el crédito municipal a través de las 

acciones del apartado anterior, bien como consecuencia de la ausencia de respuesta del ente 
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deudor, bien como consecuencia de la oposición a realizar el pago por razones de cualquier índole, 

se llevarán a cabo, por este orden, las siguientes actuaciones: 

a) Solicitar a la Administración del Estado, o a la Administración Autonómica que, con cargo a las 

transferencias que hubieran podido realizarse a favor del Ente deudor, se aplique la retención de 

cantidad equivalente al importe de la deuda y sea puesta a disposición del Ayuntamiento. 

b) Solicitar la colaboración de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria. 

c) Cuando todas las actuaciones municipales en orden a la realización del crédito hayan resultado 

infructuosas, se investigará la existencia de bienes patrimoniales a efectos de ordenar el embargo 

de estos, si se estima necesario y resulta de acuerdo a los principios de economía y eficiencia en 

la gestión recaudadora. 

ARTÍCULO 58.- EFECTOS DE LA COMPENSACIÓN 

1. Una vez acordada la compensación, el crédito y la deuda quedan extinguidos en la cantidad 

concurrente.  

2. Como consecuencia de lo que dispone el apartado anterior, la Administración tributaria 

municipal tiene que notificar el acuerdo por el cual se declare extinguido el crédito compensado al 

interesado, que servirá como justificante de la extinción de la deuda tributaria y tiene que 

practicar las operaciones contables que sean necesarias.  

3. Cuando el crédito sea superior al importe de la deuda tributaria, la Administración tributaria 

municipal debe practicar la liquidación minorando el crédito, abonándose la diferencia al 

interesado.  

4. Cuando el crédito sea inferior al importe de la deuda tributaria, la parte de la misma no 

compensada seguirá el régimen ordinario, y se procederá al apremio, si no es ingresada en el 

plazo establecido, o se continuará el procedimiento, si la deuda ya estaba apremiada, con la 

posibilidad de practicar compensaciones sucesivas con los créditos que posteriormente pudieran 

reconocerse a favor del obligado al pago. 

ARTÍCULO 59.- INSOLVENCIA 

1.- Son créditos incobrables aquellos que no pueden hacerse efectivos en el procedimiento de 

recaudación por resultar fallidos los obligados al pago, o por haberse realizado con resultado 

negativo las actuaciones previstas en el artículo 129 de esta Ordenanza. 

2.- Cuando se declaren fallidos los obligados al pago y los responsables, se declararán 

provisionalmente extinguidas las deudas en los importes correspondientes, en tanto no se 

rehabiliten en el plazo de prescripción. La deuda quedará definitivamente extinguida sino se 

rehabilita en el antedicho plazo. 

ARTÍCULO 60.- CONDONACIÓN 

1. Las Entidades Locales no podrán enajenar o hipotecar sus derechos y propiedades, ni conceder 

exenciones, perdones, rebajas o moratorias para el pago de sus recursos o de los créditos por 

cualquier concepto que tuvieran liquidados a su favor, excepto en los casos previstos por las leyes. 

2. Las deudas solo podrán condonarse en virtud de buena ley, en la cuantía y con los requisitos 

que en la misma se determinen. 

CAPITULO VI. PRINCIPIOS GENERALES DE LA APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS 

SECCIÓN 1. ÁMBITO DE LA APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS 

ARTÍCULO 61.-  ÁMBITO DE LA APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS 

La aplicación de los tributos se desarrollará a través de los procedimientos de gestión, inspección 

y recaudación. Igualmente, comprenderá, actuaciones de información y asistencia a los obligados 

tributarios, publicaciones, contestación a las consultas tributarias escritas, colaboración social en 

la aplicación de los tributos, cumplimiento de deberes de información y otros. 

SECCIÓN 2. INFORMACIÓN Y ASISTENCIA A LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS 

ARTÍCULO 62.-DEBER DE INFORMACIÓN Y ASISTENCIA A LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS. 

1. La administración tributaria del Ayuntamiento proporcionará a los obligados tributarios la 

necesaria información y asistencia sobre sus derechos y obligaciones. 

2. La actividad a que se refiere el apartado anterior, se desarrollará por los siguientes medios: 
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a) Asistencia a los obligados en la realización de declaraciones, autoliquidaciones y 

comunicaciones tributarias.  

Cuando la asistencia se materialice en la confección de declaraciones, autoliquidaciones y 

comunicaciones de datos a solicitud del obligado tributario, la actuación de la Administración 

tributaria municipal consistirá en la transcripción de los datos aportados por el solicitante y en la 

realización de los cálculos correspondientes. Cumplimentado el modelo, se entregará para su 

revisión, para la verificación de la correcta transcripción de los datos y la firma por el obligado 

tributario si lo considera oportuno.  

Los datos contenidos en las declaraciones, autoliquidaciones o comunicaciones de datos 

confeccionadas por el obligado tributario con la asistencia de la Administración tributaria 

municipal no la vincularán en el ejercicio de las competencias de comprobación e inspección que 

puedan desarrollarse con posterioridad.  

b) Comunicaciones y actuaciones de información.  

c) Respuestas a consultas escritas.  

d) Publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de los textos de las Ordenanzas fiscales y de 

sus modificaciones, como también de los decretos de Alcaldía por los que se pueden emitir 

disposiciones interpretativas y esclarecedoras con respecto a esta ordenanza y a las ordenanzas 

reguladoras de cada tributo.  

e) Difusión por medios electrónicos, a través de la página web del Ayuntamiento de Pájara, de los 

textos de las Ordenanzas fiscales,  de las normas tributarias y de los criterios administrativos 

seguidos por la oficina de gestión tributaria para la aplicación de la normativa fiscal del 

Ayuntamiento 

ARTÍCULO 63.- CONSULTAS TRIBUTARIAS ESCRITAS 

1. Los obligados tributarios pueden formular a la Administración Municipal consultas 

debidamente documentadas, en relación con el régimen, la clasificación o la calificación tributaria 

que en cada caso les corresponda. 

2. Asimismo, podrán formular consultas tributarias los colegios profesionales, cámaras oficiales, 

organizaciones patronales, sindicatos, asociaciones de consumidores, asociaciones o fundaciones 

que representen intereses de personas con discapacidad, asociaciones empresariales y 

organizaciones profesionales cuando se refieran a cuestiones que afecten a la generalidad de sus 

miembros o asociados. 

3. La contestación a las consultas tributarias escritas tiene carácter informativo para el obligado 

tributario y será vinculante para el órgano municipal encargado de la aplicación de los tributos en 

su relación con el consultante en el siguiente sentido: 

- Mientras no se modifique la legislación o la jurisprudencia aplicable al caso, se aplicarán al 

consultante los criterios expresados en la contestación y siempre que no se hubieran alterado 

las circunstancias y datos recogidos en el escrito de la consulta. 

- Se aplicarán los criterios contenidos en las consultas tributarias escritas a cualquier obligado, 

siempre que exista identidad entre los hechos y circunstancias de dicho obligado y los que se 

incluyan en la contestación a la consulta. 

4. La competencia para evacuar las consultas establecidas en este precepto le corresponderá al 

titular del área de Economía y Hacienda, sin que quepa recurso ninguno contra la contestación y 

sin perjuicio de que pueda emprenderse aquel contra el acto o actos administrativos dictados de 

acuerdo con los criterios manifestados en las mismas. 

5. La Administración Municipal deberá contestar a las consultas efectuadas en un plazo máximo 

de seis meses. 

SECCIÓN 3. COLABORACIÓN SOCIAL EN LA APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS 

ARTÍCULO 64.- COLABORACIÓN SOCIAL EN LA APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS 

1. La colaboración social en la gestión de los tributos podrá instrumentarse a través de acuerdos 

de la Administración Tributaria municipal con otras administraciones públicas, con entidades 

personales o con instituciones y organizaciones representativas de sectores o intereses sociales, 

laborales, empresariales o profesionales. 

Dicha colaboración podrá referirse entre otros, a los siguientes aspectos: 

a) Campañas de información y difusión. 
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b) Formación y educación tributaria. 

c) Simplificación del cumplimiento de los deberes y obligaciones tributarias y asistencia en la 

realización de declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones. 

d) Corrección de defectos, con autorización previa de los obligados tributarios 

e) Presentación y remisión a la Administración tributaria del Ayuntamiento de autoliquidaciones, 

declaraciones, comunicaciones o cualquiera otro documento con trascendencia tributaria, previa 

autorización de los obligados tributarios, mediante la utilización preferente de las nuevas 

tecnologías. 

 f) Solicitud y obtención de certificados tributarios e información del estado de tramitación de 

devoluciones, previa autorización de los obligados tributarios. 

ARTÍCULO 65.- OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN 

1.Toda persona física o jurídica, pública o privada, las herencias yacentes, comunidades de 

bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad 

económica o un patrimonio separado estarán obligadas a proporcionarle a la Administración 

Tributaria del Ayuntamiento toda clase de datos, informes o antecedentes con trascendencia 

tributaria, deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras 

personas, en los términos establecidos en los artículos 93 y 94 de la Ley 58/2003 General 

Tributaria.  

2. La cesión de aquellos datos de carácter personal, objeto de tratamiento, que se debe efectuar a 

la Administración tributaria, no requerirá el consentimiento del afectado.En este ámbito tampoco 

será de aplicación lo que respecto a las Administraciones públicas establece el apartado 1 del 

artículo 21 de la Ley Orgánica de Protección de Datos de carácter personal. 

3. Los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración Tributaria del 

Ayuntamiento en el desempeño de sus funciones tienen carácter reservado y solo podrán ser 

utilizados para la efectiva aplicación de los tributos o recursos de los que tengan encomendada su 

gestión, sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, excepto que la cesión tenga por 

objeto los supuestos regulados en el artículo 95 de la Ley 58/2003 General Tributaria. 

4. La Administración tributaria municipal adoptará las medidas necesarias para garantizar la 

confidencialidad de la información tributaria y su uso adecuado.  

Todas las autoridades o funcionarios que tengan conocimiento de estos datos, informes o 

antecedentes están obligados al más estricto y completo sigilo con respecto a esta documentación. 

Con independencia de las responsabilidades penales o civiles que puedan derivarse, la infracción 

de este particular deber de sigilo se considerará falta disciplinaria muy grave.  

5. La Administración municipal garantizará los datos de carácter personal de acuerdo con lo 

dispuesto en la Ley orgánica de protección de los datos de carácter personal.  

6. La Administración tributaria municipal concederá la publicación periódica de listas 

comprensivas de deudores a la Hacienda municipal por deudas o sanciones tributarias, cuando 

concurran las circunstancias del artículo 95 bis de la Ley general tributaria.  

El órgano competente para dictar los acuerdos de publicación será el titular del área de Economía 

y Hacienda. 

7. La denuncia pública es independiente del deber de colaboración con la Administración 

Tributaria municipal conforme con el apartado 2 de este artículo, y consistirá en poner en 

conocimiento de la administración tributaria del Ayuntamiento hechos o situaciones que puedan 

ser constitutivos de infracciones o tener trascendencia para la aplicación de los tributos. 

Recibida una denuncia, se trasladará a los departamentos competentes para llevar a cabo las 

actuaciones que procedan. 

Las denuncias infundadas podrán archivarse sin más trámite. 

No se considerará al denunciante interesado en la actuación administrativa que se inicie a raíz de 

la denuncia, ni legitimado para la interposición de recursos o reclamaciones en relación con los 

resultados de esta. 

SECCIÓN 4. UTILIZACIÓN DE NUEVAS TECNOLOGÍAS 

ARTÍCULO 66.- OBJETO Y ÁMBITO 

La Administración tributaria municipal debe utilizar las técnicas y medios electrónicos, 
informáticos y telemáticos en el desarrollo de sus actividades y en las relaciones con los 
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contribuyentes y sus representantes, de acuerdo con lo dispuesto en Ley 39/2015, de 1 de 
octubre del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, asegurando la 
disponibilidad, el acceso, la integridad, la autenticidad, la confidencialidad y la conservación de 
los datos, informaciones y servicios que se gestionen en el ejercicio de sus competencias.  

ARTÍCULO 67.- DERECHOS DE LOS CIUDADANOS Y LIMITACIONES 

La utilización de las técnicas indicadas en el articulo anterior tiene las limitaciones establecidas 

en el ordenamiento jurídico y no podrá generar, en ningún caso, la existencia de restricciones o 

discriminaciones de cualquier naturaleza en el acceso de los contribuyentes a la prestación de los 

servicios o a cualquier actuación o procedimiento administrativo.  

ARTÍCULO 68.- UTILIZACIÓN DE MEDIOS TELEMÁTICOS POR EMPRESAS Y PROFESIONALES 

1. Deben presentar por medios telemáticos los trámites y procedimientos actualmente operativos 

en la Sede Electrónica del Ayuntamiento de Pájara así como  los que progresivamente se 

incorporen:  

a) Los profesionales colegiados en representación de los contribuyentes.  

b) Las personas jurídicas.  

2. No obstante, de conformidad con el apartado 4 del artículo 98. º de la Ley general tributaria, el 

alcalde, por decreto, puede ampliar los supuestos en los que se tengan que presentar por medios 

telemáticos las declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones, solicitudes y cualquier otro 

documento con trascendencia tributaria. 

ARTÍCULO 69.- NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA 

1. La Administración notificará únicamente por medios telemáticos: 

a) a los profesionales colegiados que actúen representación de los contribuyentes 

b) a las personas jurídicas 

c) a los interesados que no sean los de los apartados a) y b) anteriores que hayan iniciado 

un procedimiento o trámite mediante la presentación de solicitud telemática en el Registro 

del Ayuntamiento de Pájara en lo que respecta al trámite o procedimiento iniciado con 

dicha solicitud telemática. 

2. Para el resto, la notificación se practicará por medios telemáticos en la sede electrónica del 

Ayuntamiento de Pájara siempre que el interesado haya señalado dicho medio como preferente o 

consentido expresamente su utilización.  

3. La notificación electrónica se entenderá practicada a todos los efectos legales en el momento en 

que se produzca el acceso a su contenido en la sede electrónica del Ayuntamiento. Cuando 

existiendo constancia de la recepción de la notificación electrónica, transcurrieran diez días 

naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha sido rechazada lo 

que implicará que se tenga por efectuada la misma, salvo que de oficio o a instancia del 

destinatario se compruebe la imposibilidad técnica o material del acceso. 

4. La notificación que se practique en papel también se podrá poner a disposición del 

contribuyente en la sede electrónica municipal con los efectos recogidos  en el artículo 41.7 de la 

Ley 39/2015 de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas   

ARTÍCULO 70.- VALIDEZ DE LOS DOCUMENTOS Y COPIAS.  

Los documentos emitidos por los órganos de la Administración tributaria municipal que hayan 

sido producidos por medios electrónicos, informáticos y telemáticos en soportes de cualquier 

naturaleza, o los que se emitan como copias de originales almacenados por estos mismos medios, 

así como las imágenes electrónicas de los documentos originales o sus copias, tienen la misma 

validez y eficacia que los documentos originales, siempre que se asegure la integridad , la 

conservación y la autenticidad de su voluntad, mediante sistemas de identificación y verificación 

adecuados y, en su caso, la recepción por parte del interesado.  

En este supuesto, se podrá destruir el documento origen, en los términos y con las condiciones 

que se fijen en la normativa del Ayuntamiento sobre conservación de documentos. 

SECCIÓN 5. FASES DE LOS PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS 

ARTÍCULO 71.- NORMAS REGULADORAS DE LOS PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos del Ayuntamiento se regularán: 
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a) Por la presente Ordenanza. 

b) Por las Ordenanzas fiscales de cada tributo. 

c) Por la Ley 58/2003 General Tributaria y disposiciones reglamentarias que desarrollen aquella 

en el que no esté regulado en la presente ordenanza fiscal general y restantes ordenanzas 

fiscales del Ayuntamiento. 

d)  Supletoriamente, por las disposiciones generales sobre procedimientos administrativos. 

ARTÍCULO 72.- FASES DE LOS PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

1. Los procedimientos tributarios se realizarán en las fases de iniciación, desarrollo y terminación. 

2. La iniciación podrá ser de oficio o a instancia del obligado tributario por medio de 

autoliquidación, declaración, comunicación o solicitud. 

Los documentos de iniciación de las actuaciones y procedimientos tributarios deben incluir, en 

todo caso, el nombre y apellidos o razón social y el NIF del obligado tributario y, en su caso, el de 

la persona que lo represente.  

La referencia catastral de los bienes inmuebles debe figurar en los documentos en los que consten 

hechos, actos o negocios relativos a los bienes inmuebles. 

3. La Administración tributaria del Ayuntamiento pondrá a disposición de los obligados tributarios 

modelos normalizados de autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones y solicitudes según la 

normativa propia de cada tributo. 

4. En el desarrollo del procedimiento tributario, los obligados tributarios tienen derecho a que se 

les expida certificación de autoliquidaciones, declaraciones y comunicaciones, así como copia, a 

su costa, de los documentos que consten en el expediente excepto que afecten a terceras 

personas. 

5. Las actuaciones de la Administración tributaria se documentarán en comunicaciones, 

diligencias e informes. 

a) Comunicaciones son aquellos documentos por los que la Administración tributaria notifica al 

obligado tributario el inicio del procedimiento, realiza requerimientos o pone de manifiesto hechos 

o actuaciones relativos a aquel. 

 b) Las diligencias son los documentos públicos que se extienden para hacer constar hechos y 

manifestaciones del obligado tributario o persona con el que se entienden las actuaciones. 

6. El trámite de audiencia previo a la propuesta de resolución de un expediente podrá obviarse en 

los expedientes de actas con acuerdo o en aquellos en que esté previsto un trámite de alegaciones 

posterior a la propuesta. El trámite de alegaciones tendrá una duración mínima de 10 días 

hábiles y máxima de 15. 

7. La Finalización de los procedimientos tributarios se producirá por resolución de la Alcaldía o del 

órgano en quién delegue, desistimiento, renunciaal derecho en el que se fundamentaba la 

solicitud, caducidad, cumplimiento del deber y otras previstas en la ordenanza reguladora del 

tributo. 

SECCIÓN 6. LIQUIDACIONES TRIBUTARIAS 

ARTÍCULO 73.- LIQUIDACIONES TRIBUTARIAS: CONCEPTO Y CLASES. 

1. La liquidación tributaria es el acto resolutorio mediante el que la administración tributaria 

municipal realiza las operaciones de cuantificación necesarias para determinar el importe de la 

deuda tributaria 

2. El órgano competente no practicará liquidaciones cuando el resultado positivo total de la 

obligación principal sea inferior a 6,05 €, salvo que la naturaleza de las deudas y los efectos 

económicos así lo aconsejen. El límite de 6,05 € no resulta de aplicación a las propuestas de 

liquidaciones tributarias, a las autoliquidaciones ni a la imposición de sanciones tributarias. 

3. Las liquidaciones tributarias serán provisionales y definitivas. 

4. Con carácter general, las liquidaciones tributarias tendrán carácter de provisionales excepto las 

practicadas en un procedimiento inspector previa comprobación e investigación de todos los 

elementos de las obligaciones tributarias. 

5. La administración tributaria municipal no está obligada a ajustar las liquidaciones a los datos 

consignados por los obligados tributarios en las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones, 

solicitudes, o cualquier otro documento. 
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ARTÍCULO 74.- NOTIFICACIÓN DE LAS LIQUIDACIONES TRIBUTARIAS. 

1. Las liquidaciones tributarias se notificarán a los obligados tributarios con la expresión de: 

 a) Identificación del obligado tributario. 

 b) Elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria. 

 c)  Motivación de estas con la expresión de los hechos y elementos esenciales que las originen, así 

como de los fundamentos de derecho. 

 d) Los medios de impugnación que puedan ser ejercidos, órgano ante el que deban presentarse y 

plazo para su interposición. 

e) Lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda tributaria. 

 f) Su carácter de provisional o definitiva. 

2. En el caso de tributos municipales de cobro periódico por recibo, no será necesaria la 

notificación individual de las liquidaciones resultantes, salvo los supuestos siguientes:  

a) La liquidación correspondiente al alta en el padrón, la matrícula o el registro respectivos, 

mientras que las liquidaciones sucesivas se pueden notificar colectivamente mediante la 

publicación de edictos que así lo adviertan, con la indicación de los recursos correspondientes. 

b) El incremento de la base imponible sobre la resultante de las declaraciones se debe notificar al 

sujeto pasivo con expresión concreta de los hechos y los elementos adicionales que lo hayan 

motivado, excepto cuando la modificación tenga origen en actualizaciones o revisiones de carácter 

general autorizadas por las leyes y/o las Ordenanzas fiscales.  

3. Las ordenanzas fiscales de cada tributo pueden establecer supuestos en los que la notificación 

expresa de las liquidaciones no es preceptiva, siempre que la Administración tributaria municipal 

advierta por escrito sobre esta peculiaridad al obligado o a su representante debidamente 

acreditado en la declaración, en el documento de alta o en la notificación de alta. 

4 .Las notificaciones defectuosas producirán efectos a partir de la fecha en la que el interesado 

realice actuaciones que supongan conocimiento del contenido de la resolución o acto objeto de la 

notificación, o interpongan el recurso procedente. 

5. En todo caso, tendrán efecto por el transcurso de seis meses las notificaciones practicadas 

personalmente a los sujetos pasivos que, aunque contengan el texto íntegro del acto, omitiesen 

algún otro requisito, excepto que se hiciera protesta formal dentro de este plazo solicitando que la 

Administración Municipal rectifique la deficiencia. 

6. La notificación podrá practicarse en el domicilio fiscal del obligado tributario, en el centro de 

trabajo, en el lugar en que se desarrolle la actividad económica o en cualquiera otro adecuado 

para tal fin. De tratarse de un procedimiento iniciado a solicitud del interesado, la notificación se 

practicará en el lugar señalado por el obligado tributario o, en su defecto, en el domicilio fiscal. 

7. Cuando no fuese posible efectuar la notificación, se citará a los obligados tributarios para ser 

notificados por comparecencia mediante publicación única en el Boletín Oficial del Estado. Estas 

publicaciones se realizarán los lunes, miércoles y viernes o inmediato hábil posterior. En la 

publicación constará la relación de notificaciones pendientes indicando: 

- Obligado tributario. 

- Procedimiento que las motiva. 

- Órgano que las tramita. 

- Lugar en que el destinatario deberá comparecer y plazo, siendo este último de 15 días 

naturales desde lo siguiente al de la publicación. 

 

CAPITULO VII. PROCEDIMIENTOS DE GESTIÓN TRIBUTARIA. 

SECCIÓN 1. NORMAS GENERALES 

ARTÍCULO 75.- ACTUACIONES DE LA GESTIÓN TRIBUTARIA. 

1. La Gestión tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas dirigidas a: 

a) La recepción y tramitación de declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos y 

demás documentos con trascendencia tributaria. 

 b) La comprobación y realización de las devoluciones previstas en la Ordenanza fiscal 

procedente. 
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 c) El reconocimiento y comprobación del origen de los beneficios fiscales de acuerdo con la 

Ordenanza fiscal. 

 d) La realización de actuaciones de control del cumplimiento del deber de presentar declaraciones 

tributarias y otras obligaciones formales. 

e) Las actuaciones de verificación de datos. 

 f) Las actuaciones de comprobación de valores. 

 g) Las actuaciones de comprobación limitada. 

 h) La práctica de liquidaciones tributarias derivadas de declaraciones tributarias, así como 

actuaciones derivadas de verificación y comprobación. 

i)  La emisión de certificados tributarios, excepto los relativos a la recaudación e inspección. 

 j) La elaboración y mantenimiento de censos y padrones fiscales. 

 k) La información y asistencia tributaria. 

 l) Las restantes actuaciones de aplicación de los tributos no integradas en las funciones de 

inspección y recaudación. 

2. La Administración tributaria del Ayuntamiento desarrollará las actuaciones relacionadas en el 

apartado anterior conforme a lo dispuesto en las ordenanzas fiscales de cada tributo, la presente 

Ordenanza y artículos 117 a 140 de la Ley 58/2003 General Tributaria. 

ARTÍCULO 76.-FORMAS DE INICIACIÓN 

a) Por una autoliquidación, por una comunicación de datos o por cualquier otra clase de 

declaración.  

b) Por una solicitud del obligado tributario, de acuerdo con lo que dispone el artículo 72 de la 

presente ordenanza.  

c) De oficio, por la Administración tributaria municipal. 

ARTÍCULO 77.- DECLARACIÓN TRIBUTARIA.  

1. Tiene la consideración de declaración tributaria cualquier documento por medio del cual se 

manifieste o se reconozca ante la Administración municipal la realización de cualquier hecho 

relevante para la aplicación de los tributos municipales.  

La presentación de una declaración no implica la aceptación o reconocimiento para el obligado 

tributario de la procedencia de la obligación tributaria.  

2. También se considera declaración tributaria la presentación de los documentos que contengan 

el hecho imponible de un tributo municipal o que lo constituyan.  

3. La Administración tributaria municipal puede reclamar declaraciones y su ampliación, así como 

la corrección de los defectos advertidos, cuando sea necesario para la liquidación y la 

comprobación del tributo, como también la información suplementaria apropiada.  

ARTÍCULO 78.-AUTOLIQUIDACIÓN. 

1. La autoliquidación es una declaración en la que el obligado tributario, además de comunicar a 

la Administración los datos necesarios para la liquidación del tributo y otros de contenido 

informativo, realiza por sí mismo las operaciones de calificación y cuantificación necesarias para 

determinar e ingresar el importe de la deuda tributaria o, en su caso, determinar la cantidad que 

se tenga que devolver o compensar.  

3. El régimen de autoliquidación será supletorio del dispuesto en la correspondiente ordenanza en 

todos los tributos y precios públicos de este Ayuntamiento. 

2. Los obligados tributarios, en aquellos tributos en que la correspondiente ordenanza reguladora 

haya establecido, de acuerdo con la Ley, el sistema de autoliquidación, tienen que presentarla y 

satisfacer el importe dentro del plazo señalado en la ordenanza específica o, si no consta, en el 

señalado en el artículo 47 de la presente ordenanza.  

3. La autoliquidación presentada por el obligado tributario podrá ser objeto de verificación y 

comprobación. La Administración tiene que practicar, si procede, una liquidación complementaria 

de acuerdo con los datos consignados en la declaración, los documentos que lo acompañan y los 

antecedentes que le consten.  

En caso de que el sujeto pasivo haya incurrido en una infracción tributaria, se debe instruir el 

expediente sancionador correspondiente.  
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Las autoliquidaciones presentadas fuera de plazo se rigen según lo que establece el artículo 123 

de esta Ordenanza fiscal general.  

4. En las exacciones de cobro periódico, salvo que la ordenanza reguladora de cada tributo 

establezca lo contrario, el pago de la autoliquidación comporta el alta en el registro, el padrón o la 

matrícula correspondiente, y tiene los efectos de notificación.  

5. Los formularios/modelo/impresos normalizados de declaraciones tributarias, autoliquidaciones 

y otros relativos a la gestión tributaria serán aprobados mediante resolución de la Concejalía de 

Economía y Hacienda. 

ARTÍCULO 79.-RECTIFICACIÓN DE LA AUTOLIQUIDACIÓN 

1. Cuando un obligado tributario considere que una autoliquidación ha perjudicado de alguna 

manera sus intereses legítimos, puede instar su rectificación, de acuerdo con el procedimiento 

previsto en los artículos 126. º a 128. º del Reglamento general de las actuaciones y los 

procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los 

procedimientos de aplicación de los tributos. Cuando el obligado tributario solicite la rectificación 

para considerar que le es aplicable un beneficio fiscal, se tiene que entender que esta solicitud 

equivale a la solicitud del beneficio.  

2. La solicitud de rectificación de una autoliquidación solo se puede hacer una vez presentada la 

correspondiente autoliquidación y antes de que la Administración tributaria municipal haya 

practicado la liquidación definitiva o, en su defecto, antes de que haya prescrito el derecho de la 

Administración tributaria municipal a determinar la deuda tributaria mediante liquidación o el 

derecho a solicitar la devolución correspondiente. El plazo máximo para notificar la resolución del 

procedimiento de rectificación de autoliquidaciones es de 6 meses, de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 128.4 del Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 

inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación 

de los tributos. Transcurrido este plazo sin que se haya realizado la notificación expresa del 

acuerdo adoptado, la solicitud se podrá entender desestimada.  

3. Cuando la rectificación de una autoliquidación origine una devolución derivada de la normativa 

del tributo y hayan transcurrido 6 meses sin que se haya ordenado el pago por causa imputable a 

la Administración tributaria municipal, esta tiene que abonar el interés de demora del artículo  20 

de esta ordenanza sobre el importe de la devolución que proceda, sin necesidad de que el 

obligado lo solicite.   

A estos efectos, el plazo de 6 meses se empieza a contar desde la finalización del plazo para la 

presentación de la autoliquidación o, si este ha finalizado, a partir de la presentación de la 

solicitud de rectificación.  

4. Cuando la rectificación de una autoliquidación origine la devolución de un ingreso indebido, la 

Administración tributaria municipal tiene que abonar el interés de demora en los términos 

previstos en el artículo 32. º.2 de la Ley general tributaria.  

SECCIÓN 2. PADRONES, MATRÍCULAS Y REGISTROS 

ARTÍCULO 80.- PADRONES FISCALES PERIÓDICOS 

1. Serán objeto de padrón, matrícula o registro, aparte del que se establezca en cada ordenanza 

específica, los impuestos en las que, por su naturaleza, se produzca una continuidad de los 

presupuestos determinantes de la exigibilidad del tributo. 

2. Los padrones, matrículas o registros en soporte documental o informático deberán contener 

además de los datos específicos que requiera cada uno de ellos, según las características del 

impuesto, los extremos siguientes: 

 a) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa del obligado tributario. 

b) NIF del obligado tributario 

c) Domicilio fiscal o, en su caso, domicilio en el extranjero 

 d))  Finca, establecimiento industrial o comercial o elemento objeto del tributo. 

e) Identificación del objeto fiscal (número de matrícula, referencia catastral, actividad, etc.) 

f) Base imponible y/o liquidable. 

 g) Tipo de gravamen. 

h) Cuota tributaria. 
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ARTÍCULO 81.- FORMACIÓN 

1. La formación de los padrones, matrículas o registros se realizará por la oficina de gestión 

tributaria y tomará como base: 

a) Los datos existentes en la propia oficina o en otras de la Administración Municipal. 

 b) Las declaraciones y autoliquidaciones de los obligados tributarios o sus representantes 

c)  Los datos fiscales entregados por otras administraciones o registros públicos  

d) Los datos resultantes de las funciones de comprobación e investigación. 

2. La confrontación de la información en el proceso de formación de los padrones respetará en 

todo caso los derechos de los obligados tributarios reconocidos en las leyes sobre confidencialidad 

de la información y protección de datos de carácter reservado   

ARTÍCULO 82.- APROBACIÓN Y NOTIFICACIÓN 

1. Los padrones, matrículas o registros se someterán cada año a aprobación de la Alcaldía o 

persona en quien delegue y se expondrán al público mediante edicto en el Boletín Oficial de la 

Provincia. Esta exposición, que se anunciará también en la página web municipal y en la prensa 

local, producirá los efectos de notificación colectiva de las liquidaciones. 

2. Los obligados tributarios podrán examinar los datos contenidos en los padrones, matrículas o 

registros en el plazo de 15 días de exposición pública, contados a partir del día siguiente a la 

publicación del edicto de notificación colectiva de las liquidaciones pudiendo presentar, en su 

caso, el correspondiente recurso potestativo de reposición en el plazo de un mes contado desde el 

día siguiente al de finalización del período de exposición pública. 

3. El lugar para examinar los datos contenidos en los padrones, matrículas o registros en el plazo 

establecido en el apartado 2 de este artículo es la oficina de gestión tributaria. 

4. No precisarán de notificación individualizada, las variaciones en la cuota tributaria originadas 

por modificación de tipos impositivos, índices, coeficientes o tarifas aprobadas por Ley de carácter 

general de obligatoria aplicación, o procedentes de la correspondiente modificación de la 

Ordenanza Fiscal reglamentariamente tramitada. 

Asimismo, no precisarán de notificación individualizada, las cuotas de recibos periódicos con 

aumentos en las bases imponibles y liquidables cuando tales aumentos procedan de 

revalorización de carácter general autorizados por las Leyes. 

ARTÍCULO 83.- ALTAS Y BAJAS: EFECTOS 

1. Las altas por declaración de los interesados o descubiertas por la acción investigadora de la 

Administración Municipal tendrán efecto desde la fecha en que, por disposición de cada 

ordenanza, nazca el deber de contribuir y serán incorporadas definitivamente al padrón, 

matrícula o registro del año siguiente. 

2. En caso de que la primera liquidación se haga por el procedimiento de autoliquidación se 

entenderá que esta sustituye al alta en el Padrón o Registro. 

3. Las bajas o alteraciones deberán ser formuladas por los sujetos pasivos y producirán la 

eliminación o rectificación del padrón, matrícula o registro, con efectos a partir del período 

siguiente a aquel en el que fueran presentadas, sin perjuicio de la correspondiente verificación o 

comprobación. 

SECCIÓN 3. EXENCIONES, BONIFICACIONES Y REDUCCIONES 

ARTÍCULO 84.-  ESTABLECIMIENTO. 

1. No se pueden conceder otras exenciones, bonificaciones o reducciones más que las que la ley 

haya autorizado de manera concreta.  

2. El Pleno de la Corporación puede establecer a través de las Ordenanzas fiscales, beneficios 

fiscales en relación con los tributos municipales que estén autorizados por la ley y sometidos, en 

todo caso, a los principios de capacidad económica y de justicia distributiva.  

ARTÍCULO 85.- INTERPRETACIÓN. 

1. Las exenciones, bonificaciones y reducciones deben interpretarse en sentido estricto. No se 

pueden aplicar a otras personas que no sean las tajantemente previstas y solo para sus 

obligaciones tributarias propias y directas. Tampoco se pueden extender a otros supuestos que no 

sean los específicamente señalados.  
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2. Cuando las ordenanzas respectivas declaren al Estado exento del pago de los tributos, este 

beneficio no podrá comprender las entidades u organismos que, cualquiera que sea su relación o 

dependencia con el Estado, disfruten de personalidad jurídica propia e independiente y no tengan 

reconocida por la ley ninguna exención especial.  

ARTÍCULO 86.- SOLICITUD Y RECONOCIMIENTO  

1. Los sujetos pasivos deben solicitar la aplicación de las exenciones, bonificaciones o reducciones 

que procedan, salvo que la ordenanza reguladora de cada tributo u otra normativa aplicable 

establezca otros, en los plazos siguientes:  

a) Si se trata de liquidaciones que tienen su origen en las declaraciones de los sujetos pasivos, al 

formular la declaración 

b) Si se trata de tributos locales periódicos gestionados mediante padrón o matrícula, durante  el 

periodo que va desde el 1 de enero del correspondiente ejercicio fiscal y finaliza transcurrido 1 

mes a contar desde el día siguiente a la fecha de finalización de exposición pública. 

Una vez otorgado, el beneficio fiscal se aplicará en las sucesivas liquidaciones en tanto no se 

alteren las circunstancias de hecho o de derecho que determinen su otorgamiento. 

c) En el caso de exacciones sujetas al sistema de autoliquidación, los interesados tendrán que 

formular la solicitud de beneficio fiscal al presentar la autoliquidación correspondiente, aplicando, 

con carácter provisional, la bonificación o la exención que, según su opinión, proceda.  

En caso de que la solicitud de beneficio fiscal se formulara con posterioridad a la presentación de 

la autoliquidación, y salvo que la normativa reguladora del tributo de que se trate establezca lo 

contrario, será de aplicación lo que dispone el artículo 79 de esta ordenanza.  

d) En los casos en que no se establezca un régimen diferente por parte de las ordenanzas 

reguladoras de los diferentes tributos municipales, las solicitudes de beneficios fiscales que se 

presenten cuando se haya notificado el inicio de actuaciones inspectoras por no haberse 

practicado la autoliquidación o, en su caso, presentado la correspondiente declaración, se tienen 

que considerar extemporáneas y, por lo tanto, no son admisibles  

e) En los otros casos, en el plazo desde que se notifica la liquidación hasta que finaliza el plazo de 

recurso de la misma y esta deja de ser provisional. 

f) La bonificación por domiciliación de tributos de cobro periódico se solicitará en los plazos y la 

forma regulados en el artículo 103 de esta Ordenanza.  

2. Si la solicitud de beneficio se presenta dentro de los plazos a que se refiere el apartado 

anterior, su reconocimiento surtirá efecto desde el nacimiento de la obligación tributaria 

correspondiente al periodo impositivo en que la solicitud se formula. En caso contrario, el disfrute 

del beneficio no alcanzará a las cuotas devengadas con anterioridad a la fecha en que dicha 

solicitud se presente. 

3. La prueba de la concurrencia de los requisitos establecidos por la normativa del tributo para el 

disfrute de los beneficios fiscales corresponderá, en todo caso, al sujeto pasivo. 

4. Los beneficiarios de exenciones o bonificaciones tienen que comunicar a la Administración los 

hechos que implican la extinción del beneficio fiscal.  

5. El incumplimiento de los requisitos exigidos para la aplicación del beneficio fiscal determinará 

la pérdida del derecho a su aplicación desde el momento que establezca la normativa específica o, 

en su defecto, desde que se produzca el citado incumplimiento, sin necesidad de declaración 

administrativa previa 

6. El reconocimiento de beneficios fiscales es provisional cuando esté condicionado al 

cumplimiento de condiciones futuras o a la efectiva concurrencia de determinados requisitos no 

comprobados en el expediente. Su aplicación está condicionada a la concurrencia, en todo 

momento, de las condiciones y requisitos previstos en la normativa aplicable.  

7. Salvo en la bonificación por domiciliación bancaria de tributos de cobro periódico, la concesión 

de las bonificaciones fiscales de carácter potestativo queda condicionada a estar al corriente en el 

pago de todos los tributos municipales. El incumplimiento posterior de dicha condición dará lugar 

a la pérdida de la bonificación. 

SECCIÓN 4. PROCEDIMIENTOS DE GESTIÓN TRIBUTARIA 

ARTÍCULO 87.-PROCEDIMIENTOS DE GESTIÓN TRIBUTARIA. 

 Son procedimientos de gestión tributaria, entre otros, los siguientes:  
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a) El procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de 

datos.  

b) El procedimiento iniciado mediante declaración.  

c) El procedimiento de verificación de datos. 

d) El procedimiento de comprobación de valores.  

e) El procedimiento de comprobación limitada.  

f) El procedimiento para la rectificación de autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones de 

datos o solicitudes de devoluciones.  

g) El procedimiento para la ejecución de las devoluciones tributarias.  

h) El procedimiento para el reconocimiento de los beneficios fiscales de carácter rogado.  

ARTÍCULO 88.- PROCEDIMIENTO DE DEVOLUCIÓN.  

1. El procedimiento de devolución debe iniciarse mediante la presentación de una autoliquidación 

de la que resulte una cantidad a devolver, mediante la presentación de una solicitud de 

devolución o mediante la presentación de una comunicación de datos.  

2. Cuando de la presentación de una autoliquidación resulte una cantidad a devolver, el plazo 

para efectuar la devolución se empieza a contar desde la finalización del plazo previsto para la 

presentación de la autoliquidación o bien a partir de la presentación de la autoliquidación 

extemporánea.  

Cuando el procedimiento de devolución se inicie mediante la presentación de una solicitud ante la 

Administración tributaria municipal o, tratándose de obligados tributarios que no tengan 

obligación de presentar autoliquidación, mediante la presentación de una comunicación de datos, 

el plazo para practicar la devolución empieza a contarse desde la presentación de la solicitud o 

desde la finalización del plazo previsto para la presentación de la comunicación de datos.  

3. Una vez recibida la autoliquidación, solicitud o comunicación de datos, la Administración 

tributaria municipal examinará la documentación presentada y la contrastará con los datos y 

antecedentes que obren en su poder. 

Si la autoliquidación, solicitud o comunicación de datos fuese formalmente correcta, se procederá 

sin más trámite y, en su caso, de manera automatizada, al reconocimiento de la devolución 

solicitada.  

A los efectos del párrafo anterior, además de otras que reúnan los requisitos exigidos, se 

reconocerán de manera automatizada las devoluciones siguientes: 

 - las devoluciones derivadas de la tramitación de los ficheros periódicos enviados por las 

diferentes administraciones encargadas de la gestión censal tratándose de tributos de gestión 

compartida 

- las propuestas por el Recaudador municipal en documento anexo a la data mensual que 

se hayan incorporado a la contabilidad municipal en concepto de ingresos duplicados o excesivos 

tras la correspondiente conciliación bancaria a realizar por la Tesorería. 

4. El procedimiento de devolución acaba por: 

a) el acuerdo en que se reconozca o deniegue la devolución solicitada. Si se reconoce la 

devolución solicitada, el acuerdo se entenderá notificado por la recepción de la 

transferencia bancaria.  

b) Por caducidad 

c) Por el inicio de un procedimiento de verificación de datos, de comprobación limitada o de 

inspección.  

5. Cuando se haya declarado el derecho a la devolución en la resolución de un recurso, sentencia 

u otra resolución judicial o en cualquier otro acuerdo que anule o revise liquidaciones u otros actos 

administrativos, el Alcalde o persona en quién delegue procederá de oficio a ejecutar o cumplir las 

resoluciones de recursos o resoluciones judiciales o el correspondiente acuerdo o resolución 

administrativa en los demás supuestos. A estos efectos, bastará copia compulsada del 

correspondiente acuerdo o resolución administrativa o el testimonio de la sentencia o resolución 

judicial. 

6. El hecho de haberse acordado la devolución no impide la posterior comprobación de la 

obligación tributaria mediante los procedimientos de comprobación o investigación.  
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7. Cuando se trate de una devolución de ingresos indebidos, se liquidarán a favor del obligado 

tributario intereses de demora en los términos establecidos en el artículo 32. º.2 de la Ley general 

tributaria. Por otro lado, cuando se trate de una devolución derivada de la normativa de un 

tributo, se liquidarán intereses de demora a favor del obligado tributario de acuerdo con lo 

previsto en el artículo 31º.2 de la Ley general tributaria y en el artículo 125. º.2 del Reglamento 

general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo 

de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos.   

ARTÍCULO 89.- PPROCEDIMIENTO INICIADO MEDIANTE DECLARACIÓN.  

1. Cuando la ordenanza fiscal de cada tributo así lo establezca, la gestión del tributo debe 

iniciarse mediante la presentación de una declaración por el obligado tributario en que manifieste 

la realización del hecho imponible y comunique los datos necesarios para que la Administración 

cuantifique la obligación tributaria mediante la práctica de una liquidación provisional.  

2. El procedimiento iniciado mediante declaración tributaria presentada por el obligado tributario 

acaba con la liquidación provisional o por caducidad, sin perjuicio de que la Administración 

tributaria municipal pueda iniciar de nuevo este procedimiento dentro del plazo de prescripción.  

ARTÍCULO 90.- PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE DATOS.  

1. El procedimiento de verificación de datos podrá iniciarse en los supuestos siguientes:  

a) Cuando la declaración o autoliquidación presentada incurra en defectos formales o errores 

aritméticos.  

b) Cuando los datos declarados no coincidan con los contenidos en otras declaraciones del mismo 

obligado tributario o con los que obren en poder de la Administración tributaria municipal.  

c) Cuando se requiera la aclaración o justificación de algún dato relativo a la declaración o 

autoliquidación presentada, siempre que no haga referencia al desarrollo de actividades 

económicas.  

d) Cuando se aprecie una aplicación indebida de la normativa que se desprenda de la misma 

declaración o autoliquidación presentada o de los justificantes aportados.  

2. Este procedimiento se puede iniciar:  

a) Mediante la notificación de la propuesta de liquidación cuando la Administración tributaria 

municipal disponga de los datos suficientes para formularla, para que en un plazo de 10 días, 

contados a partir del día siguiente al de notificación de la propuesta, el interesado pueda 

presentar alegaciones.  

b) Mediante requerimiento de la Administración para que el obligado tributario aclare o justifique 

las discrepancias observadas o los datos relativos a su declaración o autoliquidación.  

3. Si no se presentan alegaciones en el plazo establecido, la propuesta de liquidación se convertirá 

automáticamente en liquidación provisional.  

4. El procedimiento de verificación de datos finaliza de alguna de las formas siguientes:  

a) Por resolución en que se indique que no procede la práctica de liquidación provisional o en que 

se corrijan los defectos observados. 

b) Por liquidación provisional, la cual debe ser en todo caso motivada, con referencia sucinta a los 

hechos y fundamentos de derecho que se hayan tenido en cuenta.  

c) Por la subsanación, aclaración o justificación de la discrepancia del dato objeto del 

requerimiento por parte del obligado tributario, haciendo constar estas circunstancias en 

diligencia.  

d) Por caducidad, una vez transcurrido el plazo regulado en el artículo 104 º de la Ley general 

tributaria sin haberse notificado la liquidación provisional, sin perjuicio de que la Administración 

tributaria municipal también pueda iniciar de nuevo este procedimiento dentro del plazo de 

prescripción.  

e) Por el inicio de un procedimiento de comprobación limitada o de inspección que incluya el objeto 

del procedimiento de verificación de datos.  

5. La verificación de datos no impide la posterior comprobación de su objeto.  

ARTÍCULO 91.- PROCEDIMIENTO DE COMPROBACIÓN DE VALORES.  

La Administración tributaria municipal puede proceder a la comprobación del valor de las rentas, 

productos, bienes y otros elementos determinantes de la obligación tributaria, de acuerdo con los 
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medios señalados en el artículo 57º de la Ley general tributaria y con los requisitos establecidos 

en el artículo 158.º del Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 

inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación 

de los tributos. Los interesados pueden promover la tasación pericial contradictoria, en corrección 

de los medios de comprobación fiscal de valores, en la forma establecida en el artículo 135 º de la 

Ley general tributaria y 161 º del Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de 

gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de 

aplicación de los tributos.  

ARTÍCULO 92.- PROCEDIMIENTO DE COMPROBACIÓN LIMITADA. 

1. En este procedimiento la Administración tributaria municipal podrá comprobar los hechos, 

actos, elementos, actividades, explotaciones y demás circunstancias determinantes de la 

obligación tributaria. 

Las actuaciones de comprobación limitada, que se documentarán en comunicaciones y diligencias, 

no podrán realizarse fuera de la Administración tributaria municipal, salvo las relativas a la 

aplicación de métodos objetivos de tributación, en cuyo caso los funcionarios que desarrollen 

dichas actuaciones tendrán las facultades reconocidas en los artículos 93 y 94 de esta 

Ordenanza. 

2. En este procedimiento, la Administración únicamente podrá realizar las actuaciones siguientes 

de comprobación:  

a) Examen de los datos consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones y de los 

justificantes presentados o que se requieran.  

b) Examen de los datos y antecedentes en poder de la Administración tributaria municipal que 

pongan de manifiesto la realización del hecho imponible o del presupuesto de una obligación 

tributaria, o la existencia de elementos determinantes de esta obligación no declarados o 

diferentes de los declarados por el obligado tributario.  

c) Examen de los libros, registros y otros documentos exigidos por la normativa tributaria o 

cualquier otro de carácter oficial, con excepción de la contabilidad mercantil, así como de las 

facturas o documentos justificativos de las operaciones incluidas en los mencionados libros, 

registros y documentos.  

A pesar del previsto en el párrafo anterior, cuando en el curso del procedimiento el obligado 

tributario aporte, sin que haya un requerimiento previo al efecto, la documentación contable que 

entienda pertinente al objeto de acreditar la contabilización de determinadas operaciones, la 

Administración podrá examinar esta documentación solo a los efectos de constatar la coincidencia 

entre lo que figure en la documentación contable y la información de la que disponga la 

Administración tributaria.  

El examen de la documentación a que se refiere el párrafo anterior no impedirá ni limitará la 

ulterior comprobación de las operaciones a las que esta se refiere en un procedimiento de 

inspección.  

d) Requerimientos a terceros para que aporten la información a que están obligados a suministrar, 

excepto información sobre movimientos financieros.  

3. Las actuaciones de comprobación limitada deben iniciarse de oficio, por acuerdo del órgano 

competente.  

El inicio de las actuaciones de comprobación limitada debe notificarse a los obligados tributarios 

mediante comunicación que especifique el tributo o precio público objeto de comprobación, periodo, 

naturaleza y alcance de estas actuaciones y debe informarlos de sus derechos y obligaciones en 

el transcurso de este procedimiento de comprobación.  

Cuando los datos en poder de la Administración tributaria municipal sean suficientes para 

formular la propuesta de liquidación, el procedimiento puede iniciarse mediante la notificación de 

esta propuesta.  

4. El procedimiento de comprobación limitada finaliza:  

a) Por resolución expresa que debe incluir la liquidación provisional o, en su caso, manifestación 

expresa de la improcedencia de regularizar la situación tributaria como consecuencia de la 

comprobación realizada. La Administración no puede efectuar una nueva regularización en 

relación con el mismo objeto comprobado, excepto cuando en un procedimiento de comprobación 

limitada o de inspección posterior se descubran hechos o circunstancias nuevas que resulten de 

actuaciones diferentes de las realizadas y especificadas en la resolución.  
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b) Por caducidad, transcurrido el plazo de 6 meses desde el inicio del procedimiento, sin 

notificación de la resolución expresa. En este caso, la Administración puede iniciar nuevamente 

este procedimiento dentro del plazo de prescripción. 

c) Por el inicio de un procedimiento inspector que incluya el objeto de la comprobación limitada 

 

CAPITULO VIII. PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN. 

ARTÍCULO 93.- LA INSPECCIÓN TRIBUTARIA. 

1. La Inspección tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas dirigidas a: 

a) La investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el 

descubrimiento de los que sean ignorados por la Administración del Ayuntamiento. 

b) La comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones presentadas por los 

obligados tributarios. 

c) La realización de actuaciones de obtención de información relacionadas con la aplicación de los 

tributos, di conformidad con el establecido en los artículos 93 y 94 de la Ley 58/2003 General 

Tributaria. 

d) La práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones de comprobación e 

investigación. 

e) La realización de las intervenciones tributarias de carácter permanente y no permanente, la 

iniciativa propia o el requerimiento de los órganos del Ayuntamiento o de otras Administraciones, 

reguladas de forma específica o, en defecto de regulación expresa, conforme a los artículos 141 a 

159 de la Ley 58/2003 General Tributaria. 

2. Excepto lo dispuesto expresamente en el presente capítulo, así como en lo que se refiera a la 

potestad sancionadora en esta Ordenanza Fiscal General, el procedimiento y actuaciones de la 

Inspección Tributaria del Ayuntamiento se adecuarán al dispuesto en los artículos 141 a 159 de 

la Ley 58/2003 General Tributaria. 

ARTÍCULO 94.- FACULTADES DE LA INSPECCIÓN. 

1. La Inspección de Tributos podrá entrar en las fincas, locales de negocio y demás 

establecimientos o lugares en los que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a 

gravamen, existan bienes sujetos a  tributación o bien se produzcan hechos  imponibles o exista 

alguna prueba de los mismos, siempre que lo juzgue conveniente para la práctica de cualquier 

actuación y, en particular, para reconocer los bienes,  despachos, instalaciones o explotaciones 

del interesado, y se practicarán cuantas actuaciones  probatorias conexas sean necesarias. 

2. Cuando en el ejercicio de sus actuaciones, sea necesario entrar en el domicilio 

constitucionalmente protegido del obligado tributario deberá obtenerse el consentimiento de aquel 

o la oportuna autorización judicial. 

ARTÍCULO 95.- LUGAR DE LAS ACTUACIONES INSPECTORAS. 

1. Las actuaciones inspectoras se podrán desarrollar indistintamente: 

a) En el lugar donde el obligado tributario tenga su domicilio fiscal, o en aquel donde su 

representante tenga su domicilio, despacho u oficina. 

b) En el lugar donde se realicen total o parcialmente las actividades gravadas. 

c) Donde exista alguna prueba del hecho imponible. 

d) En las oficinas del Ayuntamiento, cuando los elementos sobre los que deban realizarse las 

actuaciones puedan ser examinados en ellas. 

2. La Inspección de Tributos podrá personarse sin previa comunicación en las empresas, oficinas 

e instalaciones del obligado tributario, entendiéndose las actuaciones con este o con el encargado 

o responsable del local. 

3. Cuando la Inspección de Tributos actúe en sus dependencias o en otras oficinas públicas, lo 

hará dentro del horario oficial de apertura al público de estas y, en todo caso, dentro de la 

jornada de trabajo vigente. 

Si la Inspección actúa en los locales del interesado, se observará la jornada laboral de la oficina o 

de la actividad que firme en los mismos, excepto que las circunstancias de las actuaciones exijan 

actuar fuera de los días y horas mencionados. 
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ARTÍCULO 96.- ACTUACIONES DE LA INSPECCIÓN 

1. El procedimiento de inspección se iniciará: 

 a) De oficio. 

 b) A petición del obligado tributario en los términos establecidos en el artículo 149 de la Ley 

58/2003 General Tributaria. 

2. Las actuaciones de la Inspección se documentarán en: 

- Comunicaciones. 

- Diligencias. 

- Informes y Actas. 

3. Las actas son los documentos públicos que extiende la Inspección de los tributos con el fin de 

recoger el resultado de las actuaciones inspectoras de comprobación e investigación, proponiendo 

la regularización que estime procedente de la situación tributaria del obligado o 

declarándolacorrecta. 

Los formularios/modelo/impresos normalizados de, actas y otros relativos a la inspección de los 

tributos serán aprobados mediante resolución de la Concejalía de Hacienda. 

4. Las actas de inspección pueden ser con acuerdo, de conformidad o de disconformidad. 

ARTÍCULO 97.- RECURSOS CONTRA LIQUIDACIONES DERIVADAS DE ACTAS 

1. Los obligados tributarios podrán interponer recurso potestativo de reposición en el plazo de un 

mes contado desde el día siguiente al de notificación de las liquidaciones derivadas de actas de 

conformidad y disconformidad. Se entenderá producida la notificación, en el caso de acta de 

conformidad, de no existir notificación de liquidación, transcurrido un mes desde la fecha del acto. 

No podrá impugnarse la liquidación y sanción derivadas de un acta de acuerdo excepto supuesto 

de nulidad o existencia de vicios de consentimiento. 

2. Cualquier reclamación formulada contra la liquidación practicada en las actas de acuerdo con 

las que se había dado conformidad, y que, en consecuencia, la sanción fuera objeto de las 

reducciones previstas en el artículo 188 de la Ley 58/2003 General Tributaria, dará lugar a la 

exigencia del importe de la reducción sin más requisitos que la notificación al interesado. 

CAPITULO. IX. PROCEDIMIENTO DE RECAUDACIÓN. 

SECCIÓN 1, NORMAS GENERALES  

ARTÍCULO 98.-DISPOSICIÓN GENERAL 

1. La gestión recaudatoria de la Hacienda municipal consiste en el ejercicio de la función 

administrativa conducente al cobro de las deudas y sanciones tributarias y otros recursos 

municipales de naturaleza pública que tengan que satisfacer los obligados al pago.  

A estos efectos, todos los créditos de naturaleza pública municipal se denominan deudas y se 

consideran obligadas en el pago las personas o entidades a las que la Administración tributaria 

municipal exige el ingreso de la totalidad o parte de una deuda.  

2. La gestión recaudatoria puede realizarse en periodo voluntario o ejecutivo.  

3. El procedimiento recaudatorio solo se suspende por las razones y en los casos expresamente 

previstos en la ley. 

ARTÍCULO 99.- PARALIZACIÓN CAUTELAR 

1. La Administración tributaria municipal puede paralizar las actuaciones recaudatorias en los 

casos siguientes:  

a) Cuando se solicite una compensación de deudas.  

b) Cuando se soliciten aplazamientos o fraccionamientos.  

En el supuesto de resolverse la procedencia del procedimiento de cobro, se liquidarán los 

intereses de demora establecidos en el artículo 20. 

ARTÍCULO 100.- COMPETENCIA PARA EL COBRO 

1. La gestión recaudadora del Ayuntamiento de Pájara corresponde a la oficina de recaudación 

2. Son entidades colaboradoras en la recaudación municipal las entidades de crédito y de ahorro 

que el Ayuntamiento autorice para ejercer esta colaboración.  
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3. Son cajas de la oficina de recaudación, las máquinas registradoras, los Tpv y los cajeros de 

cobro situados en las dependencias municipales  

4. Los cobros practicados por órganos, entidades o personas no competentes no liberan de la 

obligación de pago, sin exclusión de las responsabilidades de todo tipo en las que el perceptor no 

autorizado puede incurrir. El Ayuntamiento no asume ninguna responsabilidad en los casos de 

usurpación de la función recaudatoria.  

SECCIÓN 2, MEDIOS DE PAGO 

ARTÍCULO 101.-PAGO EN EFECTIVO. 

1. El pago de las deudas que deba realizarse en efectivo podrá hacerse siempre en dinero de 

curso legal. Con los requisitos y condiciones que para cada uno de ellos se establece en la 

presente ordenanza y siguiendo los procedimientos que se dispongan en cada caso, el pago en 

efectivo podrá realizarse, además de en dinero de curso legal, por alguno de los siguientes 

medios: 

 a) Domiciliación bancaria 

 b) Tarjeta de crédito y débito. 

 c)  Transferencia bancaria. 

 d) Cheque 

2. El pago telemático de los tributos, precios públicos y otros recursos de naturaleza pública se 

podrá hacer mediante tarjeta bancaria. 

3. El pago en efectivo de las deudas no tributarias se efectuará por los medios que autorice su 

propia normativa. Si no se hubiera dispuesto regla especial, el pago deberá realizarse por los 

medios citados en el apartado 1 de este artículo. 

4. Se entiende pagada en efectivo una deuda, cuando se haya realizado el ingreso de su importe 

en las cajas de la oficina de recaudación o en las entidades colaboradoras.  

El Ayuntamiento de Pájara puede autorizar de forma expresa a personas o entidades distintas de 

las del párrafo anterior, siempre que reúnan los mismos requisitos de solvencia técnica que las 

entidades colaboradoras, a prestar el servicio de caja o recibir pagos. 

 5. Cuando el pago se realice a través de entidades de depósito u otras personas que puedan ser 

autorizadas, la entrega al  deudor del  justificante de ingreso liberará a este desde la fecha que se 

consigne en el  justificante y por el importe que figure en él, quedando obligada la entidad o  

intermediario financiero frente a la Hacienda municipal desde ese momento y por dicho importe, 

excepto que pudiera probarse  fehacientemente la  inexactitud de la fecha o el importe que conste 

en la  validación del  justificante. 

6. Las órdenes de pago dadas por el deudor a las entidades de depósito y a otras personas 

autorizadas para realizar el pago, no producirán, por sí solas, efectos frente a la Hacienda 

municipal, sin perjuicio de las acciones que correspondan al ordenante frente a la entidad o 

persona responsable del incumplimiento   

ARTÍCULO 102.- DOMICILIACIÓN BANCARIA 

1. La domiciliación bancaria deberá ajustarse a los siguientes requisitos: 

a) Que el obligado al pago sea titular de la cuenta en la que domicilie el pago y que dicha cuenta 

esté abierta en una entidad de crédito. También podrá domiciliarse el pago en una cuenta que no 

sea de la titularidad del obligado, siempre que el titular de dicha cuenta autorice la domiciliación. 

 b) Que el obligado al pago comunique su orden de domiciliación a la oficina de recaudación por 

los medios establecidos.  

c)  Los recibos de cobro periódico se pueden domiciliar hasta 1 mes antes del inicio del periodo 

voluntario de cobro. Para estos recibos, la domiciliación tendrá validez indefinida mientras el 

ordenante no indique la anulación o el cambio a otra cuenta o entidad y lo ponga en conocimiento 

de la oficina de recaudación por los medios establecidos. 

d) Las altas de domiciliación de los recibos de cobro periódico que se produzcan fuera del plazo 

establecido en el apartado anterior tendrán efectos a partir del año siguiente 

e) La domiciliación debe ser ordenada a través de entidades financieras inscritas en los registros 

oficiales y autorizados para operar en el Estado español 
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2. Anualmente, en el calendario fiscal, se incluirán las fechas en que se hará el cargo en cuenta 

de los recibos de cobro periódico domiciliados 

 En los supuestos de recibos domiciliados, no se remitirá a la dirección del contribuyente el 

documento de pago.  Alternativamente, los datos de la deuda se incorporarán en el soporte 

magnético que origine el correspondiente cargo bancario, debiendo la entidad financiera expedir y 

remitir el comprobante de cargo en cuenta.  

A los contribuyentes que faciliten su teléfono móvil, y lo soliciten, se les enviará un mensaje 

comunicando la fecha del cargo en cuenta bancaria. 

3. Los pagos se entenderán realizados en la fecha de cargo en cuenta de dichas domiciliaciones, 

considerándose justificante del ingreso aquel que expida la entidad de crédito donde se encuentre 

domiciliado el pago, que incorporará, como mínimo, los datos que se establezcan por la 

Recaudación Municipal. Este justificante no tendrá validez si el obligado al pago ha dado orden 

de retroceder el cargo financiero a su entidad bancaria. 

4. En aquellos casos en los que el cargo en cuenta no se realice o se realice fuera de plazo, por 

causa no imputable al obligado al pago, no se le exigirá a este recargo, intereses de demora, ni 

sanciones de ningún tipo, debiendo hacer efectivo solo el importe de la cuota inicialmente 

liquidada, sin perjuicio de los intereses de demora que, en su caso, corresponda liquidar y exigir a 

la entidad responsable de la demora en el ingreso. 

5. El impago de los recibos domiciliados por causas imputables al obligado tributario originará la 

baja de la domiciliación, sin necesidad de que la administración tributaria le notifique la baja. 

ARTÍCULO 103.- BONIFICACIÓN POR DOMICILIACIÓN 

1. Los obligados tributarios que tengan el pago de sus recibos de vencimiento periódico 

domiciliados disfrutarán de una bonificación del 5% de la cuota del impuesto con los siguientes 

límites que se tendrán en cuenta conjuntamente: 

a) Límite por recibo domiciliado: El importe máximo de la bonificación es de 600,00 € por 

recibo, de manera que si calculado el 5% de la cuota del tributo el resultado fuese 

superior a 600,00 € se bonificará con este último importe. 

b) Límite por sujeto pasivo: Además, el importe máximo acumulado de la bonificación para 

un mismo sujeto pasivo titular de varios recibos domiciliados y bonificados según el 

apartado a) anterior, no podrá superar, en ningún caso, los 3.000,00 €.                                      

2. La bonificación regulada en este artículo tiene carácter rogado y no es compatible con ningún 

otro beneficio fiscal  que establezcan las ordenanzas fiscales para el objeto tributario cuyo 

beneficio se domicilie y a los que pueda acogerse el obligado tributario  

3. Para poder disfrutar de la bonificación por domiciliar los recibos de vencimiento periódico, es 

necesario que se comunique a la Oficina de recaudación, en la forma establecida, la domiciliación 

del pago del recibo como mínimo, un mes antes de la fecha de inicio del cobro del padrón 

correspondiente.  

4. No podrán disfrutar de esta bonificación los obligados que fraccionen por alguno de los 

sistemas previstos en esta Ordenanza el pago de sus tributos, con excepción del fraccionamiento 

denominado Cuenta Fácil 10 regulado en el artículo 121 de esta Ordenanza 

5. En el supuesto de recibos domiciliados impagados se pierde la bonificación correspondiente a 

estos recibos desde el momento del impago 

ARTÍCULO 104.- PAGO CON TARJETA DE CRÉDITO Y DÉBITO 

1. Será admisible el pago mediante tarjeta de crédito y débito, siempre que la tarjeta a utilizar se 

encuentre incluida entre las admitidas por la Recaudación municipal. El calendario fiscal indicará 

para cada ejercicio qué tarjetas se pueden utilizar para efectuar el pago. 

2. Se puede hacer efectivo el pago con tarjeta bancaria por internet o mediante llamada a los 

teléfonos de atención al contribuyente que se señalen en la página web municipal  

3. El límite de los pagos a realizar vendrá determinado por el límite fijado por la entidad emisora  

para cada tarjeta y que, en ningún caso, podrá superar la cantidad que se establezca por el 

órgano municipal competente para cada documento de ingreso, no pudiendo simultanearse, para 

un mismo documento de ingreso, con cualquiera otro de los medios de pago admitidos. 

4. En el caso de pago con tarjeta a través del teléfono y por internet sin firma digital, el 

Ayuntamiento siempre puede requerir a su titular datos complementarios para acceder al pago. 
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5. Los importes ingresados por los obligados al pago a través de tarjetas de crédito o débito no 

podrán ser minorados como consecuencia de descuentos en la utilización de tales tarjetas o por 

cualquiera otro motivo. 

6. Los ingresos efectuados por medio de tarjeta de crédito y débito se entenderán realizados en el 

día en que aquellos hayan tenido entrada en las cuentas corrientes municipales. 

ARTÍCULO 105.-TRANSFERENCIA BANCARIA 

Será admisible el pago mediante transferencia bancaria a alguna de las cuentas corrientes 

municipales, solo en aquellos supuestos excepcionales en que se comunique de forma expresa por 

el Recaudador municipal al obligado al pago. 

2. El mandato de la transferencia debe reunir los siguientes requisitos: 

a) Ser nominativas a favor del Ayuntamiento de Pájara y abonables en las cuentas corrientes que 

expresamente señale el Ayuntamiento y únicamente en aquellos supuestos en los que los órganos 

municipales competentes así lo comuniquen al obligado al pago.  

b) Ser ordenadas a través de entidades financieras inscritas en los registros oficiales y 

autorizadas para operar en el Estado español.  

c) Ser fechadas en el mismo día que se comunique al obligado al pago la autorización del pago por 

transferencia.  

d) Tener especificados el concepto o conceptos de la deuda a la que corresponden mediante, si es 

posible, el número de recibo y/o liquidación  

e) Tener consignados el nombre y apellidos completos y el NIF del sujeto pasivo que figura en el 

recibo y/o liquidación y el nombre de la persona jurídica, en su caso.  

f) Simultáneamente, y por correo electrónico o de manera presencial, el ordenante tiene que enviar 

las declaraciones, liquidaciones o notificaciones que correspondan, con expresión de la fecha de la 

transferencia, el importe y la entidad bancaria intermediaria en la operación. 

Se considerará momento del pago la fecha en la que tuviera entrada el importe correspondiente en 

las cuentas corrientes municipales, quedando liberado desde ese momento el obligado al pago 

frente a la Hacienda municipal. 

ARTÍCULO 106.- PAGO MEDIANTE CHEQUE 

Los pagos que se realicen en entidades financieras colaboradoras con la recaudación municipal, 

podrán realizarse mediante cheque que deberá reunir, además de los requisitos exigidos por la 

legislación mercantil, los siguientes: 

a) Ser nominativo a favor del Ayuntamiento de Pájara, por el importe exacto de la deuda o deudas 

a satisfacer. 

b) Estar debidamente conformado o certificado por la Entidad de crédito, en fecha y forma. 

c) Deberá expresar el nombre o denominación social del librador, que se expresará debajo de la 

firma con toda claridad. 

La admisión de cheques que incumplan alguno de los requisitos anteriores quedará a riesgo de la 

entidad que los acepte sin perjuicio de las acciones que correspondan a dicha entidad contra el 

obligado al pagado. 

2. Cuando un cheque esté válidamente conformado o certificado y no pueda hacerse efectivo en 

todo o en parte, una vez transcurrido el período voluntario, se dictará providencia de apremio por 

el importe no pagado para su cobro en vía de apremio y será exigido a la entidad que lo conformó 

o certificó. 

3. La entrega del cheque en la entidad colaboradora liberará al deudor por el importe satisfecho 

cuando se haya hecho efectivo. En tal caso, producirá efectos desde la fecha en que tenga 

entrada en dicha entidad. Esta validará el correspondiente justificante de ingreso en el que 

consignará la fecha y el importe del pago, quedando desde ese momento la entidad obligada ante 

de la Hacienda municipal. 

4. El importe del cheque podrá corresponder a un solo débito o comprender varios débitos para su 

pago de forma simultánea. 
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 ARTÍCULO 107.- JUSTIFICANTES Y CERTIFICACIONES DE PAGO. 

1. Quien realice el pago de una deuda tendrá derecho a que se le entregue un justificante del pago 

realizado. El pago de las deudas tributarias solamente se justificará mediante la exhibición del 

documento que, de entre los enumerados en el apartado siguiente, proceda. 

2. Los justificantes del pago en efectivo serán, según los casos: 

a) El original o copia compulsada del documento de ingreso debidamente diligenciado por la 

entidad financiera colaboradora o por las entidades que presten, en su caso, servicios de caja de 

la Recaudación. 

 b) Las certificaciones acreditativas del ingreso efectuado expedido por el Recaudador municipal. 

 c) Las certificaciones acreditativas del ingreso efectuado expedido por medios telemáticos, cuya 

autenticidad y validez pueda ser comprobada en la opción “oficina virtual” de la página web del 

Ayuntamiento de Pájara.  

d) El documento acreditativo de la operación realizada por vía telemática expedida por la entidad 

financiera. 

e) El documento acreditativo de la operación realizada, expedida por los cajeros automáticos o 

Tpv. 

 f) Cualquier otro documento al que se otorgue expresamente el carácter de justificante de pago 

por el órgano municipal competente. 

3. Los justificantes de pago en efectivo deberán indicar, al menos, las siguientes circunstancias: 

a) Nombre y apellidos o razón social completa, número de identificación fiscal, si consta, y 

domicilio del deudor. 

 b) Concepto, importe de la deuda y período al que se refiere. 

 c) Fecha de pago. 

 d) Órgano, persona o entidad que lo expidió. 

4. Cuando los justificantes de pago se extiendan por medios mecánicos, las circunstancias del 

apartado anterior podrán expresarse en clave o abreviatura suficientemente identificadoras, en su 

conjunto, del deudor y de la deuda satisfecha la que se refieran. 

5. El obligado al pago podrá solicitar de la Administración, certificación acreditativa del pago 

efectuado, quedando esta obligada a expedirlo. 

SECCIÓN 3, APLAZAMIENTO Y FRACCIONAMIENTO DE PAGO 

ARTÍCULO 108.- APLAZAMIENTO Y FRACCIONAMIENTO DE PAGO 

1. El pago de las deudas tributarias y demás de derecho público podrán aplazarse o fraccionarse 

en los términos previstos en los artículos 65 y 82 de la Ley general tributaria y en esta 

Ordenanza, previa solicitud, cuando la situación económico- financiera del obligado al pago le 

impida de forma transitoria, efectuar el pago en los plazos establecidos. 

2. No podrán ser objeto de aplazamiento ni fraccionamiento las deudas tributarias siguientes: 

-  las que tengan, de acuerdo con la legislación concursal, consideración de créditos contra la 

masa en caso de concurso del obligado tributario. 

- las deudas por sanciones cuyo importe sea inferior a 100,01 euros. 

ARTÍCULO 109.- COMPETENCIA 

1. El órgano competente para instruir y resolver los aplazamientos y fraccionamientos de pago es 

el Alcalde, o en su caso, el Concejal en el que se delegue la gestión de la Hacienda Municipal que 

incluya la resolución de los expedientes de recaudación. 

2. Se entenderán automáticamente concedidos desde el mismo día de su presentación, sin 

recargo, intereses ni costas de ningún tipo, ni se exigirá garantía, por disposición de esta 

Ordenanza, los siguientes fraccionamientos de deudas: 

a) Aquellos en los que el deudor de la Hacienda Municipal cumpla todos y cada uno de los 

siguientes requisitos: 

- Se refieran a deudas derivadas de tributos de cobro periódico por recibo, 

correspondientes al propio ejercicio en que el fraccionamiento se solicita  

- La última fracción sea satisfecha antes del primero de diciembre del propio 

ejercicio económico 
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- Se solicite en periodo voluntario de cobro 

- Se domicilie el pago de las fracciones en una única cuenta bancaria 

b) El Sistema Especial de Pago que bajo el nombre CUENTA FÁCIL 10 se regula en el artículo 

121 de esta Ordenanza,  siempre que el sujeto pasivo reúna los requisitos fijados para 

poder acogerse a dicho sistema 

No obstante, en todo caso, la concesión automática se entenderá como una concesión provisional, 

disponiendo la administración de un plazo máximo de 30 días desde la presentación de la 

solicitud para notificar al obligado tributario la resolución denegatoria. 

ARTÍCULO 110.- GARANTÍAS 

1. Con carácter general, las deudas objeto de aplazamiento y/o fraccionamiento deberán 

garantizarse mediante aval prestado por bancos, cajas de ahorro, cooperativas de crédito o 

sociedades de garantía recíproca autorizadas para operar en todo el Estado o certificado de 

seguro de caución. 

2. Si se justifica la imposibilidad de obtener el aval mediante declaración responsable, el 

interesado puede ofrecer como garantía de pago las siguientes: 

 - hipoteca inmobiliaria 

 - hipoteca mobiliaria 

 -prenda, con o sin desplazamiento, solo para fraccionamientos de deudas en periodo 

ejecutivo 

 - aval personal y solidario de dos contribuyentes de reconocida solvencia, cuando la 

deuda sea superior a 30.000,00 euros e inferior a 50.000,00 euros. 

Cuando se ofrezca un bien en garantía, la valoración de los bienes deberá efectuarse por entidad 

o profesional inscrito en los registros del Banco de  España y se aportará con la solicitud de 

aplazamiento y/o fraccionamiento  

3. En los fraccionamientos se pueden constituir garantías parciales e independientes para cada 

cada uno de los plazos. 

4. La garantía debe cubrir el importe de la deuda y de los intereses de demora que se prevea que 

se devengarán, incrementados los dos conceptos en un 25%.  

5. La suficiencia económica y jurídica de las garantías se tiene que apreciar de conformidad con lo 

establecido en el artículo 48, apartado 4 del Reglamento General de Recaudación 

6. La garantía deberá formalizarse en el plazo de 30 días contados a partir del día siguiente al de 

la notificación del acuerdo de concesión cuya eficacia quedará condicionada a dicha 

formalización. Transcurrido este plazo sin formalizar la garantía, se exigirá ya la deuda por la vía 

que corresponda. 

ARTÍCULO 111.- AVAL 

Las garantías instrumentadas mediante aval, bancario o personal, deben reunir los requisitos 

siguientes: 

a) El aval debe ser solidario con respecto al obligado principal, con renuncia expresa de los 

beneficios de excusión y a pagar al primer requerimiento del Ayuntamiento de Pájara 

b) El aval debe ser de duración indefinida, y será vigente hasta la cancelación de la deuda 

c) El aval debe constituirse ante fedatario público 

d) El nombre, apellidos y NIF de la persona avalada deben coincidir con los del titular de la 

deuda fraccionada. El beneficiario del aval debe ser el Ayuntamiento de Pájara 

e) Los avales bancarios deben estar inscritos en el registro oficial de avales de la entidad 

avaladora 

ARTÍCULO 112.- DISPENSA DE GARANTÍA 

 No obstante lo dispuesto en el artículo 110 de esta ordenanza, se dispensará de garantía en los 

siguientes supuestos: 

a) Cuando el solicitante sea una Administración Pública  

b) Cuando el importe de la deuda que se fracciona o aplaza sea igual o inferior al límite que 

fije la normativa tributaria estatal para eximir de garantía los aplazamientos y 

fraccionamientos de las deudas tributarias del Estado de acuerdo con las siguientes 
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condiciones: 

 - Para determinar si se debe constituir garantía se acumularán en el momento de 

la solicitud, tanto las deudas a las que se refiere la propia solicitud (principal, intereses 

de demora, recargos del periodo ejecutivo y costas en su caso), como  el importe de los 

vencimientos pendientes de ingreso de las deudas aplazadas o fraccionadas, excepto 

que estén debidamente garantizadas, siempre que estén en periodo de recaudación, 

voluntario o ejecutivo. 

 - Asimismo, para la determinación del límite para no constituir garantía también 

se considerarán los intereses de demora del aplazamiento o fraccionamiento y se 

detraerá, en su caso, la entrega inicial. 

c) Cuando el fraccionamiento sea de concesión automática, siempre que haya transcurrido 

un mes desde la solicitud y no se haya notificado resolución desestimatoria al deudor. 

d) Cuando se haya anotado embargo preventivo en algún registro público de bienes de valor 

suficiente, a juicio del Recaudador, se considerará garantizada la deuda y no será 

necesario aportar nueva garantía. Esta apreciación será automática si el valor catastral 

del bien supera la totalidad del importe a garantizar en el fraccionamiento y el resto de 

deudas que pudiera tener el deudor con la Hacienda Municipal. 

e) Cuando el contribuyente demuestre de manera fehaciente una escasa capacidad 

económica o solvencia patrimonial. Para ello se debe aportar lo siguiente: 

 -  Declaración responsable que manifieste la imposibilidad de obtener un aval de 

una entidad crédito o sociedad de garantía recíproca y de no poseer bienes 

 - Si está obligado a llevar contabilidad por realizar una actividad económica, 

balance y cuenta de resultados oficiales de los 3 últimos años e informe de auditoría, en 

caso de que tenga uno 

 - Plan de viabilidad y cualquier otra información con trascendencia económica, 

financiera o patrimonial que se estime adecuada y que justifique la posibilidad de 

cumplir el aplazamiento o fraccionamiento solicitado 

 - Si el deudor es persona física, tiene que aportar, también, si procede: 

  - Hoja de salario, pensión o prestación social, o certificación negativa de 

recepción de estas ayudas 

  - justificante del estado de paro 

  - Informe de servicios sociales de donde tenga la residencia 

 - Autorización expresa para que el Ayuntamiento consulte el nivel de renta en la 

Agencia Estatal de la Administración Tributaria a través de la plataforma de 

intermediación de datos. 

ARTÍCULO 113.- INTERÉS DE DEMORA 

1. En todo caso, las cantidades cuyo pago se aplace o fraccione deben devengar interés de 

demora.  

2. No obstante lo anterior, no se exigirá interés de demora en los fraccionamientos y 

aplazamientos de concesión automática del artículo 109 de esta Ordenanza. 

3. Concedido el fraccionamiento o aplazamiento, se calcularán intereses de demora por cada 

fracción de deuda al tipo de interés señalado en el artículo 20 de esta Ordenanza, salvo los casos 

en que  la deuda total se garantice mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de 

garantía recíproca o mediante un certificado de seguro de caución, en los que el interés de demora 

exigible es el interés legal que corresponda hasta la fecha de su ingreso.  

Si el fraccionamiento hubiera sido solicitado en período ejecutivo, la base para el cálculo de 

intereses no incluirá el recargo del período ejecutivo.  

Por cada fracción de deuda se computarán los intereses devengados desde el día siguiente al del 

vencimiento del plazo de ingreso en período voluntario hasta el día del vencimiento del plazo 

concedido, que también computará en el cálculo de los intereses. Los intereses devengados por 

cada fracción deberán pagarse junto con dicha fracción en el plazo correspondiente. 

4. En el caso de autoliquidaciones sin ingreso que se hubieran presentado extemporáneamente, el 

interés de demora se computará desde la fecha de la presentación de la solicitud del 

aplazamiento o fraccionamiento. 
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ARTÍCULO 114.- PLAZOS  

1. Los fraccionamientos se concederán por un periodo máximo de 36 meses. Con independencia 

del importe de la deuda, el número máximo de plazos se concederá únicamente para aquellas 

deudas garantizadas con aval bancario. En caso contrario, deudas no garantizadas o 

garantizadas por medio diferente al aval bancario, el fraccionamiento que se conceda no podrá 

superar los 24 meses. 

2. Los aplazamientos se concederán por un periodo máximo de seis meses 

3. Dentro de estos periodos, los plazos de pago serán fijados definitivamente, en atención a la 

situación económica y personal acreditada por el solicitante, por el órgano competente para su 

resolución, sin que en ningún caso, la cuota de la fracción, pueda ser inferior a 30,00 €.  

4. Los fraccionamientos tendrán en todo caso vencimiento en meses consecutivos y el pago de la 

mensualidad, con carácter general coincidirá con el día 20 de cada mes o siguiente hábil. 

5. Cuando no sea posible emitir una fracción en su correspondiente fecha, esta se remitirá para su 

cargo en cuenta junto con la fracción siguiente, estando obligado el contribuyente a realizar su 

pago conjunto. Se entenderá producido el impago si se devuelve alguna de las fracciones. 

ARTÍCULO 115.-FORMA DE PAGO DE LOS PLAZOS: DOMICILIACIÓN 

En todo caso, para atender las obligaciones de pago derivadas del aplazamiento o 

fraccionamiento recogidas en esta ordenanza, se considerará necesario que el obligado tributario 

domicilie el pago en una entidad bancaria con los requisitos que para el caso se establezca por la 

Tesorería.  

ARTÍCULO 116.- SOLICITUD 

1. Los aplazamientos y fraccionamientos se concederán por la Administración municipal, previa 

solicitud de los obligados al pago. 

Con el fin de salvaguardar los derechos del contribuyente reconocidos en los artículos 34.1.a) y k) 

de la LGT, cuando la solicitud no cumpla con los requisitos exigibles, se otorgará un plazo no 

inferior a 10 días a fin de que por el interesado pueda procederse a la reformulación o 

subsanación de esta, donde se le indicarán los motivos que impiden atenderla en los términos en 

los que se formuló y/o la documentación necesaria no adjuntada. 

En este caso, el interesado podrá acudir a las dependencias municipales con el fin de obtener 

asistencia en el planteamiento de su solicitud, lo que se le indicará en el trámite notificado. 

No se otorgará este trámite cuando los defectos apreciados tengan una evidente finalidad 

dilatoria u obstructiva. En particular, se apreciará esta circunstancia cuando los defectos ya se 

hubieran apreciado en una solicitud anterior presentada por el interesado o procedan de 

solicitudes estereotipadas y reiterativas. 

Las solicitudes de aplazamiento y fraccionamiento de pago se dirigirán al Recaudador municipal, 

a quien corresponde evaluar la situación económico-financiera del obligado al pago en relación con 

la posibilidad de satisfacer los débitos, así como la suficiencia e idoneidad de las garantías 

propuestas o, en su caso, la concurrencia de las condiciones precisas para obtener la dispensa de 

garantía. 

2. Se acumularán en un único expediente las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento de 

deudas que estén en período voluntario en el momento de la presentación de la solicitud. No se 

acumularán aquellas, cuya solicitud ya fuera resuelta expresamente. 

ARTÍCULO 117.- CONTENIDO DE LA SOLICITUD Y DOCUMENTACIÓN NECESARIA 

1. La solicitud de aplazamiento o fraccionamiento contendrá, necesariamente, los siguientes 

datos: 

a)  Nombre y apellidos o razón social completa, número de identificación fiscal y domicilio del 

obligado al pago y, en su caso, de la persona que lo represente. 

b)  Identificación de las deudas cuyo aplazamiento o fraccionamiento se solicite, debiendo figurar 

necesariamente, su importe, concepto y fecha de finalización del plazo de ingreso en período 

voluntario.  

c)  Causas que acrediten que su situación económico-financiera le impide, de forma transitoria, 

efectuar el pago. 

d) Plazos y demás condiciones del aplazamiento o fraccionamiento que se solicita. 
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e) Garantía que se ofrece, en su caso 

f) Orden de domiciliación bancaria 

g) Lugar, fecha y firma del obligado al pago, así como, en su caso, la de su representante. 

2. La solicitud deberá acompañarse de la siguiente documentación: 

2.1) Para justificar la falta de liquidez o de Tesorería, así como la capacidad de generar 

recursos para hacer frente al pago de la deuda en los plazos solicitados, además de los que el 

solicitante considere necesarios: 

  a) Cuando el solicitante sea una persona física que no realiza actividad 

económica por cuenta propia: 

• declaración responsable en la que se haga constar la inexistencia de fondos u otros 

activos líquidos o realizables en el corto plazo, que le permitan hacer frente al pago de la 

deuda. 

• Hoja de salario, pensión o prestación social, o certificación negativa de estas ayudas  

• Justificante del estado de paro 

• Informe de los servicios sociales de donde tenga la residencia, en su caso. 

•  Autorización expresa para que el Ayuntamiento conulte el nivel de renta en la Agencia 

Estatal de la Administración Tributaria a través de la plataforma de intermediación de 

datos. 

   b) Cuando el solicitante sea una persona jurídica, empresario individual, 

autónomo y en general persona física que realiza actividad económica por cuenta propia: 

• declaración responsable en la que se haga constar la inexistencia de fondos u otros 

activos líquidos o realizables en el corto plazo que le permitan hacer frente al pago de la 

deuda. En el caso de entidades, la declaración responsable la suscribirá el apoderado.  

• En caso de que tenga obligación de llevar contabilidad, las cuentas del balance de 

situación y la cuenta de resultados de los tres últimos ejercicios contables oficiales e 

informe de auditoría, en caso de que tenga uno 

• Plan de viabilidad y cualquier otra información con transcendencia económica, financiera 

o patrimonial que se estime adecuada  

• Plan de Tesorería  

   2.2)  Cuando se trate de deudas que se tengan que satisfacer mediante autoliquidación el 

modelo normalizado debidamente formalizado 

   2.3) Calendario de pagos propuesto por el solicitante que la resolución del 

fraccionamiento, si es de concesión, confirmará o modificará 

3. La Recaudación Municipal facilitará el modelo normalizado de solicitud de aplazamiento o 

fraccionamiento que se podrá presentar: 

 a) Las personas físicas pueden escoger entre el Registro del Ayuntamiento o a través de 

internet 

 b) Los profesionales de gestión (asesorías, gestorías etc.), las empresas y demás entidades 

deben hacer la solicitud a través de internet 

ARTÍCULO 118.- INADMISIÓN DE SOLICITUDES DE APLAZAMIENTO Y FRACCIONAMIENTO 

Se inadmitirán las siguientes solicitudes de aplazamiento: 

• Cuando la deuda esté en período ejecutivo de recaudación en cualquier momento posterior al 

de la notificación del acto administrativo por el que se acuerde la subasta de los bienes 

embargados. 

• Las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento de deudas que no son aplazables o 

fraccionables según se establece en esta Ordenanza 

• Cuando la deuda se declare por autoliquidación y esta no se haya presentado o se haya 

iniciado con anterioridad a  su comprobación 

• Las solicitudes que sean reiteración de otras anteriores que se hayan denegado.  

•  Las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento que incluyan deudas en período 

voluntario y otras en vía ejecutiva. En este supuesto se comunicará al interesado que, si lo 

desea, debe presentar dos solicitudes, una por la totalidad de la deuda en período ejecutivo y 

otra, por las deudas que estén en período voluntario de las que desee el aplazamiento o 
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fraccionamiento. 

ARTÍCULO 119.- TRAMITACIÓN 

 1. La presentación de una solicitud de aplazamiento o fraccionamiento en período voluntario 

impedirá el inicio del período ejecutivo durante la tramitación de dicho expediente. 

a ) Si la solicitud se presenta en período voluntario de ingreso, el fraccionamiento o aplazamiento 

se concederá por el importe del principal más los intereses de demora sobre la deuda 

aplazada. 

b ) Si la solicitud se presenta en período ejecutivo, se concederá el fraccionamiento o 

aplazamiento por el importe del principal más el 20% del recargo de apremio ordinario más los 

intereses de demora correspondientes. 

2. Presentada la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento, si se apreciara algún defecto en la 

misma o en la documentación aportada, se concederá al interesado un plazo de 10 días para su 

rectificación con el apercibimiento de que si no lo hiciera se procederá, sin más trámite, al archivo 

de la solicitud, que se tendrá por no presentada, con la consiguiente continuación del 

procedimiento recaudatorio. 

3. Durante la tramitación de la solicitud el deudor deberá efectuar el pago del plazo, fracción o 

fracciones propuestos en aquella, pudiendo, en caso de impago, denegarse la solicitud por 

concurrir dificultades económico-financieras de carácter estructural. 

4. Para la resolución de los expedientes, los órganos de recaudación evaluarán el carácter 

transitorio de las dificultades económico-financieras del obligado al pago. 

Por carácter transitorio de las dificultades económico-financieras debe entenderse la ausencia o 

escasez de recursos líquidos suficientes, con carácter coyuntural y no estructural, que no permita 

la cancelación de sus deberes inmediatos. 

La evaluación de esta en el caso de empresarios o profesionales obligados por Ley a llevar la 

contabilidad se efectuará a través de los datos que consten en la documentación contable que 

obligatoriamente ha de aportar el deudor y, en su caso, de los que pudiera aportar en apoyo de su 

solicitud voluntariamente, o previo requerimiento efectuado por el órgano competente para la 

tramitación, cuando considere insuficiente los anteriores. 

En otro caso, la dificultad económico-financiera de carácter coyuntural se evaluará 

preferentemente a través del estudio del nivel de renta, así como de la documentación de sus 

ingresos y gastos, o de cualquiera otra que pudiera resultar de utilidad aportada voluntariamente 

o previo requerimiento municipal. 

El requisito de transitoriedad de las dificultades económico-financieras se observará, procurando 

evitar que, a través de reiteradas y sucesivas solicitudes, especialmente de tributos periódicos de 

notificación colectiva, el Ayuntamiento apruebe de forma sistemática aplazamientos o 

fraccionamientos en los casos en los que no hay problemas económico-financieros de carácter 

coyuntural. 

Cuando se aprecien las dificultades económico-financieras del obligado al pago, se tendrán en 

cuenta aquellas circunstancias que puedan ser reflejo de dificultades estructurales, de falta de 

viabilidad de la actividad, o bien de utilización indebida de esta facilidad de pago, de especial 

importancia en las solicitudes de plazos dilatados o con dispensa total o parcial de garantía. En 

concreto, se examinará: 

• El cumplimiento corriente de las obligaciones tributarias, incluidos otros aplazamientos o 

fraccionamientos vigentes concedidos con anterioridad. 

• La reiteración en la solicitud de aplazamientos o fraccionamientos sobre la misma deuda 

tributaria. 

• La cancelación por incumplimiento de otros aplazamientos o fraccionamientos concedidos 

con anterioridad, tanto si se refiere al pago de los plazos establecidos cómo a la 

formalización de la garantía. 

5. Los expedientes de aplazamiento y fraccionamiento se concederán mediante resolución del 

Alcalde o persona en quien delegue. 

 6. Las resoluciones que concedan aplazamientos o fraccionamientos de pago especificarán los 

plazos de pago y demás condiciones del acuerdo, que podrán ser distintos de los solicitados. En 

todo caso, el vencimiento de los plazos deberá coincidir con los días 20 del mes. 
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7. Las resoluciones que concedan aplazamientos o fraccionamientos de pago, se notificarán al 

solicitante advirtiéndole de los efectos que se producirán de no constituirse la garantía en el plazo 

establecido, así como de los efectos de falta de pago. La notificación incorporará el cálculo de los 

intereses de demora asociados a cada uno de los plazos de ingreso concedidos. 

En el caso de autoliquidaciones presentadas en plazo junto con la solicitud de aplazamiento o 

fraccionamiento, el acuerdo de concesión aprobará la liquidación que corresponda si esta fuera 

superior a la consignada en la autoliquidación. Asimismo, la suma a garantizar será por la 

totalidad del importe liquidado. También se hará constar que de no formalizar la correspondiente 

garantía y no ingresar en plazo la liquidación, se procederá conforme se dispone en el párrafo 

anterior. Si se trata de autoliquidaciones   extemporáneas sin requerimiento previo, además de lo 

anterior, el acuerdo de aprobación incluirá los recargos e intereses que procedan. 

8. Si la resolución dictada fuera denegatoria, las consecuencias serán las siguientes: 

a ) Si la solicitud fue presentada en período voluntario de ingreso, con la notificación del acuerdo 

denegatorio se iniciará el plazo de ingreso regulado en el artículo 62.2 de la Ley general 

tributaria, con la advertencia de que, de no producirse el ingreso dentro de este periodo, 

comenzará el período ejecutivo y el procedimiento de apremio. 

De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la liquidación de los intereses de demora 

devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en período 

voluntario. 

De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán desde la fecha de vencimiento del plazo 

de ingreso en periodo voluntario, sin perjuicio de los que puedan devengarse con posterioridad, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley general tributaria. 

En el caso de autoliquidaciones presentadas durante el período voluntario de ingreso junto con 

la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento, la resolución denegatoria contendrá, asimismo, 

la aprobación de la liquidación correspondiente con los intereses devengados desde la 

finalización del período voluntario de ingreso. 

Tratándose de autoliquidaciones   extemporáneas sin requerimiento previo, la resolución 

denegatoria aprobará la liquidación que corresponda con las consecuencias a las que se refiere 

el artículo 123 de esta ordenanza junto con los intereses devengados desde el día siguiente al 

de la presentación de la autoliquidación extemporánea. 

b ) Si la solicitud fue presentada en período ejecutivo de ingreso, deberá iniciarse o continuar, en 

su caso, el procedimiento de apremio. 

9. La resolución deberá adoptarse en el plazo de seis meses a contar desde el día en que la 

solicitud de aplazamiento o fraccionamiento tuvo entrada en el registro general del Ayuntamiento 

de Pájara. Transcurrido dicho plazo sin que hubiera recaído resolución, los interesados podrán 

considerar desestimada la solicitud para presentar frente a la denegación presunta el 

correspondiente recurso o esperar la resolución expresa. 

ARTÍCULO 120. - EFECTOS DE LA FALTA DE PAGO. 

1. En los aplazamientos solicitados en período voluntario, si finalizado el vencimiento del plazo 

concedido no se hubiese efectuado el pago, se iniciará al día siguiente el período ejecutivo que 

incluirá la deuda aplazada, los intereses devengados y el recargo del período ejecutivo 

correspondiente. En los aplazamientos solicitados en período ejecutivo, se procederá, en su caso, 

a ejecutar la garantía, o, en el caso de inexistencia o insuficiencia de esta, se seguirá el 

procedimiento de apremio para la realización del débito pendiente. 

2. En los fraccionamientos solicitados en período voluntario, si llegado el vencimiento de 

cualquiera de los plazos no se hubiera efectuado el pago, se considerarán también vencidas las 

fracciones pendientes, iniciándose el período ejecutivo para el cobro de la totalidad de la deuda 

fraccionada no satisfecha y sus intereses devengados incluso la fecha de vencimiento del plazo 

incumplido, con el recargo del período ejecutivo que corresponda. Si el fraccionamiento fue 

solicitado en período ejecutivo, del mismo modo, se consideran vencidas anticipadamente las 

fracciones pendientes procediéndose conforme a lo dispuesto en el apartado anterior para los 

aplazamientos en periodo ejecutivo de cobro. 

ARTÍCULO 121. - CUENTA FÁCIL 10. 

1. La Cuenta Fácil 10 es un sistema especial de pago que permite fraccionar el pago sin devengo 

de intereses ni necesidad de presentar garantías, de la cuota a pagar por todos los tributos de 
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pago periódico y notificación colectiva devengados el 1 de enero de cada año de los que sea titular 

un único obligado al pago, mediante el ingreso periódico de 10 cuotas mensuales consecutivas. 

2. Los tributos a los que se refiere el apartado anterior son los siguientes: 

- Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 

- Impuesto sobre Actividades Económicas. 

- Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 

- Tasa por la recogida de la basura domiciliaria. 

- Mesas y sillas 

- Cajeros 

- Vados 

3. Podrán acogerse al sistema especial de pagos previsto en el presente artículo aquellos sujetos 

pasivos que reúnan los siguientes requisitos: 

a) No mantener con el Ayuntamiento de Pájara deudas o sanciones tributarias en período 

ejecutivo a fecha 31 de diciembre del año anterior al del devengo de los tributos 

fraccionados,excepto que se trate de deudas o sanciones tributarias que se encuentren 

aplazadas, fraccionadas o cuya ejecución estuviera suspendida. 

 b) Que la suma del importe total anual de la cuota tributaria en período voluntario de todos los 

tributos señalados en el apartado primero sea superior a 300 euros. El importe se calculará 

tomando como referencia los datos del ejercicio anterior al de la aplicación del sistema, incluidos 

los beneficios fiscales que le correspondan. 

 c) El pago de todas las cuotas mensuales deberá realizarse mediante domiciliación bancaria en 

una cuenta abierta en una entidad de crédito de la que el obligado al pago sea titular. El pago 

podrá domiciliarse en una cuenta que no sea de titularidad del obligado, siempre que el titular de 

la cuenta autorice la domiciliación. 

 d) Figurar como sujeto pasivo del IBI o del IAE. 

4. Los pagos se realizarán en 10 cuotas mensuales con cargo en cuenta el día 20 o inmediato 

hábil posterior de los meses de febrero a noviembre, ambos incluidos. 

5. El interesado para acogerse a la Cuenta Fácil 10 deberá presentar la solicitud antes del 31 de 

diciembre del ejercicio anterior a aquel en el que se produzca el devengo de los tributos 

fraccionados. 

6. Cuotas. De acuerdo con los datos que obran en su poder, la Administración efectuará una 

estimación del importe de las cuotas que el interesado debe pagar en cada fracción, siendo las 9 

primeras de igual importe, y determinándose la última por la diferencia entre la suma de la cuota 

anual a pagar correspondiente a todos los recibos fraccionados, menos el importe de las 9 

primeras cuotas. Si de la liquidación practicada para obtener el importe de la última cuota 

resultara una cantidad a favor del contribuyente, se procederá a su devolución de oficio, sin 

necesidad de que el interesado la solicite, en la misma cuenta de la domiciliación de las cuotas, 

sea o no titularidad del sujeto pasivo. 

7. En cualquier caso, para la determinación anual de las cuotas mensuales en ejercicios 

sucesivos, se incorporarán automáticamente las nuevas unidades fiscales incorporadas a los 

padrones de los tributos municipales de pago periódico y notificación colectiva, sin necesidad de 

que el interesado lo solicite. 

8. La solicitud de alta producirá sus efectos por tiempo indefinido, en tanto no sea solicitada por 

escrito la baja por el interesado, sea rechazada alguna de las cuotas por la entidad de crédito por 

cualquier motivo, o la Administración disponga expresamente su invalidez por razones 

justificadas. En estos casos, el sistema de pago pasará a ser el sistema normal, de acuerdo con 

los plazos señalados en el calendario del contribuyente. 

En el supuesto de que la baja tenga lugar a lo largo del ejercicio, las cuotas ingresadas se 

aplicarán a los recibos de mayor a menor antigüedad, determinada por la fecha de finalización 

del período voluntario de ingreso de cada uno de ellos. En el supuesto de que dos o más tributos 

tengan la misma fecha de finalización del período voluntario, las cuotas ingresadas se aplicarán a 

los recibos de menor importe. 

Cuando, una vez efectuada la aplicación de las cuotas ingresadas "la cuenta" según lo dispuesto 

en el párrafo anterior, resulten recibos total o parcialmente no pagados respecto de los que ha 

finalizado el período voluntario de ingreso, se procederá al cobro del importe pendiente por el 
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procedimiento administrativo de apremio, de acuerdo con el previsto en la normativa de 

recaudación. 

9. Los interesados deberán comunicar expresamente, cualquier cambio en la domiciliación 

bancaria, produciendo efectos en la próxima cuota, siempre que se solicite antes del día 20 de 

cada mes o inmediato hábil siguiente. 

10.  Para obtener un certificado de encontrarse al corriente del pago de cualquiera de los tributos 

acogidos a esta modalidad de pago, será necesario que se produzca el pago íntegro de dicho 

tributo de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo segundo del punto 8 del presente artículo sobre 

aplicación de cantidades a cuenta. 

SECCIÓN 4, RECAUDACIÓN EN PERIODO VOLUNTARIO 

ARTÍCULO 122.- ANUNCIOS DE COBRO.  

1. Durante el cuarto trimestre de cada año, por acuerdo del Concejal/a Delegado/a, se debe 

anunciar en el Boletín Oficial de la Provincia el calendario fiscal del ejercicio siguiente, que 

contendrá los conceptos tributarios que serán objeto de cobro durante el ejercicio fiscal siguiente,  

los periodos, fechas y sistema recaudatorio.  

2. Los anuncios de cobro deben indicar, como mínimo:  

- El plazo de ingreso de las liquidaciones de cobro periódico, que tiene que durar 2 meses salvo los 

casos en los que las leyes establezcan expresamente otro plazo.  

- La modalidad de cobro utilizable de las enumeradas en el artículo 23 del Reglamento general de 

recaudación.  

- Los lugares de ingreso.  

- La advertencia de que, finalizado el plazo de ingreso, las deudas se exigirán por el 

procedimiento de apremio y se devengarán los correspondientes recargos del periodo ejecutivo, los 

intereses de demora y, en su caso, las costas que se produzcan.  

ARTÍCULO 123.-PLAZOS DE INGRESO Y RECARGOS POR DECLARACIÓN EXTEMPORÁNEA  

 1. Hay que realizar el ingreso en los plazos señalados en el artículo 47 de esta ordenanza.  

2. El vencimiento del plazo establecido para el pago sin que este se haya efectuado determinará el 

devengo de intereses de demora.  

3. Los ingresos correspondientes a declaraciones-liquidaciones o autoliquidaciones presentadas 

fuera de plazo sin requerimiento previo, así como las liquidaciones derivadas de declaraciones 

presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo, deben incluir los recargos siguientes:  

a) Si el ingreso se hace en los 3 meses siguientes al vencimiento del plazo voluntario de 

presentación e ingreso, se aplicará un recargo del 5 %, con exclusión de los intereses de demora y 

sanciones.  

b) Si el ingreso se hace en los 6 meses siguientes al vencimiento del plazo voluntario de 

presentación e ingreso, se aplicará un recargo del 10 %, con exclusión de los intereses de demora 

y sanciones.  

c) Si el ingreso se hace en los 12 meses siguientes al vencimiento del plazo voluntario de 

presentación e ingreso, se aplicará un recargo del 15 %, con exclusión de los intereses de demora 

y sanciones.  

d) Si el ingreso se hace pasados estos 12 meses posteriores al vencimiento del plazo voluntario de 

presentación e ingreso, se aplicará un recargo del 20 % con exclusión de las sanciones. Asimismo, 

en estos casos se deben exigir intereses de demora por el periodo transcurrido desde el día 

siguiente de la finalización del plazo de los 12 meses siguientes a la finalización del periodo 

voluntario de presentación e ingreso, hasta que se produzca esta operación.  

4. Cuando los obligados tributarios no hagan el ingreso ni presenten solicitud de aplazamiento, 

fraccionamiento o compensación en el momento de la presentación de la declaración-liquidación o 

la autoliquidación extemporánea, estos recargos serán compatibles con los recargos del periodo 

ejecutivo previstos en el artículo 124 de esta ordenanza.  

SECCIÓN 5, RECAUDACIÓN EN PERIODO EJECUTIVO 

ARTÍCULO 124. - INICIO DEL PERÍODO EJECUTIVO 

1. El período ejecutivo se inicia: 
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a) Para los tributos de vencimiento periódico y notificación colectiva, y para las liquidaciones 

previamente notificadas y no ingresadas a su vencimiento, el día siguiente al vencimiento del 

plazo de ingreso en período voluntario. 

 b) En el caso de deudas a ingresar mediante autoliquidación presentada sin realizar el ingreso, al 

día siguiente de la finalización del plazo que establezca la correspondiente ordenanza fiscal de 

cada tributo para dicho ingreso o, si este ya hubiera concluido, el día siguiente al de la 

presentación de la autoliquidación. 

2. La presentación de una solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período 

voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo durante la tramitación de dichos expedientes. 

La interposición de un recurso o reclamación en tiempo y forma contra una sanción impedirá el 

inicio del período ejecutivo hasta que la sanción sea firme en vía administrativa y haya finalizado 

el plazo para efectuar el ingreso en período voluntario. 

3. Iniciado el período ejecutivo, se efectuará la recaudación de las deudas liquidadas o 

autoliquidadas con el recargo correspondiente y, en su caso, los intereses y las costas que 

procedan por el procedimiento de apremio sobre el patrimonio del obligado al pago. 

4. El inicio del período ejecutivo determina la exigencia de los intereses de demora y de los 

recargos del período ejecutivo y, en su caso, de las costas del procedimiento de apremio. 

5. Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo ejecutivo, recargo de procedimiento 

de apremio reducido y recargo de procedimiento de apremio ordinario. Sus cuantías son las 

siguientes: 

a) El recargo ejecutivo será del 5% y se aplicará cuándo se satisfaga la totalidad de la deuda no 

ingresada en período voluntario antes de la notificación de la providencia de procedimiento de 

apremio. 

 b) El recargo del procedimiento de apremio reducido será del 10 % y se aplicará cuándo se 

satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en período voluntario y el propio recargo antes de 

la finalización de los siguientes plazos: 

1) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 1 y 15 de cada mes, desde la fecha 

de recepción de la notificación incluso el día 20 de dicho mes o, si este no fuera hábil, incluso el 

inmediatamente hábil siguiente.  

2) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la 

fecha de recepción de la notificación incluso el día 5 del mes siguiente o, si este no había sido 

hábil, incluso el inmediatamente hábil siguiente. 

 c) El recargo de procedimiento de apremio común será del 20 % y será aplicable cuando no 

concurran las circunstancias de los apartados a) y b). 

6. Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso al tiempo de presentar la 

autoliquidación, se devengará el recargo de procedimiento de apremio a la finalización del plazo 

reglamentario determinado para el ingreso. En caso de autoliquidaciones extemporáneas, 

presentadas sin realizar el ingreso, los recargos del período ejecutivo se devengarán a la 

presentación de estas. 

7. Los recargos del período ejecutivo son compatibles con los recargos de extemporaneidad en la 

presentación de autoliquidaciones y declaraciones. 

8. El recargo de procedimiento de apremio común es compatible con los intereses de demora. 

Cuando resulte exigible el recargo ejecutivo o el recargo del procedimiento de apremio reducido no 

se exigirán los intereses de demora devengados desde lo inicio del período ejecutivo. 

ARTÍCULO 125.- INICIO DEL PROCEDIMIENTO DE  APREMIO. 

1. El procedimiento de apremio se inicia mediante la notificación de la providencia de apremio 

dictada por el Tesorero/a Municipal. 

2. La providencia de apremio constituye el título ejecutivo único, que tiene la misma fuerza 

ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los obligados al 

pago. 

3. La providencia de apremio podrá ser impugnada ante el tesorero/a por los siguientes motivos: 

 a)  Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago. 

 b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en periodo voluntario y otras 

causas de suspensión del procedimiento de recaudación. 
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 c) Falta de notificación de la liquidación. 

 d)  Anulación de la liquidación. 

 e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida la identificación del 

deudor o de la deuda. 

4. Cuando la impugnación, razonablemente fundada, se refiera a la existencia de causa de 

nulidad de pleno derecho o anulabilidad de la liquidación, podrá ordenarse la paralización de 

actuaciones. Si se verifica que efectivamente se da aquella causa, se instará el correspondiente 

acuerdo administrativo de anulación de la liquidación que, en consecuencia, también anulará la 

providencia de apremio. 

5. Una vez iniciado el período ejecutivo y notificado la providencia de apremio, el pago de la deuda 

tributaria deberá efectuarse en los siguientes plazos: 

 a) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 1 y 15 de cada mes, desde la fecha 

de recepción de la notificación incluso el día 20 de dicho mes o, si este no fuera hábil, incluso el 

inmediatamente hábil siguiente. 

b) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la 

fecha de recepción de la notificación incluso el día 5 del mes siguiente o, si este no fuera sido 

hábil, incluso el inmediatamente hábil siguiente. 

6. Si el obligado tributario no realizase el pago dentro del plazo al que se refiere el apartado 

anterior, se procederá al embargo de sus bienes, advirtiéndose así en la providencia de apremio. 

7. Contra la diligencia de embargo de los bienes que formen el patrimonio del deudor solo serán 

admisibles los siguientes motivos de oposición: 

 a)  Extinción de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago. 

 b) Falta de notificación de la providencia de apremio. 

 c) El incumplimiento de las normas reguladoras del embargo contenidas en la Ley General 

Tributaria y normas dictadas en su desarrollo. 

 d) Suspensión del procedimiento de recaudación. 

8. El procedimiento de apremio tendrá carácter exclusivamente administrativo y se sustanciará 

del modo regulado en la Legislación General de Recaudación. 

9. De acuerdo con el dispuesto en el artículo 165 de la Ley General Tributaria, el procedimiento de 

apremio se suspenderá en la forma y con los requisitos previstos en las disposiciones reguladoras 

de los recursos, y en los restantes supuestos previstos en la normativa tributaria. 

ARTÍCULO 126.- SUBASTA DE BIENES 

1. El procedimiento común de adjudicación de bienes embargados será la subasta pública, que 

será única y se realizará por medios electrónicos en el portal de subastas de la agencia estatal 

boletín oficial del estado, debiendo observarse en su tramitación el dispuesto en los artículos 100 

y siguientes del Reglamento de Recaudación. 

2. La mesa de subasta de bienes estará integrada por un presidente, un Secretario y hasta un 

máximo de tres vocales. 

 - el Presidente será el Tesorero/a Municipal o persona en quién delegue 

 - el Secretario será el Secretario General Municipal o persona en quién delegue 

 - En todo caso el Interventor General Municipal, o persona en quién delegue, formará parte 

de la mesa en calidad de vocal 

El resto de vocales será designado por el Alcalde- Presidente entre el personal municipal con 

categoría A1. Todos podrán ser sustituidos en caso de ausencia. 

3. Las subastas de bienes embargados se anunciarán, en todo caso, en el Tablón de Edictos y en 

la página web municipal así como en el boletín oficial del Estado.  

Cuando el tipo supere la cifra de 1.000.000 euros, se anunciará, además, en el Boletín Oficial del 

Estado.  

3. Las subastas de bienes embargados se anunciarán en el Boletín Oficial del Estado y en el 

Tablero de Edictos del Ayuntamiento. Podrá disponerse la publicación del anuncio de subasta en 

medios de comunicación de gran difusión y en publicaciones especializadas, cuando a su juicio 

resulte conveniente y el coste de la publicación sea proporcionado con el valor de los bienes. 

4. El importe de los tramos de licitación, deberá adecuarse a las siguientes escalas: 
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a) Para tipos de subasta inferiores a 10.000 euros, 100 euros. 

b) Para tipos de subasta desde 10.000 euros hasta 50.000 euros, 300 euros. 

c) Para tipos de subasta desde 50.000 euros hasta 250.000 euros, 500 euros. 

d) Para tipos de subasta superiores a 250.000 euros, 1.000 euros. 

5. Cuando la mejor de las ofertas presentadas fuera inferior al 50 por ciento del tipo de subasta 

del bien la Mesa, atendiendo al interés público y sin que exista precio mínimo de adjudicación, 

decidirá si la oferta es suficiente, acordando la adjudicación del bien o lote, o declarando desierta 

la subasta. 

Indicativamente, se fija el 35 por ciento del tipo de subasta como oferta admisible en estos 

supuestos. 

6. Terminada la subasta, se levantará acta y se entregará a los adjudicatarios la certificación del 

acta de adjudicación de los bienes. 

Todos los gastos derivados de la adjudicación, incluidos los impuestos que graben la transmisión, 

tarde-noche por cuenta del adjudicatario. Los adjudicatarios exoneran expresamente el 

Ayuntamiento de Pájara, al amparo del artículo 9 de la Ley 49/1960, de 21 de junio, de 

Propiedad Horizontal, del deber de presentar certificación sobre el estado de las deudas de la 

comunidad, siendo a cargo de estos la cancelación de las deudas pendientes de pago. 

7. En caso de impago del precio de final por el adjudicatario, el importe depositado se aplicará a 

la cancelación de las deudas objeto del procedimiento, sin perjuicio de las responsabilidades en 

que podrá incurrir por los daños y perjuicios que origine la falta de pago del precio de final. 

Asimismo, el adjudicatario no podrá desistir de su oferta con posterioridad a completar el precio 

de final por lo que, si fuera el caso, el importe de final abonado se aplicará a la cancelación de las 

deudas objeto del procedimiento, sin perjuicio de las responsabilidades en que podrá incurrir el 

adjudicatario por los daños y perjuicios causados a la Administración. 

ARTÍCULO 127.- EMBARGO DE FONDOS DEPOSITADOS EN CUENTAS ABIERTAS EN 

ENTIDADES DE CRÉDITO O DE DEPÓSITO 

1. Para los efectos del establecido en los artículos 171.3 de la Ley General Tributaria y 607 de la 

Ley 1/2000, de enjuiciamiento civil, cuando el pago del sueldo, salario o pensión se produzca con 

regularidad, solo tendrán la consideración de sueldo, salario o pensión las cantidades percibidas 

por el deudor correspondientes a la última mensualidad ingresada en la cuenta objeto de 

embargo. Por consiguiente, las cantidades que constituyeran el saldo de la cuenta con carácter 

previo al último ingreso tendrán la condición de ahorro y no serán de aplicación las limitaciones 

del citado artículo 607 Lesiva, excepto en el supuesto regulado a continuación. 

2.  Excepcionalmente, en aquellas cuentas en las que los únicos ingresos sean los procedentes de 

sueldo, salario o pensión y su  cómputo anual de los últimos doce meses no supere el importe del  

Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM), las cantidades que constituyeran el 

saldo de la cuenta con carácter previo al último ingreso serán  equiparadas a sueldo, salario o 

pensión para los efectos de su  inembargabilidad siempre y cuando los embargos efectuados se 

refieran la deudas  tributarias y el contribuyente solicite el fraccionamiento de pago con  

anterioridad al final del plazo de veinte días naturales desde el día siguiente a la fecha de la 

traba, a los efectos de que a  Administración pueda ordenar el  levantamiento de la  retención 

antes de que la entidad bancaria ejecute el embargo, en los términos  recogidos en el apartado 6 

del artículo 79 de la Legislación General de  Recaudación. 

El importe del fraccionamiento mensual será el 5% del importe del sueldo, salario o pensión 

mensual. Se considera sueldo, salario o pensión mensual el resultado de dividir el importe total 

ingresado por estos conceptos en el último año entre doce. En cualquiera caso, el sujeto pasivo 

podrá solicitar el fraccionamiento por importe superior. 

3. Para acogerse a este régimen, los interesados deberán presentar el extracto bancario de los 

movimientos de la cuenta embargada referido a los últimos doce meses, así como la 

documentación justificativa de los ingresos. El servicio de recaudación podrá requerir 

periódicamente justificación documental que acredite el mantenimiento de las condiciones que 

permiten acogerse a este sistema excepcional. 

 ARTÍCULO 128.-COSTAS DEL PROCEDIMIENTO 

Tendrán la consideración de costas del procedimiento de apremio aquellos gastos que se originen 

durante su desarrollo. Las costas serán por cuenta del deudor a quien le serán exigidas. 
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Como costas del procedimiento estarán comprendidas, entre otras, las siguientes: 

a) Los gastos originados por las notificaciones que imprescindiblemente tengan que realizarse en 

el procedimiento administrativo de procedimiento de apremio. 

 b) Los honorarios de empresas y profesionales, ajenos a la Administración, que intervengan en la 

valoración de los bienes trabados. 

 c) Los honorarios de los registradores y otros gastos que tengan que abonarse por las actuaciones 

en los registros públicos. 

 d) Los gastos motivados por el depósito y administración de los bienes embargados. 

 e) Los demás gastos que exija la propia ejecución. 

SECCIÓN 6, DECLARACIÓN DE CRÉDITOS INCOBRABLES 

ARTÍCULO 129.- DECLARACIÓN DE CRÉDITOS INCOBRABLES 

1.- Declarado fallido un deudor, los créditos contra el mismo de vencimiento posterior serán dados 

de baja por referencia a dicha declaración, sí no existen otros obligados o responsables. 

2.- Para los efectos de declaración de créditos incobrables, el Recaudador Municipal documentará 

debidamente los expedientes, en función de la cuantía de estos, formulando propuesta que, con la 

conformidad del tesorero/a, se someterá a la aprobación por el Excmo.  Sr. alcalde o Concejal/a 

en quién delegue. 

3.- En base a criterios de economía y eficacia en la gestión recaudadora, y con la finalidad de 

conjugar el respeto al principio de legalidad procedimental con el de eficacia administrativa, se 

establecen los requisitos y condiciones que habrán de verificarse con carácter previo a la 

propuesta de declaración de crédito incobrable por deudor fallido, en función de los importes y 

características de la deuda: 

 3.1. Expedientes por deudas cuyo importe total acumulado sea inferior a 150,00€. Se 

formulará propuesta de declaración de crédito incobrable por deudor fallido cuando se cumplan 

los siguientes requisitos: 

-  Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación de la providencia de apremio, que 

podrá realizarse en las direcciones que figuren los valores o en la dirección que figure en la base 

de datos municipal. 

-  En los supuestos de notificaciones practicadas en las direcciones indicadas en el 

apartado anterior con resultado negativo, bien por ser el deudor desconocido, o por resultar 

ausente tras dos intentos de notificación, se deberán publicar mediante anuncios en el Boletín 

Oficial de la Provincia. 

-   Inexistencia de crédito alguno a favor del deudor, incluidos los derivados de devoluciones 

de ingresos indebidos, que puedan dar lugar al inicio de un expediente de compensación de oficio. 

-  Se deberá acreditar el embargo de dinero en cuentas abiertas en entidades de depósito 

con resultado negativo o positivo parcial, entendiéndose cumplido este requisito cuando se 

acredite el embargo cuando menos en las entidades financieras que operen en el municipio. 

 3.2. Expedientes por deudas cuyo importe total acumulado sea superior a 150,01€ e 

inferior a 600,00€. Se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable por deudor fallido 

cuando se cumplan los siguientes requisitos: 

-  Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación de la providencia de apremio, que 

podrá realizarse en las direcciones que figuren los valores o en la dirección que figure en la base 

de datos municipal. 

-  En los supuestos de notificaciones practicadas en las direcciones indicadas en el 

apartado anterior con resultado negativo, bien por ser el deudor desconocido, o por resultar 

ausente tras dos intentos de notificación, se deberán publicar mediante anuncios en el Boletín 

Oficial de la Provincia. 

-   Inexistencia de crédito alguno a favor del deudor, incluidos los derivados de devoluciones 

de ingresos indebidos, que puedan dar lugar al inicio de un expediente de compensación de oficio. 

-  Se deberá acreditar el embargo de dinero en cuentas abiertas en entidades de depósito 

con resultado negativo o positivo parcial, entendiéndose cumplido este requisito cuando se 

acredite el embargo cuando menos en las entidades financieras que operen en el municipio. 

-  Embargo, con resultado negativo, de sueldos, salarios y pensiones. 
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-  Embargo de devoluciones tributarias gestionadas por la AEAT, en los términos previstos 

en los Convenios suscritos por la FEMP a los que se ha adherido el Ayuntamiento de Pájara. 

 3.3 Expedientes por deudas cuyo importe total acumulado sea superior a 600,01 € e 

inferior a 3.000,00 €. Se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable por deudor 

fallido cuando se cumplan los siguientes requisitos: 

-  Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación de la providencia de apremio, que 

podrá realizarse en las direcciones que figuren nos valores o en la dirección que figure en la base 

de datos municipal. 

-  En los supuestos de notificaciones practicadas en las direcciones indicadas en el 

apartado anterior con resultado negativo, bien por ser el deudor desconocido, o por resultar 

ausente tras dos intentos de notificación, se deberán publicar mediante anuncios en el Boletín 

Oficial de la Provincia. 

-   Inexistencia de crédito alguno a favor del deudor, incluidos los derivados de devoluciones 

de ingresos indebidos, que puedan dar lugar al inicio de un expediente de compensación de oficio. 

-  Se deberá acreditar el embargo de dinero en cuentas abiertas en entidades de depósito 

con resultado negativo o positivo parcial, entendiéndose cumplido este requisito cuando se 

acredite el embargo cuando menos en las entidades financieras que operen en el municipio. 

- Embargo, con resultado negativo, de sueldos, salarios y pensiones. 

-  Embargo de devoluciones tributarias gestionadas por la AEAT, en los términos previstos 

en los Convenios suscritos por la FEMP a los que se ha adherido el Ayuntamiento de Pájara. 

-  Se deberá acreditar en el expediente que el deudor no figura cómo sujeto pasivo en el 

padrón del Impuesto sobre bienes inmuebles, en el Impuesto sobre actividades económicas, y en 

el del Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica. 

 3.4 Expedientes por deudas cuyo importe total acumulado sea superior a 3.000,01€. Se 

formulará propuesta de declaración de crédito incobrable por deudor fallido cuando se cumplan 

los siguientes requisitos: 

-  Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación de la providencia de apremio, que 

podrá realizarse en las direcciones que figuren nos valores, o en la dirección que figure en la base 

de datos municipal. 

-  En los supuestos de notificaciones practicadas en las direcciones indicadas en el 

apartado anterior con resultado negativo, bien por ser el deudor desconocido, o por resultar 

ausente tras dos intentos de notificación, se deberán publicar mediante anuncios en el Boletín 

Oficial de la Provincia. 

-   Inexistencia de crédito alguno a favor del deudor, incluidos los derivados de devoluciones 

de ingresos indebidos, que puedan dar lugar al inicio de un expediente de compensación de oficio. 

-  Se deberá acreditar el embargo de dinero en cuentas abiertas en entidades de depósito 

con resultado negativo o positivo parcial, entendiéndose cumplido este requisito cuando se 

acredite el embargo cuando menos en las entidades financieras que operen en el municipio. 

-  Embargo, con resultado negativo, de sueldos, salarios y pensiones, en el caso de 

personas físicas. 

-  Embargo de devoluciones tributarias gestionadas por la AEAT, en los términos previstos 

en los Convenios suscritos por la FEMP a los que se ha adherido el Ayuntamiento de Pájara. 

-  Se deberá acreditar en el expediente que el deudor no figura cómo sujeto pasivo en el 

padrón del Impuesto sobre bienes inmuebles, en el Impuesto sobre actividades económicas, y en 

el del Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica. 

-  Se deberá acreditar que no figuran bienes inscritos a nombre del deudor en el Servicio de 

Índices Central de los Registros de la Propiedad, así como en otros registros   públicos. 

-  Cuando se trate de deudas que figuren a nombre de personas jurídicas, se deberán 

constatar en el expediente las actuaciones realizadas mediante la información facilitada por el 

Registro Mercantil. 

4.- Cuando, iniciado el período ejecutivo, no se disponga del Número de Identificación Fiscal del 

deudor, o bien de alguno otro dato que imperativamente deba contener la providencia de apremio, 

los expedientes serán automáticamente dados de baja definitiva mediante la declaración de los 

correspondientes créditos como incobrables, dando cuenta de la resolución adoptada al servicio 

liquidador competente. 
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5.- Para los efectos de determinar la cuantía a la que se refieren los apartados anteriores, se 

computará el importe de todas las deudas de un mismo contribuyente por cualquier concepto que 

se encuentren pendientes de pago, con exclusión de los recargos y los intereses del período 

ejecutivo, y siempre que se dicte con anterioridad la providencia de procedimiento de apremio. 

No obstante, se podrá posponer la propuesta de declaración de crédito incobrable por deudor 

fallido dentro del plazo de prescripción, en los casos en los que el incremento de la cuantía por la 

posible acumulación de deudas de vencimiento periódico pueda permitir una tramitación más 

rigurosa del expediente según lo que se establece en el apartado anterior. 

6.- Cuando la totalidad de la deuda  pendiente de pago en período ejecutivo corresponda a multas 

por infracciones en materia de tráfico y seguridad viaria, se formulará la correspondiente 

propuesta en función del importe acumulado de la totalidad de las multas de circulación, con 

exclusión de los recargos y los intereses del período ejecutivo, cuando se cumplan los requisitos 

siguientes: 

 a) Cuando lo importe de la deuda sea igual o inferior a 100,00€, y hubiera sido 

infructuoso el embargo de fondos situados en cuentas abiertas en entidades de depósito. 

  b) Cuando el importe de la deuda hubiera sido superior a 100,00€ e igual o inferior a 

600,00€ y hubieran sido infructuosos los intentos de embargo de fondos y de sueldos, salarios y 

pensiones. 

 c) Siendo el importe de la deuda superior a 600,00€, no hubieran tenido resultado 

positivo, además de los previstos en los apartados a) y b) anteriores, las actuaciones de embargo 

de vehículos. En el supuesto de infractores reincidentes se podrán realizar actuaciones 

complementarias de las anteriores. 

  d) Tratándose de infractores no residentes en el Municipio de Pájara, o residentes 

especialmente reincidentes, entendiendo por estos los que tengan cinco o más multas pendientes 

de pago en período ejecutivo, se podrá ordenar el embargo de devoluciones tributarias 

gestionadas por la AEAT, en los términos previstos en los Convenios suscritos por la FEMP a los 

que se ha adherido el Ayuntamiento de Pájara. 

7.- Las normas contenidas en este artículo por las que se fijan las condiciones para la declaración 

de fallido de los deudores constituyen procedimientos tipo para la mejora de la eficiencia 

recaudadora del Ayuntamiento de Pájara y podrán excepcionales cuando por razones de 

oportunidad así lo aconsejen, no siendo en ningún caso invocable su cumplimiento por los 

administrados, para los efectos de ser declarados insolventes. 

8.-Si el Recaudador municipal tiene conocimiento de la solvencia sobrevenida del deudor, 

propondrá la rehabilitación del crédito al tesorero/a. Una vez aprobada, se registrará 

informáticamente. 

CAPÍTULO X, LA POTESTAD SANCIONADORA. 

ARTÍCULO 130.- SUJETOS INFRACTORES. 

1. Son infracciones tributarias las acciones u omisiones o culpas fraudulentas con cualquier grado 

de descuido que estén tipificadas y sancionadas en la Ley 58/2003 General Tributaria o en otra 

ley. 

2. Serán sujetos infractores las personas físicas o jurídicas y las herencias yacentes, 

comunidades de bienes y otras entidades que, sin personalidad jurídica, constituyan una unidad 

económica o un patrimonio separado, susceptible de imposición que realicen las acciones u 

omisiones tipificadas como infracciones en las leyes, y en particular los siguientes: 

a) Los contribuyentes y los sustitutos de los contribuyentes. 

 b) Los obligados a realizar ingresos a cuenta. 

 c) Los obligados al cumplimiento de deberes tributarios formales. 

 d) La entidad representante del grupo fiscal en el régimen de consolidación fiscal. 

 e) El representante legal de los sujetos obligados que carezcan de capacidad de obrar en la orden 

tributaria. 

3. El sujeto infractor tendrá la consideración de deudor principal para los efectos de declaración 

de responsabilidades. 
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4. Las acciones u omisiones tipificadas en las leyes no darán lugar a responsabilidad por 

infracción tributaria en los siguientes supuestos: 

 a) Cuando se realicen por quien carezca de capacidad de obrar en el ámbito tributario. 

 b) Cuando concurra fuerza mayor. 

 c) Cuando derivan de una decisión colectiva para quien hubiera salvado su voto o no hubiera 

asistido a la reunión en la que se tomó la misma. 

 d) Cuando se hubiera puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de las obligaciones 

tributarias. 

 Entre otros supuestos se entenderá que se puso la diligencia necesaria cuando el obligado 

hubiera actuado amparándose en una interpretación razonable de la norma o cuando el obligado 

tributario hubiera ajustado su actuación a los criterios manifestados por la Administración 

Tributaria competente en las publicaciones y comunicaciones escritas a las que se refieren los 

artículos, 86 y 87 de la LGT. Tampoco debe exigirse esta responsabilidad si el contribuyente 

ajusta su actuación a los criterios indicados por la Administración Tributaria competente para una 

consulta formulada por otro obligado, siempre que entre sus circunstancias y las mencionadas en 

la respuesta a la pregunta exista una igualdad sustancial que permita comprender que estos 

criterios que se aplican y que no han sido modificados. 

A los efectos de lo dispuesto en este apartado 4 en los supuestos a que se refiere el artículo 206 

Bis de la LGT, no podrá considerarse, excepto prueba en contrario, que existe concurrencia ni de 

la diligencia debida en el cumplimiento de Las obligaciones tributarias ni de la interpretación 

razonable de las normas señaladas en el párrafo anterior.   

e) Cuando sean imputables a las deficiencias técnicas de programas informáticos de asistencia 

facultados por la Administración tributaria. 

ARTÍCULO 131.- CLASES DE INFRACCIONES TRIBUTARIAS. 

Las infracciones tributarias se clasificarán en leves, graves y muy graves según lo que sigue: 

a) Dejar de ingresar la deuda tributaria que había debido resultar de una autoliquidación. 

- Será infracción leve cuando la base de la sanción sea inferior o igual a 3000 euros o, siendo 

superior, no exista ocultación. 

La sanción consistirá en multa proporcional del 50%. 

- Será infracción grave cuando la base de la sanción sea superior a 3.000,00 euros y exista 

ocultación. 

La sanción consistirá en multa proporcional del 50% al 100% y se graduará incrementando el   

porcentaje mínimo conforme a los criterios de comisión repetida de infracciones tributarias y 

perjuicio económico para la Hacienda del Ayuntamiento. 

- Será infracción muy grave cuando se hayan utilizado medios fraudulentos. 

La sanción consistirá en multa del 100 al 150% y se graduará incrementando el porcentaje 

mínimo conforme a los criterios de comisión repetida de infracciones tributarias y perjuicio 

económico para la Hacienda del Ayuntamiento. 

 b)  Incumplir el deber de presentar de forma completa y correcta declaraciones o documentos 

necesarios para la práctica de liquidaciones. 

- Será infracción leve cuando la base de la sanción sea inferior o igual a 3000 euros o, siendo 

superior, no exista ocultación. 

La sanción consistirá en multa proporcional del 50%. 

- Será infracción grave cuando la base de la sanción sea superior a 3000 euros y exista 

ocultación. 

La sanción consistirá en multa proporcional del 50 al 100% y se graduará incrementando el 

porcentaje mínimo conforme a los criterios de comisión repetida de infracciones tributarias y 

perjuicio económico para la Hacienda Municipal. 

- Será infracción muy grave cuando se hubieran utilizado medios fraudulentos. 

La sanción será multa proporcional del 100 al 150% y se graduará incrementando el porcentaje 

mínimo conforme a los criterios de comisión repetida de infracciones tributarias y perjuicio 

económico para la Hacienda Municipal. 

 c) Solicitar indebidamente, devoluciones, beneficios o incentivos fiscales. 
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- Constituye infracción tributaria solicitar indebidamente devoluciones derivadas de la normativa 

de cada tributo mediante la omisión de datos relevantes o la inclusión de datos falsos en 

autoliquidaciones, comunicaciones o solicitudes, aunque las devoluciones no se hubiesen 

obtenido. 

Esta infracción será siempre grave. La sanción consistirá en multa proporcional del 15% de la 

cantidad indebidamente solicitada. 

- Si la infracción consiste en solicitar indebidamente beneficios fiscales y no fuera sancionable por 

otra infracción, se sancionará con multa fija de 300,00 euros. 

 d) No presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio 

económico. 

Será infracción leve, sin perjuicio de las especialidades reguladas en el artículo 198 de la Ley 

58/2003 General Tributaria. 

La sanción será multa fija de 200,00 euros. Si se tratara de declaraciones censales, comunicación 

de la designación de representante de personas o entidades cuando así lo establezca la 

normativa, la multa será de 400,00 euros. 

e) No comunicar el domicilio fiscal o su cambio por las personas que no realicen actividades 

económicas 

Será infracción leve. 

La sanción consistirá en multa fija 100,00 euros. 

f) Presentar incorrectamente autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio 

económico. 

Será infracción grave. 

La sanción será de 150,00 euros en el caso de autoliquidaciones o declaraciones incompletas, 

inexactas o con datos falsos y, 250,00 euros, en el caso de declaraciones censales incompletas, 

inexactas o con datos falsos. 

 g) Contestar de forma inexacta a los requerimientos individualizados de información previstos en 

el artículo 54 de la presente ordenanza. 

Será infracción grave. 

La sanción será la establecida en el artículo 199 de la Ley 58/2003 General Tributaria. 

h) Incumplir las obligaciones relativas a la utilización del número de identificación fiscal. 

Será infracción leve. 

La sanción consistirá en multa fija de 150,00 €. 

i)  Resistencia, obstrucción, excusa  o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria. 

Se entenderá producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor, debidamente notificado 

para el efecto, haya realizado actuaciones tendentes a dilatar, entorpecer o impedir las 

actuaciones de la Administración tributaria en relación con el cumplimiento de sus deberes. 

Será infracción grave. 

Las sanciones serán las previstas en el artículo 203 de la Ley 58/2003 General Tributaria. 

 j) Otras infracciones reguladas en la Ley 58/2003 General Tributaria incluidas en el artículo 206 

bis, así como en otras normas legales. 

Serán clasificadas y sancionadas conformes las citadas normas legales. 

ARTÍCULO 132.- CRITERIOS DE GRADUACIÓN. 

De resultar aplicables los criterios de gradación aludidos en el artículo precedente, aquellos 

se aplicarán conforme el dispuesto en el artículo 187 de la Ley 58/2003 General Tributaria. 

Igual, se aplicará el criterio de acuerdo o conformidad del interesado conforme a losartículos 187 y 

188 de la citada Ley. Este criterio implicará la reducción del 50% en las sanciones en actas con 

acuerdo. En actas con conformidad las reducciones podrán ser del 30% más un 25% sobre la 

sanción reducida en los términos regulados en el citado artículo 188, en actas con conformidad. 

ARTÍCULO 133.- TRAMITACIÓN DE EXPEDIENTES SANCIONADORES CONSECUENCIA DE 

ACTUACIONES DE COMPROBACIÓN E INVESTIGACIÓN. 

1. Los Inspectores-actuarios iniciarán los expedientes  sancionadores correspondientes a las  

infracciones tributarias puestas de manifiesto como consecuencia de las actuaciones de  
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comprobación e investigación que les sean encomendadas, en aquellos casos en los que, al tiempo 

de extender las actas, tengan en su poder todos los elementos necesarios para calificar la  

infracción cometida y  graduar y determinar la  cuantía de la sanción a imponer;  asimismo, al  

incoar el expediente, podrán formular la propuesta de  imposición de sanción a la que se refiere el 

Real  decreto 2063/2004, del 15 de octubre, por lo que se aprueba la Legislación general del 

régimen  sancionador  tributario. 

2. El Jefe de la Inspección de Tributos tramitará los expedientes sancionadores, una vez 

formulada la propuesta por los Inspectores-Actuarios y, particularmente, elevara a la Alcaldía la 

propuesta de resolución que proceda. 

3. En los casos de ausencia, enfermedad, abstención o recusación del jefe de la Inspección, 

tramitará el expediente sancionador el Inspector de mayor antigüedad en el Servicio, siempre que 

no sea el Actuario en las actuaciones que dan lugar a la sanción, en las que asumirá la 

competenciael actuario segundo en antigüedad. 

ARTÍCULO 134.- PROCEDIMIENTO SANCIONADOR EN MATERIA TRIBUTARIA. 

1. El procedimiento sancionador en materia tributaria se tramitará de forma separada a los 

de aplicación de los tributos, excepto renuncia del obligado tributario. En este caso se 

tramitará conjuntamente. 

2. El procedimiento sancionador en materia tributaria se iniciará siempre de oficio, mediante la 

notificación del acuerdo del órgano competente. 

3. En la instrucción del procedimiento sancionador serán de aplicación las normas especiales 

sobre desarrollo de las actuaciones y procedimientos tributarios a las que se refiere el artículo 99 

de la Ley 58/2003 General Tributaria. 

4. El procedimiento sancionador en materia tributaria terminará mediante resolución o por 

caducidad.  Previamente, la propuesta de resolución será notificada al interesado concretando la 

sanción propuesta con indicación de los criterios de graduación y su motivación, indicándole la 

puesta de manifiesto del expediente y concediéndole un plazo de 10 días para alegaciones. 

5. El acto de resolución del procedimiento sancionador podrá ser objeto de recurso potestativo de 

reposición con las especificidades reguladas en el artículo 212 de la Ley 58/2003 General 

Tributaria. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA: 

A la entrada en vigor de esta Ordenanza quedan derogados los artículos de las Ordenanzas 

fiscales particulares de los tributos del Ayuntamiento de Pájara que se opongan a lo establecido 

en la presente Ordenanza y en particular los que fijen y regulen fraccionamientos y/o sistemas 

especiales de pago. 

DISPOSICIÓN FINAL: 

Esta ordenanza entrará en vigor el día de su publicación en el Boletín oficial de la provincia y 

comenzará a aplicarse el 1 de enero de 2020, permaneciendo en vigor en tanto no se acuerden su 

modificación o derogación expresas.” 

 
SEGUNDO. Someter dicha modificación de la Ordenanza municipal a 

información pública y audiencia de los interesados, con publicación en el Boletín Oficial 

de la Provincia de Las Palmas y tablón de anuncios del Ayuntamiento, por el plazo de 
treinta días para que puedan presentar reclamaciones o sugerencias, que serán 
resueltas por la Corporación. De no presentarse reclamaciones o sugerencias en el 
mencionado plazo, se considerará aprobada definitivamente sin necesidad de Acuerdo 
expreso por el Pleno. 

 
Simultáneamente, publicar el texto de la Ordenanza municipal en el portal web 

del Ayuntamiento de Pájara con el objeto de dar audiencia a los ciudadanos afectados y 
recabar cuantas aportaciones adicionales puedan hacerse por otras personas o 
entidades.” 

 
Sometida a votación la propuesta de acuerdo previamente transcrita,  la misma 

se aprueba  por unanimidad. 
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http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/796 
 
 

 DÉCIMO.- PRONUNCIAMIENTO SOBRE LA PUESTA A DISPOSICIÓN DEL 

CARGO DE DIRECTOR DEL PLAN GENERAL DE ORDENACIÓN. ACUERDOS QUE 

PROCEDAN.  
 

Dada cuenta del Decreto de la Alcaldía número 138 /2020, de 16 de enero, que 
se transcribe literalmente: 

 
“DECRETO DE LA ALCADIA.- Mediante Decreto de la Concejalía Delegada de 

Urbanismo nº 3367/2019, de 10 de octubre, se aprueba el expediente de contratación 

del Servicio de Redacción del Plan General de Ordenación de Pájara. 
 
RESULTANDO: Que concluido el Plazo de presentación de ofertas con fecha 4 de 

diciembre de 2019, se celebra Mesa de Contratación en la que se acuerda: 
 
-Admitir a los siguientes licitadores: “ÁLVAREZ, ÁLVAREZ Y NAVARRO 

ARQUITECTOS S.L.P”; “C. Andrés y LL. Masiá S.L.P.”; “Centro de Observación y 
Teledetección Espacial, S.A.U.”; “Coderch, Urbanismo y Arquitectura S.L.P”; “Colectivo 
CCRS  S.C.P.”;  “GRUPO DAYHE DEVELOPMENT & INVESTMENT S.L.”; “TERRITORIO Y 
CIUDAD, S.L.P.”; “UTE ITC - SISTEMA - EVALUA – RABADAN”; y “UTE OMICRON-
CONURMA-LC30 CONSULTORES”, por entender que la documentación presentada por 
todos los citados cumple con lo exigido en el Pliego de Cláusulas Administrativa. 

 
A continuación se procede a la apertura del archivo electrónico nº 2 de los 

licitadores admitidos, dándose lectura a la relación de los documentos aportados 

respecto de los criterios dependientes de un juicio de valor establecidos en la Cláusula 
12.1.2 del PCA, y trasladando dichas propuestas al Comité de expertos formado por los 
arquitectos municipales José Mª García Alcolea; José Mª Fernández Muñoz y por la 
Técnico de administración general, Dª Catalina Lourdes Soto Velázquez, para su 
valoración. 

 
RESULTANDO: Que con fecha 13 de diciembre de 2019, el Comité de expertos 

pone en conocimiento del órgano de contratación la existencia de un posible conflicto de 
intereses, al comprobar que dos de los arquitectos que forman parte de los equipos 
redactores de dos licitadores, concretamente don Javier Gutiérrez Hernández y doña 
Eva Gutiérrez Hernández, mantienen una relación de parentesco con el Arquitecto 
municipal Don José Luis Gutiérrez Padrón (hijos), redactor de los Pliegos Técnicos 
rectores del procedimiento y nombrado por el Pleno Municipal Director del Plan. 

 
Por lo expuesto, el órgano de contratación, mediante Decreto de la Alcaldía nº 

4448/2019, de 13 de diciembre, resuelve suspender el procedimiento y otorgar un plazo 
de audiencia tanto a los dos licitadores afectados como al arquitecto municipal, al objeto 
de que aleguen lo que a su derecho convengan. 

 
RESULTANDO: Que durante el plazo conferido al efecto el Arquitecto municipal D. 

José Luis Gutiérrez Padrón presenta escrito de alegaciones con registro de entrada nº 
18.093, de fecha 20 de diciembre de 2019. 

 
Asimismo y en la misma fecha, por la mercantil “CENTRO DE OBSERVACIÓN Y 

TELEDETECCIÓN ESPACIAL, S.A.U.” se presenta también escrito de alegaciones a 
través de la Plataforma de Contratación del Estado. 
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Y finalmente, y también con fecha 20 de diciembre de diciembre, se ha 
presentado por la entidad “ÁLVAREZ, ÁLVAREZ Y NAVARRO ARQUITECTOS S.L.P.”, a 
través de la sede electrónica del Ayuntamiento, escrito de alegaciones. (R.E. nº 18148). 

 
CONSIDERANDO: Que por el Vicesecretario General de la Corporación a 

requerimiento del Sr. Alcalde Presidente se emite informe jurídico al respecto cuyas 
consideraciones jurídicas se transcriben a continuación: 

 

“C) CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 

PRIMERA.-  Tal y como establecía el Alcalde Presidente en su Decreto nº 
4448/2019, de 13 de diciembre, y de acuerdo con la jurisprudencia del TJUE, el poder 
adjudicador está obligado a respetar, en cada fase del procedimiento de licitación, el 

principio de igualdad de trato y, en consecuencia, la igualdad de oportunidades de 
todos los licitadores (véase la sentencia de 12 de julio de 2007, Evropaïki 
Dynamiki/Comisión, T 250/05, EU:T:2007:225, apartado 45 y jurisprudencia citada).  

 
El principio de igualdad de trato de los licitadores, que tiene el objetivo de 

favorecer el desarrollo de una competencia sana y efectiva entre las empresas que 
participan en una licitación pública, exige que todos los licitadores dispongan de las 
mismas oportunidades al formular los términos de sus ofertas e implica, pues, que éstas 
se sometan a las mismas condiciones para todos los competidores (véase la sentencia 
de 9 de septiembre de 2009, Brink’s Security Luxembourg/Comisión, T 437/05, 
EU:T:2009:318, apartado 114). 
  
 En este sentido el Preámbulo de la LCSP señala que “También dentro del Libro I 
se introduce una norma especial relativa a la lucha contra la corrupción y prevención de 
los conflictos de intereses, mediante la cual se impone a los órganos de contratación la 

obligación de tomar las medidas adecuadas para luchar contra el fraude, el favoritismo 
y la corrupción, y prevenir, detectar y solucionar de modo efectivo los conflictos de 
intereses que puedan surgir en los procedimientos de licitación”. 

 
En coherencia con ello, el artículo 64 LCSP establece que: “Los órganos de 

contratación deberán tomar las medidas adecuadas para luchar contra el fraude, el 
favoritismo y la corrupción, y prevenir, detectar y solucionar de modo efectivo los 
conflictos de intereses que puedan surgir en los procedimientos de licitación con el fin de 
evitar cualquier distorsión de la competencia y garantizar la transparencia en el 
procedimiento y la igualdad de trato a todos los candidatos y licitadores. 

 
A estos efectos el concepto de conflicto de intereses abarcará, al menos, 

cualquier situación en la que el personal al servicio del órgano de contratación, que 
además participe en el desarrollo del procedimiento de licitación o pueda influir en el 
resultado del mismo, tenga directa o indirectamente un interés financiero, económico o 

personal que pudiera parecer que compromete su imparcialidad e independencia en el 
contexto del procedimiento de licitación. 

 
Aquellas personas o entidades que tengan conocimiento de un posible conflicto 

de interés deberán ponerlo inmediatamente en conocimiento del órgano de 
contratación”. 
 

La figura del conflicto de intereses es “un concepto de carácter independiente y 
autónomo -más amplio que el de la estricta prohibición de contratar- que se puede 
definir como la existencia de vinculaciones personales y reales susceptibles de poner en 
peligro el componente de imparcialidad en las actuaciones llevadas a cabo por el órgano 
de contratación y por ende, el cumplimiento con los principios de no discriminación e 
igualdad de trato entre licitadores y de integridad que debe regir la contratación pública. 
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Corresponderá al órgano de contratación… la obligación de examinar su 
concurrencia y de adoptar las medidas oportunas, y ello con independencia de que de 
dicha situación se derive la posible existencia o no de una prohibición de contratar. 
Como se puede observar, nos encontramos ante situaciones que necesitarán el 
análisis ad hoc del órgano de contratación respecto a su existencia, caso por caso”. 
 De la propia regulación dada por la Ley podemos extraer los siguientes 
elementos caracterizadores: 
 

- Desde una regulación de mínimos (dice “abarcará, al menos”), delimita la 
categoría de personas que se hallan expuestas a un conflicto de intereses. Estos 
sujetos son, al menos,  el personal al servicio del órgano de contratación que, o bien 
participa en el desarrollo del procedimiento de licitación, o bien pueda influir en el 
resultado del mismo. 

- El concepto de conflicto de intereses tiene un carácter objetivo, y para 
caracterizarlo se requiere una abstracción de las intenciones de las personas a las que 
se refiere. No se exige, por tanto, un abuso de cargo o posición sino únicamente que los 
sujetos se encuentren en situación de intervenir en el procedimiento o influir en él, 
puesto que las acciones de estos sujetos susceptibles de incurrir en 
un conflicto de intereses se concretan sobre los verbos «participar» e «influir» en el 
procedimiento de contratación. 

- En este concepto de conflicto de interés se incluye la circunstancia de que el 
personal del órgano de contratación pueda influir en el procedimiento, aunque no 
participe en él, de forma que pudiera parecer que compromete la imparcialidad e 
independencia requerida en el procedimiento de contratación. No se exige, por tanto, que 
el conflicto sea «real» en cuanto que el interés particular influya de facto en el 
desempeño de la actividad pública, sino que pueda ser percibido como comprometedor 
de la objetividad debida y, es por ello que, aunque 
un conflicto de intereses únicamente puede concretarse durante la ejecución del 

contrato, deben adoptarse medidas para disipar las dudas sobre la corrección de la 
actuación administrativa con anterioridad a la adjudicación. 

- Los intereses que pueden comprometer la imparcialidad del personal al 
servicio del órgano de contratación pueden ser directos o indirectos; esto es, referidos a 
la obtención de ventajas para uno mismo (directas) o para terceros (indirectas). En todo 
caso, comprende intereses financieros, económicos o personales. Al no limitar la 
relación de intereses personales - la Directiva alude a intereses particulares -, 
tal conflicto podría plantearse como consecuencia de afinidades políticas o nacionales, 
de vínculos familiares o afectivos o por meros intereses compartidos. 

 
El mencionado artículo señala la obligación para el órgano de contratación de 

tomar las medidas adecuadas para remediar de modo efectivo 
los conflictos de intereses que puedan surgir en un procedimiento de adjudicación, si 
bien no contempla acciones concretas, ni establece consecuencias jurídicas por su 
incumplimiento. 

 
SEGUNDA.- Aplicadas dichas premisas al caso que nos ocupa, resulta 

acreditado que D. José Luis Gutiérrez  Padrón es funcionario de carrera del 
Ayuntamiento de Pájara, ocupando actualmente la plaza de Arquitecto municipal, y 
participó en el procedimiento de contratación redactando los pliegos técnicos. Además es 
el Director del Plan de Ordenación según acuerdo del Pleno Municipal de 22 de mayo de 
2019, y que en virtud de lo establecido en los Pliegos administrativos será el 
responsable del contrato una vez sea adjudicado. 

 
Igualmente resulta acreditado que dos de los arquitectos que forman parte de los 

equipos redactores de dos licitadores, concretamente don Javier Gutiérrez Hernández y 
doña Eva Gutiérrez Hernández, mantienen una relación de parentesco con el Arquitecto 
municipal Don José Luis Gutiérrez Padrón (hijos). 
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Asimismo, comprobada la página web 
https://www.arquitectosgutierrez.eu/equipo/ del estudio de la entidad “José Luis 
Gutiérrez Padrón y Asociados S.L”, don Javier Gutiérrez Hernández aparece en la 
misma como arquitecto colaborador externo de la sociedad. Es decir, que se acredita 
mantiene una relación profesional con el Arquitecto municipal Don José Luis Gutiérrez 
Padrón, redactor de los pliegos. 

 
Igualmente, comprobada la página web 

https://www.arquitectosgutierrez.eu/equipo/ del estudio de la entidad “José Luis 
Gutiérrez Padrón y Asociados S.L.”, doña Eva Gutiérrez Hernández aparece como 
arquitecta colaboradora externa de la sociedad. Es decir, que se acredita mantiene una 
relación profesional con el Arquitecto municipal Don José Luis Gutiérrez Padrón, redactor 
de los pliegos. 

 
No es objeto de valoración en este expediente la compatibilidad para el ejercicio 

por funcionario público de aquella actividad puesta de manifiesto por dicha página web, 
pues se carece de antecedentes para ello, por lo que simplemente debería ser puesto en 
conocimiento del departamento de personal para la verificación de la existencia de 
aquella. 

 
En la propuesta presentada por la entidad “CENTRO DE OBSERVACIÓN Y 

TELEDETECCIÓN ESPACIAL, S.A.U.” respecto del criterio  “Análisis del territorio, de la 
situación actual de Pájara y su diagnóstico”, se establece literalmente: “Datos y 
conceptos extraídos de la Tesina de Master de derecho urbanístico de Canarias, 
desarrollada por Mº Sonia Ruano Domínguez y José Luis Gutiérrez Padrón y titulada 
“Efectos de la anulación judicial del planeamiento general. El caso del municipio de 
Pájara””. 

 

En la propuesta presentada por la entidad “ÁLVAREZ, ÁLVAREZ Y NAVARRO 
ARQUITECTOS S.L.P.”,  respecto del criterio  “Análisis del territorio, de la situación 
actual de Pájara y su diagnóstico”, al igual que en el apartado anterior figuran datos y 
conceptos que parecen extraídos de dicha tesina,  si bien en este caso no se hace 
referencia expresa a la misma. 

 
 Atendiendo a la naturaleza de la prestación a contratar, y a los sujetos 

intervinientes, puede y debe aportarse  como primer criterio interpretativo relativo a la 
existencia de conflicto de interés derivado de tales datos, lo establecido en el artículo 
1.06 b) del Código Deontológico de los Arquitectos, promulgado por el Consejo Superior 
de los Colegios de Arquitectos de España, que define la colisión de intereses en una 
relación de servicio con una entidad pública en los siguiente términos: “Cuando el 
arquitecto intervenga en la adopción de decisiones relacionadas con asuntos en los que 
confluyan el interés general encomendado a su función pública e intereses privados 
propios o compartidos con terceras personas o de sus familiares directos”. 

 
Abundando en la búsqueda de criterios interpretativos, cabe añadir que la 

propia colisión de intereses puede desembocar, en el ámbito estrictamente profesional, 
según lo dispuesto en el artículo 1.08 del citado Código Deontológico en una situación de 
incompatibilidad, según el cual: “Se entiende que existe situación de incompatibilidad, 
además de cuando esté legalmente establecida, en los siguientes supuestos: 

 
 a)- Cuando suceda una colisión de derechos o intereses que pueda colocar al 

arquitecto en una posición equívoca, implicando un riesgo para su rectitud o 
independencia.  

 
b)- Cuando se desempeñe una función o un cargo que otorgue una posición de 

preponderancia, vulnerando los principios de igualdad de oportunidades. Las 
incompatibilidades que puedan existir para un determinado profesional se extenderán 
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también a sus colaboradores habituales y asociados. En el caso de incompatibilidades 
derivadas de relaciones personales, la incompatibilidad se extenderá a familiares hasta 
4º grado de consanguinidad y 2º de afinidad y a convivientes con una pareja de hecho”. 

 
TERCERA.- En la misma línea de búsqueda de criterios interpretativos, debe 

citarse  el Acuerdo 108/2016, de 9 de noviembre de 2016, del Tribunal Administrativo 
de Contratos Públicos de Aragón:  

 
“El conflicto de intereses es un instrumento jurídico llamado a garantizar la 

integridad e imparcialidad en la adopción de las decisiones administrativas. La 
integridad se reconoce hoy como un principio jurídico que debe guiar la actuación de los 
cargos y empleados públicos. Los conflictos de intereses suponen, por lo general, una 
contraposición entre el desarrollo de una función pública y los intereses privados de un 

cargo o empleado cuando estos intereses pueden influir indebidamente en el desempeño 
de la función pública. Y conviene advertir que los intereses privados que colisionan con 
el interés público no se limitan a aquellos de contenido económico, sino que también 
deben incluir todo interés que pueda generar en el servidor público un beneficio directo o 
indirecto respecto de sus querencias. 

 
La doctrina administrativa, caracteriza el conflicto de intereses por las siguientes 

notas: a) la intervención de un cargo público, b) el interés privado que pueda tener en el 
asunto público, c) la colisión entre el interés privado y el interés público concretado en el 
ejercicio de una función o decisión pública y d) el impacto en el deber de ejercer de 
forma objetiva las funciones y responsabilidades públicas. Y es que, en el ámbito de la 
contratación pública, el conflicto de intereses únicamente se da cuando pueda probarse 
que tiene incidencia directa en el procedimiento de licitación, en cuanto supone una 
infracción de los principios de la contratación pública, y un falseamiento real de la 
concurrencia y competencia entre los licitadores”. 

 
(…)La Sentencia del TSJUE de 12 de marzo de 2015 (asunto C-538/13), indica 

que un conflicto de intereses implica el riesgo de que el poder adjudicador se deje guiar 
por consideraciones ajenas al contrato en cuestión, y se de preferencia a un licitador por 
ese mero hecho; y que el poder adjudicador está obligado, en cualquier caso, a 
comprobar la existencia de conflictos de intereses y adoptar las medidas adecuadas 
para prevenir, detectar y poner remedio a los mismos… 

 
Asimismo, continúa diciendo el Acuerdo 108/2016 anteriormente citado:“Del 

Derecho europeo y de la Directiva 2014/24/UE se deduce, en relación al conflicto de 
intereses como causa de exclusión que: a) No se requiere que el conflicto sea «real» 

en cuanto que el interés particular influya de facto en el desempeño de la 

actividad pública, sino que pueda ser «percibido» como comprometedor de la 

objetividad, la imparcialidad y la independencia requerida en el procedimiento 
de contratación;b) No existe una obligación absoluta de los poderes adjudicadores de 
excluir sistemáticamente a los licitadores en situación de conflicto de intereses, dado 
que tal exclusión no se justifica en aquellos casos en que puede probarse que tal 
situación no ha tenido ninguna incidencia en su comportamiento en el marco del 
procedimiento de licitación, y que no supone un riesgo real de que surjan prácticas que 
puedan falsear la competencia entre los licitadores; c) La exclusión de un licitador 

en situación de conflicto de intereses resulta indispensable cuando no se 
dispone de un remedio más adecuado y menos restrictivo para evitar cualquier 

vulneración de los principios de igualdad de trato entre los licitadores y de 

transparencia”. 
 
CUARTA.- En cuanto a las alegaciones presentadas durante el plazo de 

audiencia pública y siguiendo el mismo orden de entrada, cabe hacer las siguientes 
consideraciones: 
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A) Alegaciones presentadas por don José Luis Gutiérrez Padrón: 
 
En el escrito de alegaciones presentado por D. José Luis Gutiérrez Padrón se 

hace mención a que efectivamente tanto Don Javier como Doña Eva Gutiérrez 
Hernández son hijos suyos y que han presentados proyectos en el Ayuntamiento de 
Pájara sin que este hecho haya ocasionado “ningún problema de incompatibilidad ni de 
legalidad al respecto por el grado de parentesco…”. 

 
Efectivamente y como así establece el Informe 11/2018, de 5 de abril de la  

Junta Consultiva de Contratación Administrativa Estatal: “…es necesario concluir que, 
toda vez que la norma exige que el conflicto de intereses se genere entre el potencial 
licitador y el personal al servicio del órgano de contratación, por ser en estos últimos en 
los que descansa verdaderamente la decisión final del procedimiento de selección de un 

contratista, no puede entenderse que los familiares de un empleado de una Corporación 
Local se vean inmersos en la extensión de la prohibición de contratar a que hace 
referencia el artículo 71.1.g) de la Ley 9/2017, excepto en el supuesto de que dicho 
empleado ostente la condición de funcionario en quien se han delegado las facultades 
del titular del órgano de contratación. 

 
Ahora bien, el hecho de que no sea aplicable, en una situación como la anterior, 

la figura de la prohibición de contratar, no implica que el órgano de contratación se vea 
eximido de la obligación de analizar la posible concurrencia de un conflicto de intereses 
en el sentido del artículo 64 de la Ley 9/2017, ya que el empleado podría incurrir en el 
mismo si participa en el desarrollo del procedimiento o puede ejercer una influencia 
potencial”. 

 
Aun cuando no mencionado en la alegación, no puede dejar de ponerse aquí de 

manifiesto el dato verificado de que se acredita que ambos arquitectos, además de la 

relación de parentesco, mantienen una relación profesional con el Arquitecto municipal 
Don José Luis Gutiérrez Padrón, redactor de los pliegos. Lo cual modula y matiza 
enormemente lo expuesto en los párrafos anteriores. 

 
Por ambas razones tal alegación debe ser desestimada. 
 
Manifiesta el Sr. Gutiérrez que los pliegos de prescripciones técnicas fueron 

redactados de forma conjunta y coordinada con el arquitecto municipal D. José Mª 
Fernández Muñoz. A la vista de tal alegación se ha dado audiencia en el expediente al 
Sr. Fernández Muñoz, quien ha manifestado literalmente lo siguiente: 

 
“Por tanto, la afirmación que realiza D. José Luis Gutiérrez Padrón en su escrito, 

indicada en el oficio de petición de informe, es incorrecta, pues el nuevo Pliego Técnico 
publicado, redactado a partir del acuerdo plenario de mayo de 2019, no ha sido en 
absoluto redactado ni conjunta, ni coordinadamente conmigo. Lo que el Sr. Gutiérrez ha 

hecho es utilizar el trabajo realizado previamente por sus compañeros, que se le ofreció 
desinteresadamente en beneficio del Ayuntamiento y el interés público, como debe ser la 
práctica habitual en el buen hacer de cualquier administración pública, siguiendo los 
principios de eficacia y eficiencia en la gestión de las administraciones publicas.  

 
 3.- De la comprobación de los pliegos publicados se observa que D. José Luis 

Gutiérrez Padrón ha utilizado textualmente gran parte del contenido del borrador por mí 
elaborado hasta mayo de 2019, incorporando en dicho contenido múltiples correcciones 
y estipulaciones que conforman un Pliego Técnico nuevo, en el que no he intervenido, y 
en el que se podría haber utilizado o no el trabajo municipal previo, a criterio únicamente 
de D. José Luis Gutiérrez”. 
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Los pliegos obrantes en el expediente se encuentran únicamente suscritos por el 
Sr. Gutiérrez y el conflicto de intereses se plantea exclusivamente respecto de familiares 
y colaboradores del Sr. Gutiérrez Padrón. 

 
A la vista de todos esos datos tal alegación debe ser desestimada. 
 
Alega también el Sr. Gutiérrez que ni en los pliegos técnicos ni en los 

administrativos (aun cuando los denomine económicos) ni en el informe jurídico se hace 
referencia alguna al artículo 64 LCSP relativo al conflicto de intereses. En este sentido 
dispone el artículo 122.2 y 3 LCSP que:  

“2.En los pliegos de cláusulas administrativas particulares se incluirán los 
criterios de solvencia y adjudicación del contrato; las consideraciones sociales, laborales 

y ambientales que como criterios de solvencia, de adjudicación o como condiciones 
especiales de ejecución se establezcan; los pactos y condiciones definidores de los 
derechos y obligaciones de las partes del contrato; la previsión de cesión del contrato 
salvo en los casos en que la misma no sea posible de acuerdo con lo establecido en el 
segundo párrafo del artículo 214.1; la obligación del adjudicatario de cumplir las 
condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio Colectivo sectorial de 
aplicación; y las demás menciones requeridas por esta Ley y sus normas de desarrollo. 
En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen jurídico aplicable a sus efectos, 
cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas aplicables a las diferentes 
prestaciones fusionadas en ellos. 

Los pliegos podrán también especificar si va a exigirse la transferencia de 
derechos de propiedad intelectual o industrial, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 308 respecto de los contratos de servicios. 

Los pliegos deberán mencionar expresamente la obligación del futuro contratista 

de respetar la normativa vigente en materia de protección de datos. 

(…) 

3. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares podrán establecer 
penalidades, conforme a lo prevenido en el apartado 1 del artículo 192, para los casos 
de incumplimiento o de cumplimiento defectuoso de la prestación que afecten a 
características de la misma, en especial cuando se hayan tenido en cuenta para definir 
los criterios de adjudicación, o atribuir a la puntual observancia de estas características 
el carácter de obligación contractual esencial a los efectos señalados en la letra f) del 
apartado 1 del artículo 211. Asimismo, para los casos de incumplimiento de lo prevenido 
en los artículos 130 y 201”. 

Por lo expuesto, dentro del contenido mínimo que legalmente debe constar en los 
pliegos no figura el denominado “conflicto de intereses”, de manera que no es necesario 
que conste dicho artículo en los pliegos. Incluso puede considerarse una mala praxis la 

reiteración o transcripción literal de preceptos legales o reglamentarios en los propios 
pliegos, además de la  regla general que  establece el artículo 6 del Código Civil: la 
ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento, y todo empleado público ha de 
tener un conocimiento básico de la normativa de contratación pública. 

A la vista de ello tal alegación debe ser desestimada. 

A continuación el Sr. Gutiérrez alega que como se establece en la Guía Práctica 
para la detección de conflictos de intereses en los procedimientos de contratación 
pública de la Oficina Europea de lucha contra el fraude, el Órgano de Contratación debe 
disponer de mecanismos previos que, a modo de filtro, garanticen la adopción de 
medidas preventivas (y no sancionadoras), siendo la más frecuente la formulación de 
una declaración relativa a los conflictos de intereses por parte de aquellos que 
intervengan en los expediente de contratación. 
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Al respecto remitirnos nuevamente al Informe 11/2018, de 5 de abril, de la  
Junta Consultiva de Contratación  Administrativa Estatal, según el cual dicha Guía no 
es vinculante, concretamente establece: “Por último, cabe destacar la existencia de 
recomendaciones no vinculantes en el ámbito europeo que proporcionan directrices a 
seguir en orden a la prevención, detección y gestión de los conflictos de intereses, como 
son las publicadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF) en su 
documento “Detección de conflictos de intereses en los procedimientos de contratación 
pública en el marco de las acciones estructurales. Guía práctica para los responsables 
de gestión”. 

Por lo tanto aunque es cierto que el órgano de contratación podía, e incluso 
debería,  haber tomado alguna medida al respecto para prevenir estas situaciones, pero 
el no haberlo hecho en nada invalida la actuación de esta Administración ya que la 

legislación de contratos no establece su obligatoriedad. 

Afirma el alegante que esta situación no se hubiera dado si se hubiese actuado 
conforme a la “Guía”, e incluso parece reprochar al órgano de contratación y a los 
servicios jurídicos municipales la ausencia de una previa advertencia sobre la 
participación de su hijos en la licitación, lo cual no es admisible, puesto que en todo caso 
correspondería al Sr. Gutiérrez haber puesto en conocimiento del órgano de contratación 
la intención de sus hijos /colaboradores de participar en el procedimiento de licitación, 
pues como el mismo dice en su escrito, ni ningún participante en el procedimiento ni 
mucho menos el órgano de contratación podía ni tenía por qué imaginarse que sus hijos 
iban a presentarse al mismo. 

A la vista de ello tal alegación debe ser desestimada. 

Finalmente en el apartado 8º de su escrito el Sr. Gutiérrez cita la Disposición 
Adicional Segunda de la Ley de Contratos, para afirmar que existe en el procedimiento 
causa de anulabilidad del mismo por cuanto los pliegos han sido redactados por un 
integrante del Comité de Expertos. 

Al respecto señalar que se plantea una cuestión ajena al conflicto de intereses, 
mostrando un posible conflicto adicional, y por tanto ni siquiera debería valorarse como 
una alegación respecto de aquel. Sin embargo, en aras de la transparencia e integridad 
que ha de presidir la contratación pública, debe reiterarse la audiencia conferida a Don 
José Mª Fernández Muñoz y su resultado: no ha redactado ni individual ni 
conjuntamente con el Sr. Gutiérrez los pliegos técnicos del Procedimiento 2/2019PGO.  

Por lo tanto se desestima la alegación, y el órgano de contratación, no obstante, 
habrá de pronunciarse sobre la  inexistencia de  la supuesta causa de anulabilidad 
alegada. 

Termina el alegante solicitando, en resumen, que se retrotraigan las actuaciones, 
se nombren nuevos miembros del comité de expertos, se de un nuevo plazo para que los 

licitadores presenten ofertas y que para solventar el conflicto de intereses con los dos 
licitadores afectados, si éstos desean seguir licitando, que sean requeridos para que 
presenten un escrito dejando fuera de sus equipos a sus hijos. Además pone a 
disposición su designación como director del Plan. 

Llegados a este punto debemos traer a colación lo establecido por el Tribunal 
Administrativo de Contratos Públicos de la Comunidad Autónoma de Canarias, en su 
Resolución 11/2019 de 11 Ene. 2019, Rec. 187/2018, según la cual:  

“En el presente caso, a la vista de la citada definición legal del conflicto de 
intereses, podemos señalar que partiendo de la inexistencia de una prohibición para 
contratar en sentido estricto, la participación en el proceso de preparación de un 
contrato, concretamente en la redacción de los pliegos, que es uno de los elementos 
fundamentales para la delimitación de los candidatos y de su valoración posterior, de 
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un funcionario del Ayuntamiento que es, a su vez, Gerente de una empresa que tiene 
como accionistas al Ayuntamiento de …..y a una empresa que se ha presentado a la 
licitación, sí que podría generar una situación de riesgo o de puesta en duda de la 
transparencia y objetividad del procedimiento de contratación. Se produciría así un 
riesgo de conflicto de intereses por contraposición del interés público y el privado, entre 
la entidad pública municipal de que se trata y el mencionado funcionario, lo que podría 
impedir el estricto cumplimiento de los deberes de la función pública y comprometer la 
imparcialidad de la actuación. 

Acreditada la existencia de un conflicto de intereses que afecta al funcionario 
municipal que redactó el PPT, tal y como sostienen la recurrente y el órgano de 
contratación, la siguiente cuestión estriba en determinar cuál es el alcance de esta 
infracción en el procedimiento de licitación y su solución. 

Tal y como se señala en el Decreto núm. 2018-1234, de 8 de noviembre, por el 
que resuelve desistir del procedimiento de adjudicación, el artículo 152.4 de la LCSP-
2017 (LA LEY 17734/2017) dispone que «El desistimiento del procedimiento deberá 
estar fundado en una infracción no subsanable de las normas de preparación del 
contrato o de las reguladoras del procedimiento de adjudicación, debiendo justificarse 
en el expediente la concurrencia de la causa. El desistimiento no impedirá la iniciación 
inmediata de un procedimiento de licitación». Sin embargo,en el caso analizado no se 
puede admitir que estemos ante una infracción no subsanable de las normas de 
preparación del contrato o del procedimiento de adjudicación, porque detectada la 
existencia de una situación de ventaja de una empresa basta con que se elimine del 
procedimiento a quien ha resultado beneficiado o ha podido serlo para que se subsane 
la infracción. 

Por tanto, se debe estimar el recurso planteado por la mercantil ….., y 
determinar que se ha producido un conflicto de intereses que ha podido beneficiar a la 

empresa licitadora…….., lo que resulta contrario a los principios de transparencia e 
igualdad. Consecuencia de ello es que la oferta de esta última empresa debe ser 
excluida de la licitación. Del mismo modo, se debe apreciar que no hay motivo para el 
desistimiento del contrato, previsto en el artículo 152.4 del TRLCSP (LA LEY 
21158/2011), porque la infracción detectada en el procedimiento de licitación es 
subsanable al persistir otra oferta válida”. 

Nuestra Ley de Contratos únicamente establece en su artículo 64 el “conflicto de 
intereses” pero no las consecuencias del mismo, por lo que debemos acudir a lo 
establecido en el artículo 57.4.e) de la Directiva 2014/24/UE sobre contratación pública, 
según el cual los poderes adjudicadores podrán excluir a un operador económico de la 
participación en un procedimiento de contratación, por sí mismos o a petición de los 
Estados miembros, cuando no pueda resolverse por medios menos restrictivos un 
conflicto de intereses en el sentido del artículo 24. 

Debe avanzarse que, siendo consciente de que la exclusión de un licitador es la 
medida más restrictiva, también entendemos que la expulsión de Doña Eva y Don Javier 
de los equipos no es la solución para arreglar el conflicto puesto que la integridad del 
procedimiento ya se encuentra comprometida desde el inicio como establece la 
Resolución del TACPC anteriormente citada, y ello en el sentido de que aunque los dos 
arquitectos ya no formasen parte de los equipos la duda sobre la posible ventaja que 
han podido obtener los licitadores no se disiparía. 

La proporcionalidad exigible a esta decisión de exclusión exige valorar algo más, 
puesto de manifiesto en el expediente y ya avanzado en este informe, y que no se 
desprende de las alegaciones objeto de valoración, y es lo manifestado en la 
providencia de la Alcaldía de 30/12/2019: “Iniciados los trámites para determinar la 
existencia de un posible conflicto de intereses en el marco del procedimiento de licitación 
2/2019 PGO, para la contratación del Servicio de Redacción del Plan General de 
Ordenación de Pájara, se ha comprobado que por los licitadores ALVAREZ, ALVAREZ Y 
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NAVARRO ARQUITECTOS S.L.P. y CENTRO DE OBSERVACIÓN Y TELEDETECCIÓN 
ESPACIAL, S.A.U. se hace referencia en sus propuestas a la Tesina de Master de 
derecho urbanístico de canarias, desarrollada por Ud y por D. José Luis Gutiérrez 
Padrón y titulada “Efectos de la anulación judicial del planeamiento general. El caso del 
municipio de Pájara”. 

Conferida audiencia a M. Sonia Ruano Domínguez, Técnico de Administración 
General del Ayuntamiento de Pájara, ésta manifiesta, entre otras cosas, que “En cuanto 
a la pregunta de si he proporcionado la Tesina de Máster de Derecho Urbanístico 
elaborada por Don José Luis Gutiérrez Padrón y por mi titulada: “Efectos de la 
Anulación Judicial del Planeamiento General. El Caso del Municipio de Pájara.” a alguno 
de los licitadores (Álvarez, Álvarez y Navarro Arquitectos S.L.P. y Centro de Observación 
y Teledetección Espacial SAU), la respuesta es no”.   

 
La consulta efectuada a la Universidad de Las Palmas tampoco acredita que se 

trate de un documento publicado o  público y de libre acceso, y al que, por tanto, todos 
los licitadores pudieran haber accedido en condiciones de igualdad por ser de general 
conocimiento. 

 
Lo relevante, por tanto,  es que los dos licitadores incursos en un posible conflicto 

de intereses por aquella causa de parentesco/colaboración profesional sumarían ahora 
un nuevo motivo, la disponibilidad, no acreditado el medio, de tal información vinculada 
a la autoría de la redacción de los PPTP.  

 
Pero ello supone, además, un nuevo conflicto de intereses sobrevenido, en 

relación con una de las integrantes de la mesa de contratación, la Sra. Ruano, puesto 
que aunque sea sin su consentimiento, los dos licitadores han usado un documento del 
que es autora para dar soporte a su oferta y respecto de criterios no evaluables 

mediante fórmulas aritméticas. De excluirse a los licitadores tal conflicto quedaría, en 
principio, solventado, pero no es menos cierto que la preservación total de la integridad 
del proceso de licitación podría aconsejar la remoción de aquella de la mesa de 
contratación, si bien por causas no imputables a la misma. 

B) Alegaciones presentadas por la entidad “ÁLVAREZ, ÁLVAREZ Y 
NAVARRO ARQUITECTOS S.L.P”.  

Al igual que en el caso anterior, comienza la alegante manifestando que los 
pliegos no hacen referencia a la aclaración del criterio para advertir de las posibles 
causas de incurrir en conflicto de intereses, partiendo de la premisa de evitar cualquier 
distorsión de la competencia y garantizar la transparencia desde la composición de los 
equipos participantes, ante lo cual solo cabe remitirse a lo ya dicho al respecto, 
significando que los pliegos no son una transcripción literal de la Ley de Contratos del 
Sector Público, y sin perjuicio de que dicha “omisión” en los pliegos no exime de su 
cumplimiento, siendo un concepto genérico tal y como señala la Directiva (art.24), sin 
que pueda exigirse a los pliegos una concreción casuística del mismo: “El concepto de 

conflicto de intereses comprenderá al menos cualquier situación en la que los miembros 
del personal del poder adjudicador, o de un proveedor de servicios de contratación que 
actúe en nombre del poder adjudicador, que participen en el desarrollo del 
procedimiento de contratación o puedan influir en el resultado de dicho procedimiento 
tengan, directa o indirectamente, un interés financiero, económico o personal que 
pudiera parecer que compromete su imparcialidad e independencia en el contexto del 
procedimiento de contratación». 

 No se pone en duda, en ningún momento,  con este procedimiento, ni la 
capacidad ni la solvencia técnica de Don Javier Gutiérrez Hernández ni tan siquiera los 
motivos por los cuales el licitador ha decidido incorporarlo a su equipo, puesto que como 
establece el artículo 64 LCSP y como ya se ha manifestado previamente, no se exige que 
el conflicto sea «real» en cuanto que el interés particular influya de facto en el 
desempeño de la actividad pública, sino que pueda ser percibido como comprometedor 
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de la objetividad debida.  

A continuación alega el Sr. Álvarez que “se nos informó que, este último (Sr. 
Gutiérrez Padrón), no formaría parte del Comité de Expertos, ni de la Mesa de 
Contratación, ni de ningún órgano municipal con capacidad de decisión en la resolución 
del expediente, quedando salvada así la independencia de dichos órganos en este 
sentido”.  En respuesta a tal alegación procede manifestar en primer lugar,  que entre 
las consultas realizadas -las cuales deben encontrase publicadas en la Plataforma de 
Contratación-  no consta pregunta alguna al respecto; y en segundo lugar, decir que el 
artículo 64 establece literalmente “el personal al servicio del órgano de contratación, que 
además participe en el desarrollo del procedimiento de licitación”. No limita por tanto la 
Ley el conflicto de intereses  a los miembros de la Mesa o del Comité de expertos, ni tan 
siquiera al personal que influya en el resultado final, por lo que la alegación debe ser 

desestimada. 

Es indudable la trayectoria profesional del licitador en el planeamiento 
urbanístico de Canarias, y ni el Comité de Expertos ni el órgano de contratación con el 
presente expediente ha querido poner en duda su profesionalidad ni reprobar su 
actuación, en absoluto. Simplemente lo único que ha ocurrido es que habiéndose puesto 
en duda la integridad de la licitación lo que procede es su salvaguarda adoptando las 
medidas adecuadas para ello. Por lo tanto no resulta adecuado como solicita el licitador 
ni continuar con el procedimiento no adoptando medida alguna al respecto, ni retrotraer 
las actuaciones modificando los pliegos para incluir la definición exhaustiva de las 
causas que generarían un conflicto de intereses y ello por lo ya expresado en el cuerpo 
del presente informe.  

No obstante, no puede dejar de señalarse la referencia a la tesina redactada por 
el Arquitecto Sr Gutiérrez Padrón y la Jurista municipal Sra. Ruano Domínguez respecto 
de la nulidad del Plan General de Pájara como otro elemento relevante a valorar 
respecto de la integridad de la licitación. 

En ninguna cláusula ni del Pliego técnico ni del Pliego administrativo se exige 
que deba formar parte del equipo redactor un arquitecto local, lo cual además si sería 
motivo de nulidad; ya que tanto la doctrina como la jurisprudencia proscriben la 
inclusión de cláusulas de arraigo en tales términos en los pliegos, por lo que no puede 
alegar el licitador la necesidad de buscar un profesional autónomo de la isla, como 
apoyo local a las tareas de elaboración del Plan General. 

Y en cuanto a la posibilidad de excluir al Sr. Gutiérrez Hernández de su 
propuesta no cabe sino remitirnos a lo ya expresado en la contestación a las 
alegaciones del Sr. Gutiérrez Padrón sobre esta cuestión, desestimando por tanto las 
alegaciones formuladas por el representante de la mercantil “ÁLVAREZ, ÁLVAREZ Y 
NAVARRO ARQUITECTOS S.L.P.” en su integridad. 

 

C) Alegaciones presentadas por la entidad “CENTRO DE OBSERVACIÓN Y 
TELEDETECCIÓN ESPACIAL, S.A.U.” 

 
Básicamente puede resumirse su alegación en que la mercantil, con la 

incorporación a su equipo de Doña Eva Gutiérrez, lo que intentaba era crear un equipo 
de profesionales locales conocedores del ámbito territorial objeto de contrato. Sin 
embargo y como ya hemos dicho, los pliegos en ningún momento exigen la contratación 
de profesionales que desarrollen sus servicios ni en Fuerteventura ni en Canarias, 
puesto que dicha cláusula sería nula de pleno derecho. La exigencia de un local en 
Pájara única y exclusivamente al adjudicatario se encuentra justificada en el expediente 
por motivos organizativos teniendo en cuenta las características del servicio a prestar. 
Pero ello no quiere decir que la exigencia del local requiera contratar arquitectos o 
ingenieros de la zona como afirma el representante de la entidad. 

 
Al igual que en el caso anterior, nadie pone en duda las razones por las que el 

licitador ha decidido incorporar a su equipo unos profesionales u otros, pero lo cierto es 

D
oc

um
en

to
 F

ir
m

ad
o 

E
le

ct
ró

ni
ca

m
en

te
 - 

C
SV

:6
2F

BA
03

4-
C

7A
A

-4
D

50
-8

78
3-

97
C

1B
74

6E
8F

5-
11

06
74

1
A

ut
en

tif
ic

ac
ió

n 
Ve

rif
ic

ab
le

 m
ed

ia
nt

e 
el

 C
ód

ig
o 

Se
gu

ro
 d

e V
er

ifi
ca

ci
ón

 (C
SV

), 
qu

e 
po

dr
á 

va
lid

ar
 e

n 
ht

tp
s:

\\s
ed

e.
pa

ja
ra

.e
s



que por desconocimiento o por error, su decisión ha comprometido la integridad de la 
licitación, por lo que el conflicto debe ser solucionado como ya hemos adelantado 
tomando como referencia la Resolución 1/2019 de 11 Ene. 2019, del  TACPCAC, 
garantizando los principios de integridad y transparencia de la contratación pública. 

 
Según el licitador el hecho de que “el funcionario en cuestión no es miembro de la 

Mesa de Contratación y las prescripciones técnicas del Pliego no favorecen a ninguna 
empresa concreta”. Al respecto y como ya hemos explicado en párrafos anteriores el 
artículo 64 LCSP se refiere al “personal al servicio del órgano de contratación” y no 
acota su ámbito de actuación solo a los miembros de la Mesa. 

 
Los pliegos de prescripciones técnicas definen las características del servicio que 

se pretende contratar, estableciendo el artículo 126 LCSP que dichas prescripciones 

proporcionarán a los empresarios acceso en condiciones de igualdad al procedimiento 
de contratación. El hecho de que expresamente se haya hecho constar que para la 
redacción de su propuesta se hayan empleado los datos de la Tesina del Sr. Gutiérrez 
hace pensar que efectivamente todos los licitadores no se encontraban en igualdad de 
condiciones. 

 
Por último finaliza el licitador, al igual que el resto de los alegantes, solicitando, 

para salvaguardar el conflicto y no existiendo a su entender otra solución, sustituir a Dª 
Eva Gutiérrez por otro arquitecto, a lo que únicamente nos queda remitirnos a lo ya 
expuesto desestimando en su integridad las alegaciones presentadas. 

 
CONCLUSIÓN FINAL 

Reiterar lo ya avanzado de que, llegados a este punto, debemos traer a colación 
lo establecido por el Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de la Comunidad 

Autónoma de Canarias, en su Resolución 11/2019 de 11 Ene. 2019, Rec. 187/2018, 
según la cual:  

“En el presente caso, a la vista de la citada definición legal del conflicto de 
intereses, podemos señalar que partiendo de la inexistencia de una prohibición para 
contratar en sentido estricto, la participación en el proceso de preparación de un 
contrato, concretamente en la redacción de los pliegos, que es uno de los elementos 
fundamentales para la delimitación de los candidatos y de su valoración posterior, de 
un funcionario del Ayuntamiento que es, a su vez, Gerente de una empresa que tiene 
como accionistas al Ayuntamiento de …..y a una empresa que se ha presentado a la 
licitación, sí que podría generar una situación de riesgo o de puesta en duda de la 
transparencia y objetividad del procedimiento de contratación. Se produciría así un 
riesgo de conflicto de intereses por contraposición del interés público y el privado, entre 
la entidad pública municipal de que se trata y el mencionado funcionario, lo que podría 
impedir el estricto cumplimiento de los deberes de la función pública y comprometer la 
imparcialidad de la actuación. 

Acreditada la existencia de un conflicto de intereses que afecta al funcionario 
municipal que redactó el PPT, tal y como sostienen la recurrente y el órgano de 
contratación, la siguiente cuestión estriba en determinar cuál es el alcance de esta 
infracción en el procedimiento de licitación y su solución. 

Tal y como se señala en el Decreto núm. 2018-1234, de 8 de noviembre, por el 
que resuelve desistir del procedimiento de adjudicación, el artículo 152.4 de la LCSP-
2017 (LA LEY 17734/2017) dispone que «El desistimiento del procedimiento deberá 
estar fundado en una infracción no subsanable de las normas de preparación del 
contrato o de las reguladoras del procedimiento de adjudicación, debiendo justificarse 
en el expediente la concurrencia de la causa. El desistimiento no impedirá la iniciación 
inmediata de un procedimiento de licitación». Sin embargo, en el caso analizado no se 
puede admitir que estemos ante una infracción no subsanable de las normas de 
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preparación del contrato o del procedimiento de adjudicación, porque detectada la 
existencia de una situación de ventaja de una empresa basta con que se elimine del 
procedimiento a quien ha resultado beneficiado o ha podido serlo para que se subsane 
la infracción. 

Por tanto, se debe estimar el recurso planteado por la mercantil…..., y 
determinar que se ha producido un conflicto de intereses que ha podido 

beneficiar a la empresa licitadora …..., lo que resulta contrario a los principios 

de transparencia e igualdad. Consecuencia de ello es que la oferta de esta 
última empresa debe ser excluida de la licitación. Del mismo modo, se debe 
apreciar que no hay motivo para el desistimiento del contrato, previsto en el artículo 
152.4 del TRLCSP (LA LEY 21158/2011), porque la infracción detectada en el 
procedimiento de licitación es subsanable al persistir otra oferta válida”. 

Nuestra Ley de Contratos únicamente establece en su artículo 64 el “conflicto de 
intereses” pero no las consecuencias del mismo, por lo que debemos acudir a lo 
establecido en el artículo 57.4.e) de la Directiva 2014/24/UE sobre contratación pública, 
según el cual los poderes adjudicadores podrán excluir a un operador económico de la 
participación en un procedimiento de contratación, por sí mismos o a petición de los 
Estados miembros, cuando no pueda resolverse por medios menos restrictivos un 
conflicto de intereses en el sentido del artículo 24. 

Debe avanzarse que, siendo consciente de que la exclusión de un licitador es la 
medida más restrictiva, también entendemos que la expulsión de Doña Eva y Don Javier 
(tanto por la relación de parentesco como por el vínculo profesional con el redactor de los 
pliegos) de los equipos no es la solución para arreglar el conflicto puesto que el 
procedimiento ya se encuentra comprometido desde el inicio a tenor de la doctrina que 
establece la resolución del TACPC anteriormente citada, y ello en el sentido de que 
aunque los dos arquitectos ya no formasen parte de los equipos la duda sobre la posible 

ventaja que han podido obtener los licitadores no se disiparía. 

La proporcionalidad exigible a esta decisión de exclusión exige considerar, 
además, como tercer indicio relevante, que los dos licitadores incursos en el posible 
conflicto de intereses por aquella causa de parentesco/colaboración profesional 
sumarían ahora un nuevo motivo, la disponibilidad, no acreditado el medio, de  
información académica documental no publicada y relevante vinculada a la autoría de 
la redacción de los PPTP. 

Ello supone, y así debe reiterarse, un nuevo conflicto de intereses sobrevenido, 
en relación ahora con una de las integrantes de la mesa de contratación, la Sra. Ruano, 
puesto que aunque sea sin su consentimiento, los dos licitadores han usado un 
documento del que es autora para dar soporte a su oferta y respecto de criterios no 
evaluables mediante fórmulas aritméticas. De excluirse a los licitadores tal conflicto 
quedaría, en principio, solventado, pero no es menos cierto que la preservación total de 
la integridad del proceso de licitación podría aconsejar la remoción de aquella de la 

mesa de contratación, si bien por causas no imputables a la misma. 
Visto cuanto antecede, de conformidad con lo establecido en el artículo 175 del 

Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, quien 
suscribe eleva la siguiente: 

 

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN: 
 
Primero.- Declarar la existencia de un conflicto de intereses en el expediente de 

contratación del Servicio de Redacción del Plan General de Ordenación de Pájara en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Publico, lo que resulta contrario a los principios de transparencia e 
igualdad. 
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Segundo.- Excluir del procedimiento a los licitadores “ÁLVAREZ, ÁLVAREZ Y 
NAVARRO ARQUITECTOS S.L.P” y “Centro de Observación y Teledetección Espacial, 
S.A.U” con el fin de salvaguardar la integridad de la licitación. 

 
Tercero.- Elevar al Pleno de la Corporación la presente resolución, en unión de 

todo el expediente, con el fin de que se pronuncie sobre la puesta a disposición de D. 
José Luis Gutiérrez Padrón del cargo de Director del Plan general de ordenación de 
Pájara. 

 
Cuarto.- Notificar la presente resolución a los interesados significándoles, que tal 

como se desprende del artículo 44.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos 
del Sector Público, contra la misma podrá interponer, sin perjuicio de cualquier otro que 
estime procedente: 

 
1.- Con carácter potestativo, recurso especial en materia de contratación 

regulado en los artículos 44 y ss. de la citada ley, en el plazo de 15 días hábiles a 
contar desde el día siguiente a la notificación realizada de conformidad con lo dispuesto 
en la Disposición adicional decimoquinta de la citada ley, ante el Tribunal 
Administrativo de Contratos Públicos de Canarias. 

 
2.- Recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-

administrativo de las Palmas en el plazo de dos meses, contados desde el día siguiente 
a la recepción o puesta a su disposición de los presentes documentos, de acuerdo con 
los artículos 8, 25 y 46 de la Ley 29/1988, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, con la salvedad de que no se podrá hacer uso del recurso 
contencioso-administrativo en tanto no se resuelva, expresamente  o por silencio, el 
recurso de reposición que, en su caso,  se hubiera interpuesto, art. 123.2 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 
 
3.- Recurso extraordinario de revisión ante el mismo órgano administrativo que 

dicta el presente acuerdo en los casos y plazos previstos en el art. 125 de la misma Ley, 
concretamente, cuatro años desde la fecha de notificación de la resolución impugnada 
cuando se trata de la causa a) del apartado 1, y tres meses, a contar desde el 
conocimiento de los documentos o desde que lo sentencia judicial quedó firme, en los 
demás casos. 

 
Quinto.- Levantar la suspensión del procedimiento de licitación  y publicar la 

presente resolución en la Plataforma de Contratación del Sector Público”. 
 
Examinada la documentación que la acompaña, y de conformidad con lo 

establecido en la Disposición Adicional Segunda de la Ley de Contratos del Sr. Publico, 
RESUELVO: 

 
Primero.- Declarar la existencia de un conflicto de intereses en el expediente de 

contratación del Servicio de Redacción del Plan General de Ordenación de Pájara en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Publico, lo que resulta contrario a los principios de transparencia e 
igualdad. 

 
Segundo.- Excluir del procedimiento a los licitadores “ÁLVAREZ, ÁLVAREZ Y 

NAVARRO ARQUITECTOS S.L.P” y “Centro de Observación y Teledetección Espacial, 
S.A.U” con el fin de salvaguardar la integridad de la licitación. 

 
Tercero.- Elevar al Pleno de la Corporación la presente resolución, en unión de 

todo el expediente, con el fin de que se pronuncie sobre la puesta a disposición de D. 
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José Luis Gutiérrez Padrón del cargo de Director del Plan general de ordenación de 
Pájara. 

 
Cuarto.- Notificar la presente resolución a los interesados significándoles, que tal 

como se desprende del artículo 44.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos 
del Sector Público, contra la misma podrá interponer, sin perjuicio de cualquier otro que 
estime procedente: 

 
1.- Con carácter potestativo, recurso especial en materia de contratación 

regulado en los artículos 44 y ss. de la citada ley, en el plazo de 15 días hábiles a 
contar desde el día siguiente a la notificación realizada de conformidad con lo dispuesto 
en la Disposición adicional decimoquinta de la citada ley, ante el Tribunal 
Administrativo de Contratos Públicos de Canarias. 

 
2.- Recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-

administrativo de las Palmas en el plazo de dos meses, contados desde el día siguiente 
a la recepción o puesta a su disposición de los presentes documentos, de acuerdo con 
los artículos 8, 25 y 46 de la Ley 29/1988, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, con la salvedad de que no se podrá hacer uso del recurso 
contencioso-administrativo en tanto no se resuelva, expresamente  o por silencio, el 
recurso de reposición que, en su caso,  se hubiera interpuesto, art. 123.2 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

 
3.- Recurso extraordinario de revisión ante el mismo órgano administrativo que 

dicta el presente acuerdo en los casos y plazos previstos en el art. 125 de la misma Ley, 
concretamente, cuatro años desde la fecha de notificación de la resolución impugnada 
cuando se trata de la causa a) del apartado 1, y tres meses, a contar desde el 

conocimiento de los documentos o desde que lo sentencia judicial quedó firme, en los 
demás casos. 

 
Quinto.- Levantar la suspensión del procedimiento de licitación  y publicar la 

presente resolución en la Plataforma de Contratación del Sector Público. 
 
Lo manda y firma el Sr. Alcalde, en Pájara, en la fecha de la firma digital, 

firmado digitalmente, mediante Sello de Órgano de la Secretaría/Vicesecretaría 
General.” 

 

http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/840 
 

Sometido el asunto a  votación,  se aprueba con el siguiente resultado, 
adoptándose el acuerdo que figura a continuación: 

 
VOTOS A FAVOR: 13 (7 PSOE, 3 NCa-AMF, 3 Grupo Mixto) 
VOTOS EN CONTRA: 0  
ABSTENCIONES: 7 (CCa-PNC) 
 

 http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/1248 
 
 

Primero.- Mantener como director del Plan General de Ordenación de Pájara a 
don José Luis Gutiérrez Padrón. 
 
 

DÉCIMOPRIMERO.- TOMA DE RAZÓN DEL INFORME DE FISCALIZACIÓN 

DE LAS ACTUACIONES EN MATERIA MEDIOAMBIENTAL LLEVADAS A CABO POR 

AYUNTAMIENTOS DE MAS DE 10.000 HABITANTES, DESDE EL 1 DE ENERO DE 
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2017 HASTA EL 31 DE MAYO DE 2018, EMITIDO POR LA AUDIENCIA DE 

CUENTAS DE CANARIAS. 
 

 El Pleno, toma conocimiento del informe de fiscalización de las actuaciones en 
materia medioambiental llevadas a cabo por Ayuntamientos de más de 10.000 
habitantes, desde el 1 de enero de 2017 hasta el 31 de mayo de 2018, emitido por la 
Audiencia de Cuentas de Canarias. 

 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/1288 
 
DÉCIMOSEGUNDO.- MODIFICACIÓN DE LAS RETRIBUCIONES POR EL 

EJERCICIO DE CARGOS PÚBLICOS DE LA CORPORACIÓN CON DEDICACIÓN 

EXCLUSIVA.  
 
Dada cuenta de la Propuesta de la Alcaldía Presidencia, de fecha 7 de  febrero 

de 2020, que se transcribe literalmente: 
 

“PROPUESTA ALCALDÍA SOBRE RETRIBUCIONES ANUALES DEL CARGO 

 
De conformidad con lo establecido en el artículo 75-bis de la Ley 7/1985, de 2 de 

Abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, así como en el texto de la Ley 
27/2013, de 23 de Diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración 
Local, introduciendo por el número 18 del artículo primero la siguiente modificación: “los 
presupuestos Generales del Estado determinarán, anualmente el límite máximo total 
que pueden percibir los miembros de las corporaciones locales por todos los conceptos 
retributivos y asistenciales, excluidos los trienios a los que en su caso tengan derecho 
aquellos funcionarios de carrera que se encuentren en situación de servicios especiales, 
atendiendo entre otros criterios a la naturaleza de la Corporación y a su población”. 

 
De conformidad con dicha provisión el Real Decreto-Ley 24/2018 de 21 de 

Diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes en materia de retribuciones en el 
ámbito del sector público, ha establecido que el límite máximo total de la retribución de 
los miembros de las Corporaciones Locales y en el caso de la Alcaldía, para municipios 
de entre 20.001 y 50.000 habitantes será la de 58.372,36 € brutos anuales. 

 
El objeto del presente acuerdo consiste en adecuar las retribuciones anuales de 

la Alcaldía en dedicación exclusiva.  
 
 En virtud de lo expuesto se eleva al Pleno Municipal la adopción del siguiente 

ACUERDO: 
 

Primero.- Determinar la dedicación exclusiva de la Alcaldía y por tanto con 
derecho a retribución en la cuantía de 50.000 euros brutos anuales. 

 
Segundo.- Las retribuciones por el desempeño del cargo en régimen de 

dedicación exclusiva se entienden brutas anuales, pagaderas en catorce pagas iguales, 
excluidos los trienios a los que tenga derecho por encontrarse en situación de servicios 
especiales.   

 
Tercero.- Instruir, si fuere necesario, el oportuno expediente de modificación de 

créditos al objeto de dar cumplimiento a los precedentes pronunciamientos.” 
 

http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/1314 
 
Sometida a votación la propuesta de acuerdo previamente transcrita,  la misma 

se aprueba con el siguiente resultado:  
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VOTOS A FAVOR: 11 (7 PSOE, 3 NCa-AMF, 1 Grupo Mixto-PODEMOS) 
VOTOS EN CONTRA: 7 (CCa-PNC) 
ABSTENCIONES: 2 (Grupo Mixto-PP) 
 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/1804 
 

 

B) PARTE DECLARATIVA 

 
DÉCIMOTERCERO.- TOMA DE CONOCIMIENTO DE LA RESOLUCIÓN DE 

LA ALCALDÍA Nº 152/2020, DE 17 DE ENERO, RELATIVA A LA DELEGACIÓN DE 

LA ALCALDÍA.  
 
Dada cuenta de los Decretos de la Alcaldía número 152/2020, de 17 de enero,  

que se transcribe literalmente: 

 
“DECRETO DE LA ALCALDÍA.- Teniendo previsto ausentarme del Municipio 

durante los días 18 al 24 de enero de 2020, ambos inclusive, y considerando necesario 
otorgar delegación a la Primera Teniente de Alcalde para que me sustituya durante mi 
ausencia, por el presente RESUELVO: 

 
Primero.- Designar como Alcalde en Funciones del Ayuntamiento de Pájara, 

durante los días 18 al 24 de enero de 2020, ambos inclusive, al Primer Teniente de 
Alcalde, don Farés Roque Sosa Rodríguez, delegando en el mismo la totalidad de las 
funciones y atribuciones que corresponde a esta Alcaldía. 

 
Segundo.- Publicar la presente Delegación en el Boletín Oficial de la Provincia. 

 

Tercero.- Notificar la presente Resolución al interesado y poner en conocimiento 
al Pleno de la Corporación, significándole que ésta pone fin a la vía administrativa, tal 
como se desprende del artículo 52.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local, y contra la misma podrá interponer, sin perjuicio de cualquier 
otro que estime procedente: 
 

1.- Recurso potestativo de reposición ante el mismo órgano que dicta la presente 
Resolución, en el plazo de un mes, contado desde el día siguiente al de su notificación, 
de conformidad con los artículos  123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 

2.- Recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-
administrativo de las Palmas en el plazo de dos meses, contados desde el día siguiente 
al de su notificación, de acuerdo con los artículos 8, 25 y 46 de la Ley 29/1988, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, con la salvedad de 
que no se podrá hacer uso del recurso contencioso-administrativo en tanto no se 
resuelva, expresamente  o por silencio, el recurso de reposición que, en su caso,  se 
hubiera interpuesto, artículo 123.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
 

3.- Recurso extraordinario de revisión ante el mismo órgano administrativo que 
dicta el presente acuerdo en los casos y plazos previstos en el artículo 125 de la misma 
Ley, concretamente, cuatro años desde la fecha de notificación de la resolución 
impugnada cuando se trata de la causa a) del apartado 1, y tres meses, a contar desde 
el conocimiento de los documentos o desde que la sentencia judicial quedó firme, en los 
demás casos. 
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Lo manda y firma el Sr. Alcalde, en Pájara, en la fecha de la firma digital, 
firmado digitalmente, mediante Sello de Órgano de la Secretaría/Vicesecretaría 
General.” 

 

El Pleno toma conocimiento del Decreto número 152/2020 de fecha 17 de 
enero  relativo a delegación de la Alcaldía. 
 

 http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/1836 
  
 

 DÉCIMOCUARTO.- DESIGNACIÓN DE LOS REPRESENTANTES DE LOS 

GRUPOS MUNICIPALES EN EL CONSEJO RECTOR Y EN EL CONSEJO ESCOLAR 

DEL ORGANISMO AUTÓNOMO “ESCUELAS INFANTILES DE PÁJARA”.  
 

Por la Secretaria, de orden de la Presidencia, se da lectura a los escritos con 
registro de entra nº 2073 y nº 2528 de fechas 10 y 17 de febrero de 2020, presentados 
respectivamente por los Grupos Políticos PSOE, y Grupo Mixto, para la designación de 
los representantes en el Consejo Rector y en el Consejo Escolar del Organismo 
Autónomo “Escuelas Infantiles de Pájara”. 

 
Por parte del grupo CCa-PMC se comunica que mantienen los mismos 

representantes designados en el pleno de fecha 18 de julio de 2019 y así mismo NCa-
AMF igualmente mantienen los señalados en el mismo acuerdo plenario, con lo que 
queda: 

 
GRUPO MUNICIPAL PSOE-PÁJARA: 
 
REPRESENTANTE CONSEJO ESCOLAR ORGANISMO AUTÓNOMO 

“ESCUELAS INFANTILES DE PÁJARA”: 
 
- TITULAR:    María Soledad Placeres Hierro 

- SUPLENTE:  Lucia Darriba Folgueira 

 REPRESENTANTE CONSEJO RECTOR ORGANISMO AUTÓNOMO “ESCUELAS 
INFANTILES DE PÁJARA”: 

- TITULAR:    María Soledad Placeres Hierro 

- SUPLENTE:  Lucia Darriba Folgueira 

 
 
 

 GRUPO MUNICIPAL NCa-AMF:  
 

REPRESENTANTE CONSEJO ESCOLAR ORGANISMO AUTÓNOMO 
“ESCUELAS INFANTILES DE PÁJARA”: 

 
- TITULAR:    Juan Valentín Déniz Francés 

- SUPLENTE:  

 REPRESENTANTE CONSEJO RECTOR ORGANISMO AUTÓNOMO “ESCUELAS 
INFANTILES DE PÁJARA”: 
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- TITULAR:    Juan Valentín Déniz Francés 

- SUPLENTE:  

 GRUPO MUNICIPAL MIXTO: 
 

REPRESENTANTE CONSEJO ESCOLAR ORGANISMO AUTÓNOMO 
“ESCUELAS INFANTILES DE PÁJARA”: 

 
- TITULAR:    Dunia Alvaro Soler 

- SUPLENTE:  Alejandro Cacharrón Gómez 

 REPRESENTANTE CONSEJO RECTOR ORGANISMO AUTÓNOMO “ESCUELAS 
INFANTILES DE PÁJARA”: 

 
- TITULAR:    Dunia Alvaro Soler 

- SUPLENTE:  Alejandro Cacharrón Gómez 

 GRUPO MUNICIPAL CCA-PNC: 
 

REPRESENTANTE CONSEJO ESCOLAR ORGANISMO AUTÓNOMO 
“ESCUELAS INFANTILES DE PÁJARA”: 

 
- TITULAR:  Basilisa Rodríguez Saavedra 

- SUPLENTE:  José Manuel Díaz Rodríguez 

 REPRESENTANTE CONSEJO RECTOR ORGANISMO AUTÓNOMO “ESCUELAS 
INFANTILES DE PÁJARA”: 

 
- TITULAR:  Basilisa Rodríguez Saavedra 

- SUPLENTE:  José Manuel Díaz Rodríguez 

 El Pleno toma conocimiento de los escritos presentados por los diferentes 
Grupos Políticos para la designación de los representantes en el concejo rector y 
consejo escolar del Organismo Autónomo “Escuelas Infantiles de Pájara”. 
 
 http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/1875 
 

 
DÉCIMOQUINTO.- MOCIÓN INSTITUCIONAL, RELATIVA A LA 

DELIMITACIÓN DE LAS AGUAS TERRITORIALES DE CANARIAS.  
 
Dada cuenta de la moción institucional, de fecha 10 de febrero,  que se 

transcribe literalmente: 

 
“De acuerdo con lo previsto en el Reglamento de Organización, Funcionamiento y 
Régimen Jurídico de las Entidades Locales, los indicados en el encabezamiento desea 
someter a la consideración del Pleno la siguiente Moción: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
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En el año 2017, el Gobierno marroquí hizo pública una propuesta de modificación de 
dos leyes que afectaban a la Zona Económica Estratégica y a las aguas territoriales que 
lindan con Canarias. 
 
Esa propuesta del año 2017, que fue trasladada a la página web del Gobierno, fue 
recuperada en diciembre del año 2019 y trasladada a una comisión de Pleno del 
Parlamento marroquí donde fue aprobada por unanimidad. Ante ese anuncio, hubo una 
reacción inmediata por parte de Canarias y de España planteando que esa 
unilateralidad expresada por el Gobierno marroquí no tenía cabida y que cualquier 
alteración de la delimitación de las aguas territoriales debía hacerse siempre con el 
consenso entre los países fronterizos, tal y como estipula la legalidad internacional. 
 

Así, hubo una declaración hecha pública por parte del Gobierno de España y también 
del Gobierno de Canarias explicando que Marruecos dejaba sobre la mesa la 
aprobación de esas dos leyes sine die. Sin embargo, en el mes de enero de 2020, esas 
dos leyes han ido al Parlamento marroquí, donde igualmente se han aprobado por 
unanimidad. 
 
Como consecuencia de esa aprobación, 24 horas después el Gobierno de Canarias 
aprobaba por unanimidad una Declaración Institucional en la que rechaza cualquier 
alteración por parte de Marruecos que afecte a las aguas canarias y, del mismo modo, 
rechaza cualquier política de hechos consumados por parte de Marruecos con respecto a 
las aguas territoriales. 
 
En dicha Declaración Institucional, el Gobierno de Canarias es claro en su exposición 
acerca del respeto absoluto a la legalidad internacional que es la que marca las 
competencias, los límites y el trazado de las aguas territoriales. 

 
Dado que no se ha definido el trazado, los límites y las coordenadas de dicha 
modificación por parte de Marruecos, no existen por tanto hechos consumados. Así, lo 
que se ha dado es el inicio de un proceso legislativo por parte de Marruecos para 
delimitar su zona marítima en el que lo único que recoge ese expediente es que el 
país  vecino  quiere  establecer cuáles son sus aguas territoriales, un derecho que 
tienen todos los países. 
 
Por todo ello, y teniendo en cuenta que la aprobación que ha realizado el Parlamento 
marroquí es provisional y contra la misma no cabe por su provisionalidad 

recurso ante la ONU, sino que debiera ser trasladada posteriormente al Senado para 
regresar de nuevo al Parlamento marroquí y finalmente convertirse en decreto, y tras la 
visita de la Ministra de Asuntos exteriores a Rabat, así como a Canarias, las 
organizaciones indicadas y el Grupo Socialista de Pájara, presenta la siguiente: 
 

MOCIÓN 
 

1. Instar al Gobierno de Canarias y al Gobierno de España, como así se 

ha expuesto, para que siga sosteniendo que cualquier decisión que se 

tome respecto a la delimitación de aguas que afecte a las aguas 
españolas y en particular a las canarias se haga, como es debido, en 

consenso entre los países afectados, tal y como marca la  legalidad  

internacional  y  las  resoluciones  de  las  Naciones Unidas, teniendo en 

cuenta además las solicitadas depositadas por España  ante  la  ONU  

hace  ya  un  lustro,  y  teniendo  también  en cuenta las resoluciones de 

a propia ONU. Sin ello, la delimitación marítima en aguas del Atlántico 
oriental junto a Canarias no se ajustaría  a derecho y por lo  tanto  

Marruecos  no podría  hacerla efectiva unilateralmente, dado que sin 

ello en ningún caso ningún país fronterizo podrá modificar ni un solo 
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milímetro la delimitación de las aguas territoriales españolas, la Zona 

Económica Exclusiva y la plataforma continental, ni las aguas 

canarias. 
 

2. Solicitar que, en caso de que el Gobierno y el Parlamento marroquí 

hiciera efectiva una delimitación unilateral que afecte a las aguas 

españolas y canarias, el Gobierno de España inmediatamente traslade 

su oposición ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU) para 

evitar su reconocimiento internacional. 
 

3. Valorar positivamente las acciones diplomáticas desplegadas por el 
Ministerio de Asuntos Exteriores de España en coordinación con el 

Gobierno de Canarias, de manera especial la contundencia de que no 

habrá delimitación efectiva de aguas colindantes entre los dos países 
sin que se produzca un acuerdo previo sobre el reparto de esas aguas 

por parte de ambos Gobiernos, y por ello no se permitirán actuaciones 

unilaterales ni se aceptarán hechos consumados. 
 

4. Apelar desde esta institución al cumplimiento de la legalidad 

internacional, al respeto a las manifestaciones ya formuladas por 
España ante los organismos internacionales y a que sean la diplomacia, 

el diálogo y las buenas relaciones las que rijan el entendimiento entre 

Marruecos y España, unas relaciones de gran importancia  en  aspectos  

como  la  economía  o  la  seguridad  de ambos países. 
 

5. Apoyar la Declaración Institucional del Gobierno de Canarias 

aprobada por el Consejo de Gobierno el pasado día 23 de enero.” 
 

 

Sometida a votación la moción previamente transcrita,  la misma se aprueba  
por unanimidad. 

 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/2014 
 
 

 DÉCIMO SEXTO.- MOCIÓN PRESENTADA POR EL GRUPO POPULAR DE 
PÁJARA RELATIVA A LA COMISIÓN PERMANENTE DE HONORES Y 

DISTINCIONES.  
 
 Vista la propuesta presentada por el Grupo Popular de Pájara relativa a la 
comisión permanente de honores y distinciones de fecha 13 de febrero de 2020, que se 
transcribe literalmente: 
 
 “La concejala del Partido Popular y portavoz del Grupo Mixto en el Ayuntamiento 
de Pájara, cuyos datos obran en esta Secretaria, en virtud del artículo 97 de la Ley 
7/2015 de 1 de Abril de los Municipios de Canarias, eleva al Pleno de la institución la 
siguiente moción. 
 
 

MOCION RELATIVA A  LA COMISION   PERMANENTE DE   HONORES Y 

DISTINCIONES 

 

 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

 
En fecha 9 de enero de 2020 el Grupo Popular del Ayuntamiento de Pájara  

presentó una solicitud de información por escrito sobre la Comisión Permanente de 

D
oc

um
en

to
 F

ir
m

ad
o 

E
le

ct
ró

ni
ca

m
en

te
 - 

C
SV

:6
2F

BA
03

4-
C

7A
A

-4
D

50
-8

78
3-

97
C

1B
74

6E
8F

5-
11

06
74

1
A

ut
en

tif
ic

ac
ió

n 
Ve

rif
ic

ab
le

 m
ed

ia
nt

e 
el

 C
ód

ig
o 

Se
gu

ro
 d

e V
er

ifi
ca

ci
ón

 (C
SV

), 
qu

e 
po

dr
á 

va
lid

ar
 e

n 
ht

tp
s:

\\s
ed

e.
pa

ja
ra

.e
s

http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/2014


Honores y Distinciones y sobre las decisiones adoptadas por dicha Comisión en 2 de 
abril de 2014, dando inicio al expediente para el otorgamiento de diferentes distinciones 
a:  
 
Primero.- Nombramiento como “ Hija Adoptiva “de Pájara a Doña Encarnación 
Fernández García. 
Segundo.- Otorgar el nombre de “ Manuel Mederos Pollo Apolinario “ al Campo de Lucha 
de Morro Jable. ( ya en proceso de ejecución la rotulación, como nos dice en su 
respuesta) 
Tercero.- El otorgamiento de la rotulación honorífica de una Calle en consideración a D. 
Santiago Callero Betancor. 
Cuarto.- La Consideración honorifica en la Avenida del Saladar mediante una Placa con 
el nombre de los integrantes del “ Colectivo por el Saladar “ 

Quinto.- El Otorgamiento de la rotulación honorífica de una calle o plaza en 
consideración al  “Grupo los Mantequillas “. 
Sexto.- El otorgamiento de la rotulación honorífica de una calle o plaza en consideración 
a D. Carlos Cabrera Ajeno. 
Séptimo.-  El otorgamiento de la rotulación honorífica de una calle o plaza en 
consideración a “ Los Poetas Locales”. 
 

Que el día 29 de enero de 2020 el Sr. Alcalde D. Pedro Armasnos hace partífices 
en respuesta por escrito, del interés de este Grupo de Gobierno, en poner en marcha la 
Comisión de Honores y Distinciones a la mayor brevedad posible. 
 

En dicho escrito, con referencia a este expediente,se indica que la anterior 
Comisión Informativa Especial en Sesión celebrada el día 8 de julio de 2014,  adoptó los 
siguientes acuerdos, posteriormente aprobados en sesión Plenaria Extraordinaria 
celebrada en fecha 24 de Julio de 2014. 

 
En respuesta a solicitud de información sobre la culminación de este expediente, 

el escrito continúa indicando que con fecha 22 de noviembre de 2014 se celebro un acto 
institucional en el Hotel Robinson Jandia Playa donde se entregó un diploma o placa 
conmemorativa a todos los designados, estando ausentes los miembros del “Colectivo 
por el Saladar”, por motivos que desconoce. Quedaron pendientes de ejecución los 
acuerdos relativos a la rotulación honorífica de calles y plazas, a razón de informe 
técnico solicitado al Delineante Municipal Sr. Antonio J. Melian Martínez, quien, en fecha 
18 de mayo de 2018, determinó varios viales que podrían ser nominados en honor a los 
distinguidos por esta Comisión. 
 

Finalmente el Sr. Alcalde D. Pedro Armas traslada en dicho escrito, que 
halibrado providencia en 29 de enero de 2020 al Departamento de Contratación para 
que se proceda a la contratación de los servicios de rotulación en distinción a “D.Manuel 
Mederos Pollo Apolinario”en el  Campo de Lucha de Morro Jable. 

 
Que en Sesión Plenaria Ordinaria de fecha 1de febrero de 2018 se daba cuenta 

de la Propuesta de la Alcaldía de fecha 5 de enero de 2018 que se refería al resultado 
de la Sesión Extraordinaria por la Comisión de Honores y Distincionesde fecha 14 de 
noviembre de 2017. En ella, se adoptó acuerdo para incoar expedientes para la 
concesión de las distinciones que se reseñan a continuación: 
 
- D. Juan Franco Betancor (Placa) 
-D. Marcial Morera (Hijo Predilecto) 
-D. Raimundo Cabrera Torres (Campo de Futbol de La Lajita) 
-D. Nicolas SánchezGarcía (Polideportivo de Pájara) 
- Festival en Honor a “Floro” 
- Teniente Coronel Sánchez Umpierrez (Estatua)  
 - D. Gregorio Pérez (Plaza en Costa Calma) 
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 - D. Juan Placares (Campo de Futbol de Morro Jable) 
 - D. JoséMaría Espino Morales (Pista de Atletismo de Morro Jable) 
 - D. Juan Cabrera Cabrera “Tito” (Placa en Campo de Futbol Morro Jable) 
 - D. Macario Cabrera Rodríguez (Placa en Campo de Futbol  Morro Jable) 
 - D. Celedonio Soto Marrero “Nono” (Placa en Campo de Futbol Moro Jable) 
 
 
Por todo ello, el Partido Popular en el Ayuntamiento de Pájara propone: 
 
 

PROPUESTA DE ACUERDOS 
 
1º  Instar a la formalización de la constitución de la Comisión Permanente de Honores y 

Distinciones en el menor tiempo posible, como tiene a bien el Sr. Alcalde D. Pedro Armas. 
 
2º  Instar a que esta Comisión, una vez creada, dé finalización a los expedientes que 
quedan pendientes de materializar,  y que resultaron aprobados en Sesión Plenaria 
Extraordinaria celebrada en fecha 24 de junio de 2014. 
 
3º Instar a que, una vez resuelto en su totalidad el anterior expediente, se dé, por parte 
del Sr. Alcalde D. Pedro Armas, las indicaciones necesarias para llevar a su término el 
expediente con informe favorable de 25 de enero de 2018 sobre el reconocimiento 
honorífico a nuestros distinguidos del municipio de Pájara, y que quedó 
provisionalmente sobre la mesa para su ejecución a la espera precisamente de poner fin 
al anterior.” 
 

Sometida a votación la moción previamente transcrita,  la misma se aprueba 
por unanimidad. 

 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/2129 
 

 
 DÉCIMOSEPTIMO.- MOCIÓN PRESENTADA POR EL GRUPO POPULAR DE 

PÁJARA RELATIVA A LA CARENCIA DE AGUA POR PARTE DEL CAAF. 
 
 Vista la propuesta presentada por el Grupo Popular de Pájara relativa a la 
carencia de agua por parte del CAAF, de fecha 13 de febrero de 2020, que se 
transcribe literalmente: 
 
 “La concejala del Partido Popular y portavoz del Grupo en el 

Ayuntamiento de Pájara, cuyos datos obran en esta Secretaria, en virtud del 

artículo 97 de la Ley 7/2015 de 1 de Abril. De los Municipios de Canarias, eleva 
al Pleno de la institución la siguiente moción. 

 

MOCION RELATIVA A LA CARENCIA DE AGUA POR PARTE DEL CAAF 

 

 EXPOSICION DE MOTIVOS 

 
El agua es un bien de consumo de primera necesidad, es una prioridad.  
 
El municipio de Pájara viene sufriendo desde hace años, carencias de suministro de 
agua potable en diferentes localidades, bien por averías, por pérdidas en redes de 
suministro obsoletas o simplemente por producción insuficiente para abastecer a los 
consumidores y vecinos.  
 
Decir que el agua no entiende de colores políticos ni de ideologías debería de ser obvio 
porque castiga a todos por igual, pero no es así.  
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Debemos recordar que la carencia de este bien está maltratando a nuestros vecinos de 
una forma continua y cada vez más cruel ante los repetidos cortes, y no solo por días, 
sino por incluso semanas, que se sufre ya no solo en La Pared, localidad con unas 
peculiaridades con respecto al agua, sino también en el Cardón, Tarajal de Sancho, Las 
Hermosas, o La Lajita.  
 
Si bien es cierto que nuestros habitantes en Pájara están concienciados de la gran 
problemática existente con el Caaf, motivo por el que cuentan con los depósitos 
necesarios para paliar la sequia durante unos días, es por elloque  han aprendido a 
racionalizar el agua como si estuviéramos en el desierto. 
El pasado 24 de Septiembre, durante un periodo crítico de sequía en La Pared, D. Blas 
Acosta anunciaba que el Cabildo invertiría 10 millones para obras hidráulicas en la isla, 

pero en el presupuesto del 2020 solo hay una partida presupuestaria de 1,6 millones 
para el Cotillo. Las inversiones financieramente sostenibles de 2019, de cara al 
remanente, debieron tener una RC (Retención de Crédito) antes del 31 de diciembre de 
2019, y no hay ninguna obra en tal fase. Por tanto, a fecha actual no hay dinero para 
obra hidráulica salvo para el Cotillo.  
 
En fecha 15 de Enero del presente año se ha declarado la Situación de Emergencia 
Hídrica en el Cabildo de Fuerteventura. Dicha declaración dará al Consejo Insular de 
Aguas capacidad jurídica y burocrática para acelerar los procedimientos de ejecución de 
obras, ampliar depósitos y plantas desaladoras y solucionar los problemas en la red 
insular para paliar el descenso grave de los caudales disponibles en Fuerteventura y 
que han puesto en peligro la producción y abastecimiento de agua en nuestra isla. 
 
En concreto para la zona sur, se mencionaba el proyecto de una nueva planta 
desaladora, que incluía un depósito regular, redes de transporte y conexiones con un 

presupuesto estimado de 5.500.000.- Euros, pero que en este momento no tiene partida 
presupuestaria adjudicada. Por tanto, habrá que esperar que se liquide el presupuesto 
del 2019, para que puedan presupuestar obra de 2020, y que se estima será como muy 
pronto a partir del segundo trimestre de este año.  
 
Que el Grupo Popular del Ayuntamiento de Pájara conoce de primera mano los desvelos 
que ocasionan los continuos problemas producidos por los cortes reiterados del agua y 
que requieren no solo de una dedicación continua sino además de unificar esfuerzos 
para que de una forma conjunta podamos exigir soluciones al organismo 
correspondiente, que en este caso es el Cabildo, para que dé solución en el Consejo 
Insular de Aguas a las demandas de nuestro municipio. 
 
Por este mismo motivo, teniendo conocimiento del sufrimiento de nuestros vecinos por la 
falta de agua, además siendo conscientes de la parte de responsabilidad que tiene el 
Ayuntamiento de Pájara con respecto al Caaf, y reconociendo que el agua no responde a 

siglas políticas, se presenta la siguiente Moción a la espera de ser apoyada por todos 
los miembros del consistorio. 
 
Por todo ello el Partido Popular en el Ayuntamiento de Pájara propone: 
 

PROPUESTA DE ACUERDO 

 

Instar al Ayuntamiento de Pájara que se dirija a su vez al Cabildo Insular de 

Fuerteventura para exigir las medidas que pudieran tener a bien, tanto a nivel 

insular como a nivel municipal, para dar solución a la problemática del agua 
en Pájara, tales como: 
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1.-) Elevar escrito al Cabildo de Fuerteventura con las siguientes 

reclamaciones de carácter general para la mejor gestión del Caaf a nivel 

insular: 
 
PRIMERO.- Nombrar un Gerente profesional y capacitado con las manos libres para 
gestionar el consorcio, un tema capital para Fuerteventura como es el agua. 
SEGUNDO.-Desarrollar un plan de obra urgente en producción y distribución en toda la 
red de tuberías y almacenamiento para la zona sur de la isla. 
TERCERO.- Que el Cabildo exija al Gobierno de España que firme los convenios del 
agua. 
CUARTO.-La creación de La Mesa del Agua, donde entre todos trabajemos para 
solucionar los problemas del agua. Técnicos, Alcaldes y Concejales responsables del 
área en sus municipios para dar ideas y soluciones.  

 
2.-) Elevar escrito y exigir al Cabildo de Fuerteventura las siguientes 

reclamaciones concretas para el municipio de Pájara, mientras a su vez, se 

continúa colaborando con las soluciones temporales que nos facilite el Caaf 

para abastecer de agua a nuestros vecinos: 
 
En Pájara necesitamos un Plan de Inversiones que marque una hoja de ruta y planifique 
las obras a acometer en la red de producción, distribución y almacenamiento.  
 

1) Es importantísimo acometer las obras de una nueva tubería desde a zona de 
Marcos Sánchez a Guerime, proyecto que ya está aprobado desde hace unos dos 
años y no se ha ejecutado por el Consorcio 

2) Además, es imprescindible el nuevo depósito de mayores dimensiones en 
Guerime, algo que ya se estaba empezando a negociar con los propietarios del 

suelo, a mitad del 2019.  

3) Sustitución de la red de suministro y abastecimiento, que está obsoleta, desde 
Guerime hacia la Pared, Tarajal de Sancho, Las Hermosas, etc., ya que no se 
puede seguir perdiendo el 40 por ciento del agua que se produce y que, cuando 
vayamos a abrir el grifo, tengamos cortes de suministro. 

4) Confirmar el compromiso del Caaf a la hora de gestionar el depósito de la Pared 
una vez acondicionado por el Ayuntamiento de Pájara. 

5) Proyectar la nueva desaladora en la zona de La Lajita, ya que hay parcela 
dotacional que el Ayuntamiento ha remitido al Caaf. 

6) Estudiar la posibilidad de conectar una red de suministro alternativa y 
excepcional, de forma temporal, a otros suministradores de agua del municipio, 
para paliar esta Emergencia Hídrica.” 

 

Doña Dunia Esther Álvaro Soler, proponente de la moción anteriormente 
transcrita, a petición del Sr. Alcalde, consiente en que se retire la presente moción del 
orden del día, conforme al artículo 67.2 del Reglamento Orgánico, para que a la mayor 
brevedad sea consensuado un escrito institucional dirigido al Cabildo Insular de 
Fuerteventura de reclamación y exigencia de soluciones a los problemas de 
abastecimiento de agua del municipio de Pájara. 
 
 http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/2732 
 
 
 DÉCIMOCTAVO.- MOCIÓN PRESENTADA POR EL GRUPO MUNICIPAL 

COALICIÓN CANARIA, RELATIVA A REDACCIÓN URGENTE DE PROYECTO PARA 

LA CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS.  
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 Vista la propuesta presentada por el Grupo municipal Coalición Canaria 
relativa a redacción urgente de proyecto para la construcción de viviendas, de fecha 
14 de febrero de 2020, que se transcribe literalmente: 
 

“MOCION RELATIVA AL ENCARGO  URGENTE  DE LA REDACCION  DE 

PROYECTO,  PARA LA CONSTRUCCION  DE VIVIENDAS  DE 

PROMOCIONPUBLICA EN LA POBLACION DE   LA LAJITA Y LA 

ADQUISICION DE DOS  GRUPOS  DE VIVIENDAS  DENTRO  DEL TERMINO 

MUNICIPAL DE PAJARA 

 

EL 4  de  Febrero de  2020,    y después  de  infructuosas   gestiones,   

para la  convocatoria  de  Asamblea General  de  la  Junta   de  

Compensación  del Plan   Parcial  "La   Lajita 2000   " que  no  fueron 

atendidas,  se  logro reunir con  el quórum  reglamentario  a  los  

miembros  necesarios  de  propietarios para    la   elección  de   la   

nueva  Junta    directiva  que   estaba   vencida, procediéndose   por   

unanimidad   al   nombramiento   de   la   nueva  Junta directiva. 

 

En  Pleno  municipal  celebrado  en  Abril de  2019   , en  un  caso   

especial y único en  todo  el municipio aprobó el desbloqueo del"   Plan  

Parcial de  La Lajita 2000" , con  lo que  desde esa  fecha se  podían 

solicitar todo  tipo  de licencias,   sometidas  a lo que  dictamina   dicho 

plan. 

 

En  el mismo se  contempla  que  la  manzana    l-A,    se  adjudico  en  

su  día al  Ayuntamiento  en  concepto  de  cesión  del   15%  del  

aprovechamiento medio del  sector. 

 

Dentro   de   dicha  manzana   compuesta   por   9   parcelas   ,  que   

fueron vendidas  por  el Ayuntamiento,   hay   dos  parcelas  la  n°.  4 y 
la  n",  9  con una   superficie  de  5620   m2  , que   fueron  recuperadas   

por  impago,   que son   de  propiedad  municipal,  y  debidamente   

registradas,    y  parte   de  la parcela   C-A con  2.000 metros  
cuadrados,    que  en  total   significan 7.700 metros  cuadrados  de  

suelo y una   edificabilidad  residencial  de  cerca de 

12.000  metros  cuadrados   ,  susceptibles   de  construcción  para   

edificar alrededor  de  150  viviendas de promoción pública. 

 

A  la   vez   en   las   poblaciones   de   Morro  Jable   y  Pájara     existen  

dos importantes grupos  de   viviendas,    la  primera  denominada   

EDIFICIO CENTENARIO, de  68  viviendas con  garajes y trasteros,   con  

calificación de   protección   oficial  ,  propiedad   de   Dehesa   de   

Jandía   ,  del   grupo LOPESAN, alquiladas  desde  el  año   2008    a  la  

sociedad  en  liquidación GESTURPA S.A.  creada por  el Ayuntamiento  

de  Pájara en  su  día,   y que en   la  actualidad   reclaman  una    

importante   deuda  por   impago  de  ese alquiler. 

 

y  otra   promoción  de  48  viviendas  y  96  plazas  de  garaje  en   

avanzado estado  de  construcción,    en  el  casco  urbano   de  Pájara  

,  que   inicio la cooperativa  HUBARA en  el  año   2010-2011   ,  

también  formada  por   la sociedad municipal  en  su  día   GESTURPA 

S.A.  , y que  por  una   serie  de problemas se   adjudico  la   entidad   

que   financio  la   promoción  y   que actualmente  pertenece a un  

fondo que  gestiona SERVIHABITAT. 
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Por  el área   de  vivienda del  anterior  grupo de  gobierno,   se  contacto  

con ambos  propietarios  , y  se  constato  la  total   disponibilidad  de  

ambos  en negociar   con    el   Ayuntamiento   de   Pájara   la   

adquisición   de   ambas promociones,   en  condiciones muy  ventajosas  

para   la institución. 

 

A   la   vez   se   comprobó   que    en    los    importantes    fondos   que    

tiene paralizados la    corporación,   en    el   capítulo   de    

REMANENTES DE TESORERIA, permiten  en  su  capítulo  más   

importante  la  inversión  en OBRAS FINANCIERAMENTESOSTENIBLES. 

 
Con  la  significación, que  esos  fondos revertirían  en  la  corporación  , 

una vez  se  adjudicaran  las  viviendas y los  propietarios  se  

subrogaran  en  las responsabilidades   hipotecarias  de  las  mismas. 

 

Obvia  reseñar   la   grave  situación    de   carencia   de   viviendas   

en    el municipio   ,  y  la   obligación  cívica  y  moral  de   que   el  

Ayuntamiento acometa   de   forma  urgen te   este    tema     ,   sin   

necesidad   de   que    sea necesario   o   se   esté    esperando    la   

intervención   o   iniciativa   de    la promoción privada,  que  aunque  

necesaria,   no  debería ser  determinante. 

 

Tampoco  el  estar    esperando   al   anuncio   de   la   comunidad   
Canaria, solicitando a   los   Ayuntamientos    disponibilidad   de   

terreno   para     la promoción  de     vivienda    pública          que      
se     podría    contemplar generosamente  dentro de  la redacción  del  
nuevo plan   general ,ya  que  no seria   para   actuar  inminentemente,     
sino   a  la  espera  de  partidas  de  la Comunidad  Europea,   o del  
Gobierno del  Estado. 

 

La urgente  necesidad  de  vivienda en  el municipio  se  verá  agravada  

con el  inicio de  la  importante  remodelación  del  complejo Stella 

Canaris  en Jandía   ,  que   una    vez   terminado   y   puesta   en   

servicio  ,  necesitara alojamiento para   una   plantilla de  orden de  800-

900 trabajadores. 

 

De ahí  que  en  esta  moción planteamos: 

 
La  urgente  redacción  de  un   proyecto municipal,    para   la  

construcción de   150  viviendas  en  suelo dotacional  municipal  en  la  

población  de  La Lajita. 

 
La continuación  de  las  conversaciones  mantenidas,    para   la  
adquisición por   parte    del   Ayuntamiento,   de   las   dos   promociones  

de   viviendas   , relacionadas  anteriormente,   y a  ser  posible 

instrumentar   la adquisición de  las  mismas.” 
 

 http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/4256 
 

Sometida a votación se ACUERDA rechazar la moción, con el siguiente 
resultado: 
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VOTOS A FAVOR: 9 (7 CCa-PNC y 2 Grupo Mixto-PP) 
VOTOS EN CONTRA: 11 (7 PSOE, 3 NCa-AMF y 1 Grupo Mixto-PODEMOS) 
ABSTENCIONES: 0 

 
 http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/5589 
 
 
 DÉCIMONOVENO.- MOCIÓN PRESENTADA POR EL GRUPO MUNICIPAL 

COALICIÓN CANARIA, RELATIVA A LA EJECUCIÓN DEL CATÁLOGO DE BIENES 
MUNICIPALES DE PÁJARA.  
 
 Vista la propuesta presentada por el Grupo municipal Coalición Canaria 
relativa a la ejecución del catálogo de bienes municipales de Pájara, de fecha 14 de 
febrero de 2020, que se transcribe literalmente: 
  

“MOCIÓN RELATIVA A LA EJECUCIÓN DEL CATÁLOGO DE BIENES MUNICIPALES 

DE PÁJARA 
 
ALEXIS ALONSO RODRIGUEZ , portavoz del Grupo Municipal de Coalición Canaria en 
el Ayuntamiento de Pájara,  comparece y de acuerdo con la legislación vigente y con  
la  normativa  interna del  Ayuntamiento  de  Pájara  de  aplicación,  presenta  la 
siguiente propuesta de Moción al Pleno del Ayuntamiento de Pájara: 
 
Exposición de motivos. 
 
Tras  varias  consultas en la Corporación sobre  la  situación de algunos inmuebles 
propiedad del Ayuntamiento de Pájara, hemos detectado que la entidad carece de un 
catálogo que englobe el patrimonio municipal actual, y que la ultima actualización del 
inventario municipal data del 31.12.2007 
 
Según  el  Real  Decreto  1372/1986,  de  13  de  junio,  por  el  que  se  aprueba  el 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales en artículo 17, "Las Corporaciones 

Locales están obligadas a formar inventario de todos sus bienes y  derechos, 

cualquiera que sea su naturaleza o forma de adquisición." 
 
Con sujeción a las normas contenidas en esta Sección, se detalla que se deben formar 
inventarios separados de los bienes y derechos pertenecientes a entidades con 
personalidad propia y dependientes de las Corporaciones Locales. 

 
Igualmente, se deben formar inventarios separados de los bienes y derechos 
pertenecientes  a establecimientos  con  personalidad  propia e  independiente, si  la 
legítima representación correspondiere a las Corporaciones Locales. 
 

Atendiendo además a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre de Transparencia, Acceso a 
la Información Pública y Buen Gobierno, al acceder a la web institucional, no aparece 
publicado ningún catálogo al respecto. 

 
La  ciudadanía  tiene  el  derecho  a  conocer  la titularidad  de  todos  los  bienes  de 
titularidad  de  las Administraciones  Públicas.  La  finalidad  de  crear  este  catálogo 
municipal de estos bienes de titularidad municipal no es cumplir con la Ley, sino que 
los vecinos del municipio conozcan por ellos  mismos la existencia además de su 
destino. 

 

En julio  de 2018,  el   Consejero  de Cultura  y Patrimonio   del Cabildo  de 
Fuerteventura anunciaba    en   los   medios   de   comunicación     pondrían    en   
marcha   un   marco   de colaboración   que  permitiría  al Cabildo  apoyar  a las  
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corporaciones   municipales   en  la elaboración    de  los  catálogos   municipales    de   
protección   de  bienes   patrimoniales, destinando   una serie  de subvenciones   
nominadas   dirigidas  a sufragar  los costes  que acarrea  la redacción  de los 
mismos. 
 
Desconocemos   si este Convenio  de colaboración   se llegó a materializar  o no. 
 
Pero nuestra  propuesta  va incluso  más allá del catálogo  de bienes  patrimoniales.   
Tal y como   marca  el  Real  Decreto   1372/1986,   de  13  de  junio   en  su  artículo   
18,  "en  el inventario   se  deberán   reseñarán   los  bienes,   por  separado,   según   
su  naturaleza, agrupándolos   a tenor de los siguientes  epígrafes: 
 
1°. Inmuebles. 

 
2°. Derechos  reales. 

 
3°. Muebles  de carácter  histórico,  artístico  o de considerable  valor económico. 

 
4°. Valores  mobiliarios,  créditos  y derechos,  de carácter  personal  de la 
Corporación. 

 
5°. Vehículos. 

 
6°. Semovientes. 

 
7°. Muebles  no comprendidos   en los anteriores  enunciados. 

 
8°. Bienes  y derechos  revertibles." 

 
Además,   desde  la actual  Concejalía   de  Patrimonio   Municipal  se deberá  traer  a 
Pleno la ficha  genérica  que deba contener  las condiciones   básicas  de cada una 
de los bienes de titularidad   municipal,  donde  se haga  constar  de forma  
detallada  todas  y cada  una delas   C ondiciones     del   bien,   esto    es   
superficie,    coordenadas,     destino,    usos pormenorizados y cuantos  se 
consideren   oportunos   a efectos  técnicos  y jurídicos  que proporcionen la  
máxima   seguridad   a  los  intereses   de  nuestro  Ayuntamiento    y  por 
consiguiente   a los vecinos  de nuestro  municipio.  

Es  por todo  lo anterior  por  lo que  sometemos  a  la  consideración del  Pleno del 

Ayuntamiento de Pájara esta Moción con la siguiente propuesta de acuerdo: 

 
1.  Que el Ayuntamiento inicie los trámites que correspondan para la elaboración de 
manera inmediata de un catálogo municipal de bienes de Pájara, y que englobe todos 
los epígrafes establecidos por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio. 

 
2.  Que una vez sea aprobado por el Pleno de la Corporación sea publicado en la web 
institucional para conocimiento de todos los vecinos-as del municipio con el fin, no solo 
de cumplir con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno, sino conseguir la mayor transparencia en la 
gestión municipal. 

 
3.  En el caso de que el Convenio mencionado en los antecedentes no estuviera en 
vigor, instar al Cabildo de Fuerteventura a que suscriba nuevo Convenio de 
Colaboración con este Ayuntamiento, para apoyar a la corporación municipal en la 
elaboración del catálogo, destinando una serie de subvenciones nominadas dirigidas a 
sufragar los costes que acarrea la redacción del mismo.” 
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Sometida a votación la moción previamente transcrita,  la misma se aprueba  
por unanimidad. 

 
http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/5641 
 
 
C) ASUNTOS DE URGENCIA 

  
 No hubo 
  

D) PARTE DE CONTROL Y FISCALIZACIÓN 

 

VIGÉSIMO.- DACIÓN DE CUENTA DE LOS DECRETOS DE LA ALCALDÍA. 

 
Por el Alcalde Presidente se da cuenta que desde la fecha de la convocatoria de 

la última sesión, 13 de enero de 2020, hasta la fecha de la convocatoria de la presente 
sesión, 17 de febrero de 2020, se han dictado 711 Decretos, concretamente los que 
van desde el número 71 al 781, ambos inclusive, correspondientes al año 2020. 

 
 
VIGÉSIMOPRIMERO.-RUEGOS, PREGUNTAS Y MOCIONES. 

 
 http://videoacta.pajara.es/es/mopleno/31/6326 

 
 Y no habiendo más asuntos que tratar, por el Presidente se levanta la sesión a 
las doce horas y diecinueve minutos, de todo lo cual, yo la Secretaria Accidental doy 
fe. 
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